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1.
Aprobación del temario de la Asamblea General (artículo 30 del Reglamento de la Asamblea General):

Corresponde a la Asamblea General, conforme al artículo 34 de su Reglamento, aprobar por el voto de las dos terceras partes de los Estados Miembros, el temario del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones. 

2.
Aprobación de las recomendaciones de la Comisión Preparatoria para el cuadragésimo primer período de sesiones de la Asamblea General (artículo 20 del Reglamento de la Asamblea General) 

La Comisión Preparatoria, por lo menos quince días antes del inicio de los períodos de sesiones de la Asamblea General, deberá adoptar las recomendaciones sobre los siguientes temas: 

a. Acuerdo sobre el proyecto del temario;

b. Acuerdo sobre el proyecto de programa-presupuesto;

c. Acuerdo sobre fijación de límites para la presentación de proposiciones;

d. Acuerdo sobre la duración de los períodos de sesiones;

e. Acuerdo sobre las actas de sesiones.

f. Fijación de las cuotas de los Estados Miembros.

3.
Informe anual de la Secretaría General sobre las actividades y el estado financiero de la Organización [artículo 112 (g) de la Carta de la OEA y las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General] (Informe de la Secretaría General)
Este tema se incluye de acuerdo a lo establecido en el artículo 112(g) de la Carta de la OEA y los artículos 3(g) y 111 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General. El Secretario General presentará oportunamente al Consejo Permanente su informe anual que incluirá también el estado financiero de la Organización.
4.
Informe del Secretario General sobre Credenciales (artículo 27 del Reglamento de la Asamblea General)

El Secretario General, de conformidad con el artículo 27 del Reglamento de la Asamblea General, presenta a la Asamblea General un informe sobre las credenciales que le hayan sido presentadas conforme al artículo 3 del mismo Reglamento. El informe debe ser presentado en el transcurso de la primera sesión plenaria de la Asamblea General.

5.
Informe Anual del Consejo Permanente (artículo 40 del Estatuto del Consejo Permanente)
De acuerdo con el artículo 40 del Estatuto del Consejo Permanente, éste debe presentar a la Asamblea General un informe anual y los informes especiales que estime convenientes.

6.
Observaciones y recomendaciones del Consejo Permanente sobre los informes anuales de los órganos, organismos y entidades de la Organización (artículo 91 f) de la Carta de la OEA) 
/
a. Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI)

b. Comité Jurídico Interamericano (CJI) 

c. Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH)

d. Corte Interamericana de Derechos Humanos

e. Instituto Interamericano de Cooperación para la Agricultura (IICA)

f. Organización Panamericana de la Salud (OPS)

g. Tribunal Administrativo (TRIBAD)

h. Comisión Interamericana de Mujeres (CIM)

i. Comisión Interamericana de Telecomunicaciones (CITEL)

j. Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD)

k. Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN)

l. Instituto Panamericano de Geografía e Historia (IPGH)

m. Centro de Estudio de Justicia de las Américas (CEJA)

n. Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE)

o. Junta Interamericana de Defensa (JID)

7.
Determinación de la sede y fecha del cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones de la Asamblea General 


Como lo establece el artículo 30 del Reglamento de la Asamblea General, la Asamblea General deberá establecer la sede y fecha del cuadragésimo tercer período ordinario de sesiones.  El cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones se celebrará en la ciudad de Cochabamba, Bolivia, de conformidad con la resolución AG/RES. 2615 (XL-O/10).
8. Elección de las autoridades de los órganos, organismos y entidades de la Organización (artículo 30 del Reglamento de la Asamblea General)
a. Cuatro miembros de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

Los miembros de la Comisión serán elegidos a título personal por la Asamblea General de la Organización, de una lista de candidatos propuestos por los gobiernos de los Estados Miembros.  Cada gobierno puede proponer hasta tres candidatos, ya sea nacionales del Estado que los propone o de cualquier otro Estado miembro de la Organización. Cuando se proponga una terna, por lo menos uno de los candidatos deberá ser nacional de un Estado distinto del proponente. 

El Secretario General preparará una lista por orden alfabético de los candidatos presentados y la comunicará a los Estados Miembros de la Organización al menos treinta días antes de la próxima Asamblea General. 

La elección de los miembros de la Comisión se hará de entre los candidatos que figuren en la lista a que se refiere el artículo 4 (2), por votación secreta de la Asamblea General, y se declararán elegidos los candidatos que obtengan mayor número de votos y la mayoría absoluta de los votos de los Estados Miembros. Si para elegir a todos los miembros de la Comisión resultare necesario efectuar varias votaciones, se eliminarán sucesivamente, en la forma que determine la Asamblea General, a los candidatos que reciban menor número de votos. 

Los miembros de la Comisión serán elegidos por cuatro años y sólo podrán ser reelegidos una vez. Los mandatos se contarán a partir del 11 de enero del año siguiente al de la elección. 

No puede formar parte de la Comisión más de un nacional de un mismo Estado.

Durante este período, la Asamblea General procederá a elegir tres miembros para cubrir las vacantes que se produzcan al término de los mandatos de:

· Paulo Sergio Pinheiro (Brasil)

· Felipe González (Chile)

· María Silvia Guillen (El Salvador)

· Luz Patricia Mejía Guerrero (Venezuela)

Al 3 de mayo de 2011 la Secretaría General recibió y publicó mediante documento AG/CP/INF.600/10 rev. 12, las siguientes candidaturas:

· Rosa María Ortiz (Paraguay)

· Felipe González (Chile)

· Guillermo A. Cochez (Panamá)

· Víctor García Toma (Perú)

· Tracy Robinson (Jamaica)

· Rose-Marie Bella Antoine (Belize) 

b. Dos miembros del Comité Jurídico Interamericano

El Comité Jurídico Interamericano (CJI) está integrado por once juristas de los Estados Miembros, elegidos por la Asamblea General a título personal, por un período de cuatro años, de ternas presentadas por dichos Estados.  Sus mandatos se cuentan a partir del primero de enero del año siguiente al de su elección.  No podrá haber más de un miembro de la misma nacionalidad.  Los Estados Miembros pueden proponer en sus respectivas ternas candidatos que sean ciudadanos de otros Estados Miembros. Los candidatos deben gozar de alta autoridad moral, poseer los conocimientos jurídicos y la experiencia necesaria para el mejor desempeño de sus funciones y estar en condiciones de poder dedicarse exclusivamente a las labores del Comité durante las reuniones del mismo.  Los procedimientos para la elección de los miembros del CJI por expiración normal de los mandatos están establecidos en el anexo III del Reglamento de la Asamblea General.

Durante este período, la Asamblea General procederá a elegir dos miembros para cubrir las vacantes que se produzcan al término de los mandatos de:

· Guillermo Fernández de Soto (Colombia)

· Mauricio Herdocia Sacasa (Nicaragua)
Al 3 de mayo de 2011 la Secretaría General recibió y publicó mediante el documento AG/CP/INF.600/10 rev. 12 las siguientes candidaturas:

· Carlos Alberto Mata Prates (Uruguay)

· Luis Moreno Guerra (Ecuador)

· Edgardo Molino Mola (Panamá)

c. Tres miembros del Centro de Estudios de Justicia de las Américas

El Consejo Directivo estará integrado por siete miembros elegidos a título personal por la Asamblea General de la OEA entre los candidatos propuestos por los Estados Miembros.

Durante este período, la Asamblea General procederá a elegir tres miembros del Centro de Estudios de Justicia de las Américas que remplazará, al término de los mandatos de:

· Carlos Eduardo Caputo Bastos (Brasil)

· Marc Rosenberg (Canadá)

· Hebe Martínez Burlé (Uruguay)

Al 3 de mayo de 2011 la Secretaría General recibió y publicó mediante el documento AG/CP/INF.600/10 rev. 12 la siguiente candidatura:

· Santiago Pereira Campos (Uruguay)
· Juez Marc Rosenberg (Canadá)
d. Un miembro del Tribunal Administrativo de la OEA 

El Tribunal Administrativo de la OEA se compone de seis miembros de distinta nacionalidad, elegidos por la Asamblea General a título personal y para un período de seis años. Pueden ser reelegidos solamente una vez.  Sus mandatos se cuentan a partir del primero de enero del año siguiente al de su elección. Cada gobierno puede presentar un candidato.  No pueden ser miembros del Tribunal los representantes permanentes de los gobiernos en los órganos, organismos o entidades de la Organización, ni quienes integren en forma permanente tales grupos por cualquier otro concepto, ni los miembros del personal de la Secretaría General de la OEA.

Los procedimientos para la elección de los miembros del Tribunal Administrativo están establecidos en el Anexo II del Reglamento de la Asamblea General.

Corresponde a la Asamblea General elegir a un miembro del Tribunal Administrativo para llenar la vacante que se producirá al término del cumplimiento del mandato del juez:

· Andre M. Surena (Estados Unidos)
Al 3 de mayo de 2011 la Secretaría General recibió y publicó mediante el documento AG/CP/INF. 600/10 rev. 12 la candidatura de:

· Andre M. Surena (Estados Unidos)
e. Un miembro de la Junta de Auditores Externos para el Examen de la Contabilidad de la Secretaría General

Durante este período, la Asamblea General procederá a elegir un miembro de la Junta de Auditores Externos para el Examen de la Contabilidad de la Secretaría General para cubrir la vacante que se producirá al término del mandato de:

· James Millette (Estados Unidos)

Al 3 de mayo de 2011 la Secretaría General recibió y publicó mediante el documento AG/CP/INF. 600/10 rev. 12 la candidatura de:

· James Millette (Estados Unidos)
9. La Cuestión de las Islas Malvinas 

De conformidad con la resolución AG/RES. 669 (XIII-O/83), la Asamblea General acordó continuar evaluando la Cuestión de las Islas Malvinas de manera indefinida. 

Así entonces, en el cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General se adoptó la resolución AG/DEC. 65 (XL-O/10), la cual, en consonancia con lo anterior, reafirma el compromiso de la Asamblea General de “continuar examinando la Cuestión de las Islas Malvinas en los sucesivos períodos de sesiones de la Asamblea General, hasta su solución definitiva”.

10. Carta Social de las Américas: Renovación del compromiso hemisférico del combate a la pobreza en la región

A través de la resolución AG/RES. 2542 (XL-O/10), la Asamblea General renovó el compromiso asumido y encomendado al Grupo de Trabajo Conjunto del Consejo Permanente y la CEPCIDI sobre el Proyecto de Carta Social de las Américas de que trabaje intensamente a fin de terminar las negociaciones del Proyecto de Carta Social de las Américas y su Plan de Acción, y expresar de esa manera la voluntad política de todos los Estados Miembros de concluir y aprobar dichos documentos antes de fines de 2010.

Reiteró el mandato al Consejo Permanente y la CEPCIDI para que preparen conjuntamente un Proyecto de Carta Social de las Américas y un Plan de Acción que incluya los principios de desarrollo social y establezca metas y objetivos específicos que refuercen los instrumentos existentes en la Organización de los Estados Americanos sobre democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza; y a la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral de la OEA que elabore el proyecto de Plan de Acción, concebido para alcanzar metas específicas y realizables, a partir de mandatos existentes y siguiendo la estructura de la Carta Social de las Américas. 

Encomendó al Consejo Permanente que, una vez concluido el proceso de negociaciones, considere convocar un período extraordinario de sesiones de la Asamblea General, teniendo en cuenta el ofrecimiento de la República Bolivariana de Venezuela de ser sede del mismo, para la adopción de la Carta Social de las Américas y de su Plan de Acción; y le solicitó al Consejo Permanente y la CEPCIDI que presenten los resultados de sus trabajos a la Asamblea General para su consideración y aprobación.

11. Reconocimiento de Año Internacional de los Afrodescendientes 

La Asamblea General, mediante la resolución AG/RES. 2550 (XL-O/10) tomó nota de la resolución 64/169, Año Internacional de los Afrodescendientes, de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, la cual proclama el 2011 como Año Internacional de los Afrodescendientes. Reafirmó la importancia de la plena participación libre y en igualdad de condiciones de las y los afrodescendientes en todos los aspectos de la vida política, económica, social y cultural en los países de las Américas.

Reiteró, asimismo, las instrucciones dadas al Consejo Permanente mediante resolución AG/RES. 2489 (XXXIX-O/09) de que convoque una segunda sesión extraordinaria sobre la cooperación entre las Américas y África, con la participación del cuerpo diplomático africano y representantes de la Comisión de la Unión Africana así como los Representantes Permanentes ante la Organización de los Estados Americanos y encomendó que realice una sesión extraordinaria para celebrar el Año Internacional de los Afrodescendientes.  El Consejo Permanente celebró la sesión extraordinaria el 15 de marzo de 2011.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución.

12. Hacia el establecimiento de prioridades sobre la juventud en las Américas 
La Asamblea General, mediante la resolución AG/RES. 2553 (XL-O/10) reiteró la prioridad que asigna al desarrollo de la juventud en las Américas y resolvió tomar todas las medidas necesarias para incorporar la perspectiva de los y las jóvenes en los programas y actividades de la Organización de los Estados Americanos. Solicitó a la Secretaría General que reúna y presente, ante una sesión conjunta del Consejo Permanente y de la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), los resultados de la Cumbre Especial de la CARICOM sobre el Desarrollo de la Juventud, la Preconferencia de las Américas y la Conferencia Mundial de la Juventud, e inicie consultas con los Estados Miembros sobre la implementación de dichas prioridades. 

Solicitó también que el Consejo Permanente y a la CEPCIDI que consideren la posibilidad de convocar una Reunión Interamericana de Ministros y Altas Autoridades responsables de la Juventud antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, a celebrarse en 2011, teniendo en cuenta para ello el informe de la Secretaría General que contenga la recopilación de prioridades y los resultados del proceso de consulta.

La Secretaría General elaboró el informe solicitado y lo presentó a la CEPCIDI en su 170 reunión ordinaria, y los Estados Miembros se encuentran analizando la posibilidad de celebrar en los próximos meses la reunión interamericana que se menciona en el párrafo anterior.

La Secretaría General deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la resolución.
13. Promoción y Fortalecimiento de la Democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana 
La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2555 (XL-O/10) resolvió continuar promoviendo la cooperación democrática a fin de respaldar a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por fortalecer las instituciones, valores, prácticas y gobernabilidad democráticos, combatir la corrupción, mejorar el Estado de derecho, lograr el pleno ejercicio de los derechos humanos y reducir la pobreza, la desigualdad y la exclusión social.

Reafirmó que la promoción y protección de los derechos humanos constituyen una condición previa para una sociedad democrática y que es importante continuar desarrollando y fortaleciendo el sistema interamericano de derechos humanos y que, en lo que resulte aplicable, los mandatos contenidos en las resoluciones AG/RES. 2327 (XXXVII-O/07) y AG/RES. 2422 (XXXVIII-O/08), “Promoción y fortalecimiento de la democracia: Seguimiento de la Carta Democrática Interamericana” y, en este sentido, reiterar la solicitud al Secretario General de que presente un informe al Consejo Permanente en todos los casos en que su actuación sea prevista por la Carta de la Organización de los Estados Americanos y por la Carta Democrática Interamericana. 
Reconoció también la importancia de promover los principios, valores y prácticas de la cultura democrática, y solicitar a la Secretaría General que continúe apoyando este objetivo a través de programas de capacitación para promover los principios, valores y prácticas de la cultura democrática, de acuerdo con los artículos 26 y 27 de la Carta Democrática Interamericana. En este contexto, encomendar a la Secretaría General que continúe apoyando al Consejo Permanente y a los Estados Miembros en la ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas y su Plan de Acción.
Reafirmó los mandatos contenidos en las resoluciones AG/RES. 2154 (XXXV-O/05), “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana”, y AG/RES. 2251 (XXXVI-O/06), “Promoción de la cooperación regional para la aplicación de la Carta Democrática Interamericana en ocasión de su quinto aniversario” y encomendó a la Secretaría General que apoye los programas encaminados a prevenir y combatir la corrupción que contribuyan a la promoción de la gestión responsable, la eficiencia y la integridad en el ejercicio del servicio público, con miras a fortalecer una cultura de transparencia y garantizar una gestión pública más eficiente.
Destacó, además, la contribución fundamental de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en el fortalecimiento y desarrollo de los procesos y sistemas electorales en los Estados Miembros, a través de las misiones de observación electoral de la OEA y la asesoría en materia electoral y la cooperación técnica, a solicitud de un Estado Miembro y de conformidad con la Declaración de Principios para la Observación Electoral Internacional y recomendó a la Secretaría General que apoye la modernización y el fortalecimiento de las instituciones democráticas en los Estados Miembros que así lo soliciten y promueva la cooperación y el diálogo entre estas instituciones como medio para la creación de capacidades y el intercambio de experiencias, incluso en materia de tecnologías de la información y la comunicación y gobierno electrónico. 
Alentó a los Estados Miembros a que diseñen e implementen programas educativos que promuevan una cultura de diálogo y comunicación, así como programas de educación cívica en los que se incluyan conceptos tales como ética, transparencia e información pública, con miras a contribuir al fortalecimiento de una cultura democrática y reconoció el importante papel de la participación de todos los sectores de la sociedad, incluida la sociedad civil, en la consolidación de la democracia y que dicha participación constituye uno de los elementos vitales para el éxito de las políticas de desarrollo y, en ese sentido, encomendar al Consejo Permanente que convoque a una sesión extraordinaria con la participación más amplia de todos los sectores de la sociedad, incluidas las organizaciones de la sociedad civil, de acuerdo con las “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”, aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 759 (1217/99), a fin de examinar los aportes de estas organizaciones al fortalecimiento de la cultura democrática en el Hemisferio, de conformidad con el artículo 26 de la Carta Democrática Interamericana, así como los temas, resultados y recomendaciones de las reuniones celebradas en la OEA en marzo de 2008 bajo el lema “Cooperando con la sociedad civil”.
 Encomendó al Consejo Permanente que organice y celebre un diálogo sobre la eficacia de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana y que presente los resultados o avances del mismo durante el 2011, con motivo de la conmemoración de los diez años de su adopción.  El Consejo Permanente ha iniciado las deliberaciones para implementar en el transcurso del año 2011 los mandatos de esta resolución.

La Secretaría General deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la resolución. 

14. Contribución al proceso de reconstrucción de Haití tras el devastador terremoto del 12 de enero de 2010 
La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2557 (XL-O/10) expresó su apoyo a la reconstrucción de Haití de conformidad con el Plan de Acción presentado por el Gobierno de dicho país en la Conferencia Internacional de Donantes para el Nuevo Futuro de Haití, celebrada en Nueva York, y los principios adoptados en la Conferencia de Montreal, ajustándose a los mandatos de la Organización de los Estados Americanos (OEA) con referencia a este país e instó a los Estados Miembros a que hagan realidad sus ofrecimientos y a que coordinen sus iniciativas de reconstrucción y desarrollo bajo el liderazgo del Gobierno de Haití a fin de lograr una coherencia y eficacia óptimas.
Solicitó a la Secretaría General que concentre la cooperación de la OEA con Haití en el desarrollo de capacidades, el fortalecimiento institucional y el buen gobierno. Solicitar a la Secretaría General que concentre la cooperación de la OEA con Haití en el desarrollo de capacidades, el fortalecimiento institucional y el buen gobierno y que: continúe apoyando al Gobierno de Haití en relación con el proceso electoral y el establecimiento del Consejo Electoral Permanente; continúe apoyando a las autoridades haitianas, especialmente a la Oficina Nacional de Identificación, como parte del proceso de modernización del registro civil y la emisión de documentos de identidad, y a la labor de transferir a dicha institución el conocimiento técnico necesario para que el proceso sea permanente y sostenible; ayude a las autoridades de Haití, cuando éstas lo soliciten, en la modernización de los sistemas catastrales y los procesos de titulación de tierras para facilitar la planificación del desarrollo, la zonificación y la seguridad en la tenencia de la tierra con miras a promover el desarrollo socioeconómico; y ayude a las autoridades haitianas, cuando éstas lo soliciten, a fortalecer el proceso de diálogo inclusivo y abierto sobre la necesidad y el alcance de la reforma constitucional y otras importantes reformas relacionadas con la gobernabilidad.

La Asamblea General solicitó que la Secretaría General considere ajustar sus estructuras relacionadas con Haití para responder mejor a los mandatos de la OEA, en virtud de los nuevos desafíos que enfrenta el país, y fortalecer la coordinación dentro de la Secretaría y con otras contrapartes del sistema interamericano.

La Secretaría General deberá informar sobre sus actividades en Haití y sobre la implementación de la presente resolución.

15. Los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria entre los Estados Miembros 
La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2610 (XL-O/10) destacó la labor realizada por el Grupo de Trabajo en cuanto a elaborar un diagnóstico conjunto sobre los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria y alentar sus futuras acciones y alentó los esfuerzos para fortalecer los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria entre los Estados Miembros en cuanto a fortalecer los mecanismos existentes sobre prevención, atención de los desastres y asistencia humanitaria entre los Estados Miembros. 
Invitó a los Estados Miembros a que participen en las reuniones del Grupo de Trabajo referidas a la agilización de la asistencia humanitaria y al Sistema de Coordinación Regional, contribuyendo con base en sus experiencias y con la presencia de expertos temáticos, del mismo modo que a los organismos internacionales subregionales y actores sociales, particularmente las organizaciones de la sociedad civil y las organizaciones no gubernamentales relacionadas con los temas señalados. 
La Secretaría General deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución.
16. Celebrando 50 años otorgando becas, reafirmando el apoyo al Programa de Becas de la OEA y la Cooperación institucional en educación superior
Mediante la resolución AG/RES. 2495 (XXXIX-O/09), la Asamblea General reafirmó que “la educación superior estará abierta a todos, siempre que, para mantener su alto nivel, se cumplan las normas reglamentarias o académicas correspondientes”. Que la creación del Programa de Becas en 1958 fomentó la cooperación entre los Estados Americanos en el uso del intercambio de conocimiento y experiencia con motivo de desarrollar más plenamente los recursos humanos y físicos del Hemisferio, fortaleciendo los nexos entre las personas de las Américas otorgando becas y otras oportunidades para estudiantes. Esa decisión ha resultado en una continua provisión de estas invaluables y prestigiosas becas, así como servicios relacionados por cincuenta años.

Consideró, además, que, en línea con estas y subsecuentes resoluciones y mandatos de los cuerpos políticos de la Organización de los Estados Americanos, la Orden Ejecutiva 08-01 rev. 2 “Estructura de la Secretaría General” reafirma que continúa siendo esencial el Programa de Becas de la OEA como función del Departamento de Desarrollo Humano (DDH) de la Secretaria Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI). 
Por ello, reafirmó la contribución del programa de becas de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en la formación de líderes, académicos, investigadores y profesionales en el Hemisferio que trabajan en los sectores público y privado y decidió celebrar en el primer trimestre de 2010 una sesión extraordinaria de la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) y del Consejo Permanente con el objetivo de conmemorar los 50 años del programa de becas de la OEA, la cual fue pospuesta por ambos órganos y celebrada el 1 de octubre de 2010.

De conformidad con esta resolución, el Secretario General deberá informar a la Asamblea General sobre la implementación de los mandatos.
17. Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belém do Pará” 

La Asamblea General, mediante resolución AG/RES. 2544 (XL-O/10) solicitó al Secretario General a que de conformidad con los recursos financieros disponibles, asigne los recursos humanos, técnicos y financieros necesarios para que la CIM pueda continuar apoyando la implementación del MESECVI 

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General sobre la implementación de los mandatos de esta resolución.
18. La promoción de la cooperación para el desarrollo y difusión de las tecnologías de la información y la comunicación en las Américas por la Comisión Interamericana de Telecomunicaciones 

La Asamblea General, en su cuadragésimo período ordinario de sesiones, mediante la resolución AG/RES. 2545 (XL-O/10), reconoció que la OEA a través de la CITEL ocupa una posición ideal y cuenta con la experiencia necesaria para servir de foro para la coordinación, la celebración de debates y la armonización de las estrategias y políticas de telecomunicación nacionales y regionales así como para el intercambio de información en la materia.

Por ello, solicitó a la CITEL para que siga coordinando la labor de armonización, desarrollo y mejora de las telecomunicaciones y las tecnologías de la información y la comunicación (telecomunicaciones/TIC) y siga proporcionando una plataforma para que formuladores de políticas, reguladores, representantes del sector privado, investigadores, miembros del mundo académico y otras partes interesadas puedan intercambiar opiniones, experiencias y prácticas idóneas sobre esta materia que contribuyan a estimular la inclusión de los países de la región en la sociedad del conocimiento. También solicitó a los Estados Miembros que participen en las actividades de la CITEL a fin de garantizar una representación regional en los debates.

De conformidad con la resolución mencionada, la CITEL deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. 

19. Libertad de comercio e inversión en el Hemisferio 

La Asamblea General recordando la resolución AG/RES. 1364 (XXVI-O/96), "Libertad de comercio e inversión en el Hemisferio", mediante la cual encomendó al Comité Jurídico Interamericano (CJI) que realizara un estudio sobre el tema; y reconociendo la opinión del CJI (CJI/RES. 11-14/96) en la que se afirma que el Comité concluyó unánimemente que “los fundamentos y la eventual aplicación de la legislación objeto de esta opinión, en las áreas significativas anteriormente descritas, no guardan conformidad con el derecho internacional”;

Mediante la resolución AG/RES. 2547 (XL-O/10), la Asamblea General tomó nota del informe del Consejo Permanente sobre el tema y solicitó a éste que informe sobre los desarrollos relativos a este asunto.
20. Prevención y erradicación de la explotación sexual comercial, tráfico ilícito y trata de niños, niñas y adolescentes
Mediante la resolución AG/RES. 2548 (XL-O/10) la Asamblea General encomendó al Secretario General que coordine el desarrollo de este programa directamente con el Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN), la Sección Contra la Trata de Personas de la Secretaría de Seguridad Multidimensional y con la Secretaria Ejecutiva de Desarrollo Integral (SEDI) en lo que sea pertinente, además de contar con el apoyo y asesoría de otros órganos y organismos competentes de la OEA.

Recomendó la constitución de un Fondo Específico de aportaciones voluntarias para el financiamiento del “Observatorio sobre Prevención y Erradicación de la Explotación Sexual Comercial, Tráfico Ilícito y Trata de Niños, Niñas y Adolescentes” e invitó a los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros a que contribuyan con el financiamiento del programa.  

Solicitó al IIN que informe a la Asamblea General sobre la implementación de los mandatos de esta resolución. 

21. Fortalecimiento de la Comisión Interamericana de Mujeres

Mediante la resolución AG/RES. 2560 (XL-O/10) la Asamblea General continuó instando al Secretario General a que tome medidas para apoyar el trabajo de la Comisión Interamericana de Mujeres (CIM) y promover la equidad e igualdad de género dentro de la OEA y en el Hemisferio. Recordó que en el transcurso de los últimos años, la CIM ha recibido mandatos prioritarios adicionales de los Estados Miembros que no se han visto acompañados de las asignaciones presupuestarias correspondientes.

Por ello, reiteró al Secretario General su solicitud para que provea a la CIM, en su capacidad de organismo especializado de la OEA de los recursos humanos y financieros suficientes para fortalecer su capacidad de cumplir con sus crecientes mandatos, especialmente aquellos reconocidos como prioritarios por los Estados Miembros y lo instó a que incluya proyectos y programas de la CIM entre las prioridades que se presenten para la captación de financiamiento de donantes externos, y a que invite a los Estados Miembros y a los Observadores Permanentes, y a personas o entidades públicas y privadas nacionales o internacionales que lo deseen, a realizar contribuciones voluntarias para respaldar el desarrollo e implementación de los proyectos y programas de la CIM.

También reiteró el mandato al Consejo Permanente a que a través de la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios, invite a la Secretaría Permanente de la CIM a presentar un plan de trabajo en el que incluya los recursos financieros requeridos para cumplir sus mandatos, incluyendo aquellos relacionados con la implementación del Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (PIA).

De conformidad con esta resolución, el Secretario General deberá informar a la Asamblea General sobre la implementación de los mandatos.

22. Promoción de los derechos humanos de la mujer y la equidad e igualdad de género 

La Asamblea General, mediante resolución AG/RES. 2561 (XL-O/10), reiteró al Consejo Permanente que, en cumplimiento de los mandatos recibidos de la Asamblea, las Cumbres de las Américas y el Programa Interamericano sobre la Promoción de los Derechos Humanos de la Mujer y la Equidad e Igualdad de Género (PIA): continúe sus esfuerzos para integrar la perspectiva de género en el trabajo de sus comisiones especiales, grupos de trabajo, resoluciones, actividades e iniciativas, según sea el caso, para asegurar que las mismas beneficien de manera igualitaria y equitativa a mujeres y hombres.

Instó al Secretario General a que: a) continúe promoviendo y trabajando, con el apoyo de la CIM, en la plena implementación del PIA con el fin de lograr la integración de la perspectiva de género en todos los programas, acciones y políticas de la OEA; b) solicite a los órganos, organismos y entidades de la Organización que en sus informes anuales a la Asamblea General incluyan las iniciativas realizadas para integrar la perspectiva de género en sus políticas, programas, proyectos y actividades, y que envíen esa información a la CIM para que sea incluida en el informe anual a la Asamblea General que se elabora en seguimiento de esta resolución; c) continúe implementando, con el apoyo de la CIM, el Programa de Género de la OEA y dé prioridad, cuando asigne recursos externos, a las actividades que faciliten su expansión.

El Consejo Permanente, en coordinación con la CIM, deberá informar a la Asamblea General sobre la ejecución del Programa Interamericano y de esta resolución.

23. Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas 
Mediante la resolución AG/RES. 2565 (XL-O/10) la Asamblea General invitó a los Estados Miembros a realizar consultas o diálogos con sus respectivos pueblos indígenas en relación con el Proyecto de Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y solicitó a la Junta de Selección del Fondo Específico que continúe trabajando conforme a los principios de transparencia establecidos en la resolución CP/RES. 951 (1691/09) “Fondo Específico para apoyar la elaboración de la Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas” y solicitó a la Secretaría General y a los órganos, organismos y entidades de la Organización a que continúen prestando apoyo al proceso de elaboración de la Declaración.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de estos mandatos. 

24. Promoción y respeto del derecho internacional humanitario 

Mediante la resolución AG/RES. 2575 (XL-O/10) la Asamblea General instó a los Estados Miembros y a las partes involucradas en un conflicto armado a que respeten y cumplan sus obligaciones bajo el derecho internacional humanitario, incluyendo las destinadas a la protección de la vida, la integridad y la dignidad de las personas y los bienes protegidos, así como al trato debido a los prisioneros de guerra.

Entre otros varios asuntos la Asamblea General exhortó a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho, a que consideren hacerse Parte, entre otros, de: la Convención de La Haya para la protección de los bienes culturales en caso de conflicto armado de 1954 y sus Protocolos de 1954 y 1999; la Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de los crímenes de lesa humanidad de 1968; la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción y el almacenamiento de armas bacteriológicas (biológicas) y toxínicas y sobre su destrucción (Convención sobre Armas Biológicas) de 1972; los Protocolos Adicionales I y II de 1977 a los Convenios de Ginebra de 1949, así como el Protocolo Adicional III de 2005; incluida la Declaración prevista en el artículo 90 del Protocolo Adicional I; la Convención sobre prohibiciones o restricciones del empleo de ciertas armas convencionales que puedan considerarse excesivamente nocivas o de efectos indiscriminados de 1980, incluyendo la enmienda adoptada en 2001 a su artículo 1 y sus cinco Protocolos; la Convención sobre los Derechos del Niño de 1989 y su Protocolo Facultativo de 2000 relativo a la participación de niños en conflictos armados; la Convención sobre la prohibición del desarrollo, la producción, el almacenamiento y el empleo de armas químicas y sobre su destrucción (Convención sobre Armas Químicas) de 1993; la Convención sobre la prohibición del empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal y sobre su destrucción de 1997 (Convención de Ottawa); el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional de 1998, y la Convención Internacional sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas.

La Asamblea General también invitó a los Estados Miembros a que den la mayor difusión posible a las normas y principios del derecho internacional humanitario, en particular, a través de su inclusión en las doctrinas y manuales militares con el fin de que las Fuerzas Armadas cuenten con los medios y mecanismos necesarios para su efectiva aplicación, así como a través de los medios pertinentes para que este derecho sea conocido por la población civil; se instó a los Estados Miembros a que adecuen su legislación penal a fin de cumplir con las obligaciones previstas por los Convenios de Ginebra de 1949 y, en el caso de los Estados Parte del mismo, su Protocolo Adicional I de 1977 y el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, en cuanto a la tipificación de los crímenes de guerra, la jurisdicción universal sobre esas violaciones graves, cuando sea aplicable, y la responsabilidad del superior por los actos de sus subordinados, entre otras disposiciones pertinentes e instó asimismo a los Estados Miembros, que aun no lo hubieren hecho, a que adopten, con arreglo a su legislación interna y conforme al derecho internacional, las medidas legislativas o de otra índole que fueran necesarias para establecer la imprescriptibilidad de la acción penal y de la pena por las más serias violaciones del derecho internacional humanitario que constituyen crímenes de conformidad con el derecho internacional.

La Asamblea General también invitó a los Estados Miembros que son Parte del Estatuto de Roma a cooperar plenamente con la Corte Penal Internacional y a tipificar en su legislación penal los crímenes de su competencia; exhortó a los Estados Miembros a que sus leyes regulen el uso y respeto, prevengan y, en su caso, sancionen los abusos en la utilización de los emblemas de la Cruz Roja, la Media Luna Roja y, en su caso, del Cristal Rojo, así como de su denominación, como está dispuesto en los tratados pertinentes; instó a los Estados Miembros a que, de conformidad con sus obligaciones bajo el derecho internacional, adopten medidas efectivas para prevenir la desaparición de personas en relación con un conflicto armado u otra situación de violencia armada, esclarecer la suerte de los que han desaparecido y atender a las necesidades de sus familiares; y, alentó a los Estados Miembros a que, de conformidad con la Convención para la Protección de los Bienes Culturales en Caso de Conflicto Armado de 1954, sus dos Protocolos y demás obligaciones internacionales, garanticen que se disponga de las medidas y mecanismos requeridos para proteger los bienes culturales contra los efectos de los conflictos armados y, en particular, a que consideren la adopción de medidas de carácter preventivo relativas a la preparación de inventarios, la planificación de medidas de emergencia, la designación de autoridades competentes, así como la promulgación de leyes para asegurar el respeto de dichos bienes. 
De igual forma, la Asamblea General alentó a los Estados Parte a que implementen activamente el Plan de Acción de Cartagena 2010-2014, adoptado por la Segunda Conferencia de Revisión de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción, con énfasis particular en la asistencia a las víctimas, como en actividades de prevención y reducción del riesgo por contaminación por armas; exhortó a los Estados Miembros a que participen activamente y de manera constructiva, en su calidad de Estados Parte u Observadores, cuando sea el caso, en los trabajos de la Primera Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, del 31 de mayo al 11 de junio de 2010, en Kampala, Uganda; instó a los Estados Miembros a que adopten medidas legislativas y de otra índole, incluyendo legislación penal, para fortalecer las instituciones nacionales y la coordinación entre éstas, así como la cooperación regional y subregional para la implementación del Protocolo de Ginebra de 1925, la Convención sobre Armas Biológicas de 1972 y la Convención sobre Armas Químicas de 1993, adoptando o desarrollando, entre otros, códigos de conducta y códigos de ética profesional para la comunidad científica e industrial, con el propósito de prevenir el mal uso, en el contexto de los avances de la investigación biocientífica y biotecnológica, y considerando las medidas nacionales, regionales e internacionales para mejorar la bioseguridad, incluyendo la seguridad de laboratorios y la seguridad de elementos patógenos y toxínicos; y, recordó a los Estados Miembros que son Parte de los diversos instrumentos internacionales que prohíben o limitan, por razones humanitarias, el empleo de ciertas armas, sus obligaciones, conforme a dichos instrumentos, incluyendo la prevención y represión de cualquier actividad prohibida, así como, cuando sea el caso, la prestación de la debida atención a las víctimas. 

También, la Asamblea General invitó a los Estados Miembros a que incrementen sus esfuerzos con miras a fortalecer la protección de los civiles frente al uso y los efectos indiscriminados de armas y municiones en general, particularmente mediante la adopción de leyes dirigidas a reforzar el control de la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego y otros materiales relacionados. Por otro lado, la Asamblea General alentó a los Estados Miembros a continuar participando en el Grupo de Expertos Gubernamentales de las Altas Partes Contratantes de la Convención sobre Prohibiciones o Restricciones del Empleo de Ciertas Armas Convencionales que puedan Considerarse Excesivamente Nocivas o de Efectos Indiscriminados (CCAC) de 1980, a fin de concretar un instrumento que atienda de manera integral las consecuencias de las municiones en racimo e invitar a los Estados Miembros, que no lo han hecho, a que consideren suscribir la Convención sobre Municiones en Racimo y a los que ya lo hicieron, a que la ratifiquen lo antes posible; y, exhortó a los Estados Miembros a que adopten todas las medidas necesarias para cumplir con sus obligaciones internacionales con respecto al reclutamiento y uso de niños en las fuerzas armadas o grupos armados, así como para evitar su participación en las hostilidades, de acuerdo con las normas y principios del derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional de los refugiados. 

Asimismo, la Asamblea General alentó a los Estados Miembros a que establezcan procedimientos de examen para determinar, al momento de estudiar, desarrollar, adquirir o adoptar una nueva arma, o nuevos medios o métodos de combate, si su empleo, fabricación, almacenamiento, exportación o transferencia fuesen contrarios al derecho internacional humanitario y, en tal caso, prohibir su uso por las fuerzas armadas y su fabricación para tales fines; instó a los Estados Miembros interesados a participar en las reuniones del comité preparatorio de la Conferencia de las Naciones Unidas relativa al Tratado sobre el Comercio de Armas, establecido mediante la resolución 64/48 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, a fin de elaborar un tratado jurídicamente vinculante sobre las normas internacionales comunes más elevadas posibles para la transferencia de armas convencionales; invitó a los Estados Miembros a que continúen apoyando el trabajo de los comités o comisiones nacionales encargados de la aplicación y la difusión del derecho internacional humanitario e instó a los Estados que no cuentan con dicho órgano a que consideren su establecimiento como una manera de prevenir conflictos y fortalecer el derecho internacional humanitario; invitó igualmente, cuando sea aplicable, a participar activamente en la Reunión Regional de Comisiones Nacionales de aplicación del derecho internacional humanitario, que se celebrará en la Ciudad de México del 23 al 25 de junio de 2010, así como en la Tercera Reunión Universal de estos órganos, a celebrarse en Ginebra, Suiza, en noviembre próximo, con el objeto de intercambiar experiencias y buenas prácticas; y, expresó su satisfacción por la cooperación entre la Organización de los Estados Americanos y el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) en el ámbito de la promoción del respeto del derecho internacional humanitario y de los principios que lo rigen, e instar a la Secretaría General a que siga fortaleciendo esa cooperación. 

Por otro lado la Asamblea General solicitó al Comité Jurídico Interamericano (CJI) que, con base en las propuestas en temas prioritarios presentado por los Estados Miembros, continúe elaborando y proponga leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos por los Estados Miembros en la implementación de obligaciones derivadas de tratados en materia de derecho internacional humanitario e informe sobre los avances que se generen a la Asamblea General en su cuadragésimo período ordinario de sesiones; solicitó a la Secretaría General que, a través del Departamento de Derecho Internacional y en coordinación con el CICR, continué organizando, dentro del marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP), cursos y seminarios dirigidos al personal de las Misiones Permanentes de los Estados Miembros ante la Organización de los Estados Americanos, de la Secretaría General y el público en general, con el objeto de promover el conocimiento y respeto del derecho internacional humanitario y de los instrumentos regionales relacionados, incluidas las medidas para su efectiva implementación; encomendó al Consejo Permanente que, con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional y en colaboración con el CICR, celebre, antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, una sesión especial que contenga un diálogo de alto nivel con la participación de los Representantes Permanentes de cada Estado Miembro sobre temas de actualidad del derecho internacional humanitario; invitó a los Estados Miembros a que dentro del diálogo de alto nivel de la sesión especial, así como en los foros pertinentes, continúen los debates sobre temas de interés para la región, exhortando a la CAJP a que presente la agenda de la sesión especial a los Estados Miembros con suficiente antelación.

El Consejo Permanente deberá informa a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución.

25. Promoción de la Corte Penal Internacional 

Mediante la resolución AG/RES. 2577 (XL-O/10) la Asamblea General renovó el llamamiento a los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA) que aún no lo hayan hecho a que consideren la ratificación o adhesión, según sea el caso, del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional; exhortó a los Estados Miembros de la OEA que son partes o signatarios del Estatuto de Roma a que promuevan y respeten su objeto y su fin, con miras a preservar su efectividad e integridad y a lograr su universalidad, así como a que cooperen para promover la adhesión universal al instrumento; recordó a los Estados Miembros de la OEA que son partes del Estatuto de Roma la importancia de continuar adoptando medidas para lograr su íntegra y efectiva implementación, incluyendo aquellas encaminadas a armonizar su legislación nacional, particularmente en lo referente a la tipificación de los crímenes que son competencia de la Corte Penal Internacional, así como a la cooperación internacional y a la asistencia judicial; instó a los Estados Miembros de la OEA a que cooperen plenamente con la Corte Penal Internacional, a fin de evitar la impunidad de los responsables de haber cometido los crímenes sobre los cuales tiene competencia; los exhortó a promover y defender la labor que lleva a cabo la Corte Penal Internacional, como instancia fundamental para la lucha contra la impunidad y para garantizar la impartición de justicia a las víctimas de la comisión de los crímenes de su competencia, como elementos indispensables de todo esfuerzo por lograr la paz.
La Asamblea General tomó nota de que la Corte había emitido doce órdenes de aprehensión en todas las situaciones bajo su investigación, de las cuales sólo cuatro habían sido ejecutadas e hizo un llamamiento a los Estados Miembros de la OEA y a las organizaciones internacionales y regionales a cooperar plenamente con la Corte en la ejecución de dichas órdenes, en el ámbito de sus competencias.

Exhortó a los Estados Miembros de la OEA a que consideren la ratificación o adhesión, según sea el caso, del Acuerdo sobre Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional y, en el caso de aquellos Estados que ya son parte de dicho Acuerdo, a adoptar las medidas necesarias para su efectiva e íntegra implementación en el ámbito nacional; y, puso de relieve la importancia de la cooperación que los Estados que no son parte del Estatuto de Roma pueden brindar a la Corte Penal Internacional.
Por otro lado, la Asamblea General alentó a los Estados Miembros de la OEA a que contribuyan al Fondo Fiduciario en beneficio de las víctimas de los crímenes de la competencia de la Corte Penal Internacional, y de sus familias, y alentó asimismo al Fondo Fiduciario para que facilite la participación de los países menos adelantados y otros Estados en desarrollado, con el objeto de facilitar su participación, tanto en la Asamblea de los Estados Partes como en la Conferencia de Revisión del Estatuto de Roma.
Asimismo invitó a los Estados Miembros de la OEA a que participen activamente y de manera constructiva en los trabajos de la Conferencia de Revisión en su calidad de Estados Partes u observadores, cuando sea el caso, con el propósito de adoptar decisiones concretas sobre los temas objeto de análisis por la Conferencia de Revisión, particularmente en orden a realizar todos los esfuerzos tendientes a adoptar la definición del crimen de agresión y las condiciones para el ejercicio de la jurisdicción de la Corte de conformidad con el artículo 5.2 del Estatuto, con el fin de asegurar la integridad del Estatuto de Roma y el fortalecimiento y continuada independencia de la Corte Penal Internacional, así como a que participen activamente en el ejercicio de la evaluación de la justicia penal internacional y del proceso de presentación de promesas. 

Solicitó al Comité Jurídico Interamericano que, teniendo como base la Guía de Principios de la OEA en materia de cooperación con la Corte Penal Internacional, continúe impulsando la adopción de legislación nacional en la materia, en la medida de sus posibilidades y con el apoyo de la sociedad civil, entre los Estados que aún no cuenten con ella; así como que, con la colaboración de la Secretaría General y la Secretaría de Asuntos Jurídicos, continúe apoyando y promoviendo en los Estados Miembros de la OEA la capacitación de funcionarios administrativos, judiciales y académicos para tal efecto, e informe a los Estados Partes de los avances que se desarrollen al respecto en su próxima sesión de trabajo sobre la Corte Penal Internacional y a la Asamblea General en su cuadragésimo período ordinario de sesiones.

Solicitó también al Comité Jurídico Interamericano que continúe su labor de elaborar una legislación modelo en materia de implementación del Estatuto de Roma, particularmente en lo referente a la tipificación de los crímenes que son competencia de la Corte Penal Internacional y que presente un informe sobre los avances registrados durante la próxima sesión de trabajo sobre la Corte Penal Internacional.

Asimismo, solicitó a la Secretaría General que continúe en sus esfuerzos por concretar la celebración de un Acuerdo de Cooperación con la Corte Penal Internacional y que mantenga informados a los Estados Miembros de la OEA sobre los avances en las negociaciones con la Corte Penal Internacional, o cualquiera de sus órganos, para tal fin. 

Entre los encargos de la Asamblea General al Consejo Permanente se solicitó que con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional, celebre, antes del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, una sesión de trabajo, que deberá incluir un segmento de diálogo de alto nivel entre los Representantes Permanentes de todos los Estados Miembros de la OEA, en el que se discuta, entre otros asuntos, los resultados de la Conferencia de Revisión. Se invitará a la Corte Penal Internacional, a organizaciones e instituciones internacionales y a la sociedad civil a que cooperen y participen en esta sesión de trabajo; se solicitó al Consejo Permanente que incluya el tema de la implementación del Estatuto de Roma y del Acuerdo de Privilegios e Inmunidades en la agenda de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos.

El Secretario General informara a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 
26. Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional 
La resolución AG/RES. 2590 (XL-O/10) de la Asamblea General reafirmó la importancia del Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional, reiteró su apoyo al mismo y solicitó al Departamento de Derecho Internacional que continúe la ejecución de las acciones enumeradas en dicho programa; agradeció al Departamento de Derecho Internacional la presentación del Informe sobre el Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional (CP/CAJP-2814/10); encomendó al Consejo Permanente que, antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, lleve a cabo una revisión del Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional con el objeto de actualizar las actividades consideradas en el mismo; instó a la Secretaría General a que a través del Departamento de Derecho Internacional, continúe realizando el Curso de Derecho Internacional en Río de Janeiro y las Jornadas de Derecho Internacional, así como otras actividades encaminadas al mejor conocimiento del derecho internacional, con especial énfasis en el sistema interamericano, y continúe difundiendo la información jurídica sobre el sistema y el estado de firmas y ratificaciones de los tratados interamericanos depositados en la Secretaría General, a través de publicaciones, medios electrónicos y la Internet, en todos los idiomas oficiales de la Organización de los Estados Americanos.

Instó también a la Secretaría General que, a través del Departamento de Derecho Internacional y en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, siga realizando talleres sobre temas de interés en materia de derecho internacional y el estudio y desarrollo de la temática jurídica en el sistema interamericano dirigidos al personal de las Misiones Permanentes de los Estados Miembros, de la Secretaría General, los sectores académicos y el público en general; solicitó a la Secretaría General que, a través del Departamento de Derecho Internacional, siga realizando sus mejores esfuerzos para difundir las normas del sistema interamericano en las academias diplomáticas, otros centros de formación de funcionarios públicos y demás centros de enseñanza de derecho en el Hemisferio, en el marco de los mandatos del Programa Interamericano para el Desarrollo del Derecho Internacional.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 
27. Protección de los solicitantes de la condición de refugiado y de los refugiados en las Américas  

La Asamblea General al adoptar la resolución AG/RES. 2597 (XL-O/10) exhortó a todos los Estados a que defiendan y respeten los principios internacionales de protección de los refugiados, en particular el de la no devolución; reafirmó su apoyo y destacó la relevancia e importancia fundamental de la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 y su Protocolo de 1967, como los principales instrumentos universales para la protección de los refugiados, e instó a los Estados Miembros que son Parte, a que continúen implementando de manera plena y efectiva sus obligaciones; exhortó a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren, según sea el caso, la firma, ratificación o adhesión de los instrumentos internacionales en materia de refugiados, además de promover la adopción de procedimientos y mecanismos institucionales para su implementación efectiva, de conformidad con los mismos.

De igual forma, instó a los Estados Miembros a que integren la perspectiva de género en sus reglamentos, políticas y prácticas con el fin de garantizar que las solicitudes para el reconocimiento de la condición de refugiado sean consideradas adecuadamente, incluso las de aquellas personas que afirman ser perseguidas por motivos de género y, en su caso, extender la protección requerida; apoyó la Declaración y el Plan de Acción de México para Fortalecer la Protección Internacional de los Refugiados en América Latina y continuar su implementación plena y efectiva, con la colaboración de la comunidad internacional y de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), también se exhortó a los Estados Miembros y a la comunidad internacional a que colaboren y apoyen el fortalecimiento y la consolidación de los programas de fronteras solidarias, ciudades solidarias y reasentamiento solidario, propuestos en el Plan de Acción de México. En particular, instó a los Estados Miembros a continuar promoviendo acciones para garantizar el disfrute de los derechos de los refugiados en zonas urbanas, reconociendo los avances alcanzados en el contexto del programa de ciudades solidarias y tomando en consideración los objetivos de la nueva política del ACNUR en esta materia.
La Asamblea General reafirmó la importancia y el vital papel de la cooperación internacional en la búsqueda y el fortalecimiento de soluciones duraderas para atender la situación de los refugiados y los solicitantes de tal condición, y exhortó a los Estados Miembros y a la comunidad internacional a incrementar la cooperación técnica y económica con los países del Hemisferio receptores de refugiados que así lo requieran, y para que trabajen en cooperación con el ACNUR para brindar protección efectiva a solicitantes de la condición de refugiado y a refugiados dentro de la región; reconoció los esfuerzos y avances positivos que han logrado los Estados de origen y alentó a que, en la medida de sus posibilidades, con el apoyo del ACNUR y de la comunidad internacional, continúen realizando esfuerzos para atender las circunstancias que generan flujos de solicitantes de la condición de refugiado, y reconoció los esfuerzos y avances positivos que han logrado los Estados receptores de refugiados en la región en la aplicación de los mecanismos de protección, de acuerdo con el derecho internacional de los refugiados y los principios internacionales de protección de los refugiados allí incluidos.

Se encomendó al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos y con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría General y la colaboración técnica y financiera del ACNUR organice, antes del cuadragésimo tercer periodo ordinario de sesiones de la Asamblea General, un curso sobre el derecho internacional de los refugiados, dirigido al personal de las Misiones Permanentes de los Estados Miembros, de la Secretaría General y otros interesados.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución.

28. Prevención y Reducción de la Apatridia y Protección de las Personas Apátridas en las Américas 
La Asamblea General mediante su resolución AG/RES. 2599 (XL-O/10) destacó la importancia de los instrumentos universales para la protección de las personas apátridas: la Convención sobre el Estatuto de los Apátridas de 1954 y la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961; a la vez que exhortó a los Estados Miembros que aún no lo hubiesen hecho a que consideren la ratificación de los instrumentos internacionales en materia de personas apátridas o su adhesión a ellos, según sea el caso, y a que promoviesen la adopción de procedimientos y mecanismos institucionales para su implementación, de conformidad con los mismos.

También exhortó la Asamblea General a los Estados que aún no lo hubiesen hecho, a que, de conformidad con los instrumentos internacionales en materia de apatridia de los que fuesen Partes, revisaran su legislación nacional con miras a prevenir y reducir las situaciones de apatridia; y exhortó a los Estados Miembros y a la comunidad internacional a colaborar y apoyar el fortalecimiento y la consolidación de los programas de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR) en materia de identificación, prevención y reducción de la apatridia y la protección internacional de las personas apátridas.

De la misma manera la Asamblea General reafirmó la importancia de la cooperación internacional, en particular del ACNUR, en materia de oferta de servicios técnicos y de asesoramiento adecuados para la preparación y aplicación de legislación en materia de nacionalidad, y exhortar a los Estados Miembros y a la comunidad internacional a que trabajen en cooperación con el ACNUR para brindar protección efectiva a las personas apátridas; y, encomendó al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos y con el apoyo del Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría General y la colaboración técnica y financiera del ACNUR, destaque la temática de la apatridia en sus actividades de promoción y capacitación.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 

29. Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública 

La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2607 (XL-O/10) tomó nota de la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información, documento CP/CAJP-2840/10, que forma parte de esta resolución, así como de la guía para su implementación, contenida en el documento CP/CAJP-2841/10; reafirmó, en lo que resulte aplicable, los mandatos contenidos en la resolución AG/RES. 2514 (XXXIX-O/09), “Acceso a la información pública: Fortalecimiento de la democracia”. En ese sentido, disponer que en la sesión especial programada para el segundo semestre de 2010 se tome en cuenta la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la Información Pública y las observaciones que sobre la misma puedan presentar los Estados Miembros; encomendó a la Secretaría General que apoye los esfuerzos de los Estados Miembros que lo soliciten en el diseño, ejecución y evaluación de sus normativas y políticas en materia de acceso a la información pública por parte de la ciudadanía; así también agradeció a la Secretaría General y a los expertos por la elaboración de la Ley Modelo Interamericana de Acceso a la Información Pública y la guía para su implementación.

30. Séptima Conferencia Especializada Interamericana sobre Derecho Internacional Privado (CIDIP-VII) 

Mediante la resolución AG/RES. 2527 (XXXIX-O/09) la Asamblea General encomend[image: image2.wmf]ASAMBLEA  GENERAL

ó al Consejo Permanente que establezca un grupo de trabajo compuesto por funcionarios gubernamentales y representantes de los Estados Miembros interesados, a fin de elaborar el/los proyecto(s) de documento(s) final(es) sobre protección al consumidor. Con ese fin, la Secretaría General prestará apoyo al grupo de trabajo para: a) organizar y llevar a cabo teleconferencias, comenzando lo antes posible, y a más tardar en el mes de julio de 2009, para que el grupo de trabajo pueda completar la labor en el/los proyecto(s) de documento(s) final(es); y b)
organizar y celebrar una reunión del grupo de trabajo, antes de noviembre de 2009, en un lugar y fecha a ser definidos por el Consejo Permanente. 


El Consejo Permanente deberá presentar un informe sobre el progreso de las negociaciones del grupo de trabajo, los resultados alcanzados por la CIDIP-VII y sobre la implementación de los mandatos de esta resolución.

31. Derecho a la libertad de pensamiento y expresión y la importancia de los medios de comunicación 

La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2523 (XXXIX-O/09) reafirmó el derecho a la libertad de pensamiento y expresión, e hizo un llamamiento a los Estados Miembros a respetar y garantizar el respeto a este derecho, de conformidad con los instrumentos internacionales de derechos humanos de los que sean parte, tales como la Convención Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entre otros.  Reafirmó, asimismo, que la libertad de expresión y difusión de ideas son fundamentales para el ejercicio de la democracia.  

Reafirmó también que los medios de comunicación libres e independientes son fundamentales para la democracia, para la promoción del pluralismo, la tolerancia y la libertad de pensamiento y expresión, y para la facilitación de un diálogo y un debate libre y abierto entre todos los sectores de la sociedad, sin discriminación de ningún tipo.

La Asamblea General reiteró a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que realice el seguimiento adecuado y la profundización del estudio de los temas contenidos en los volúmenes pertinentes de sus informes anuales correspondientes a los años 2004, 2005, 2006, 2007 y 2008 sobre la libertad de expresión, tomando como base, entre otros, los insumos que sobre la materia reciba de los Estados Miembros y solicitó al Consejo Permanente que celebre una Reunión de Autoridades Nacionales en esta materia con miras a intercambiar experiencias e información y a comenzar un diálogo político entre los Estados Miembros sobre las nuevas tendencias y debates relacionados con el derecho a la libertad de pensamiento y expresión, la importancia de los medios de comunicación en el Hemisferio y el derecho de toda persona de buscar, recibir y difundir información.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de estos mandatos.

32. Derechos humanos y personas adultas mayores 

Mediante la resolución AG/RES. 2562 (XL-O/10) se reiteró al Consejo Permanente que convoque para el segundo semestre de 2010 la sesión extraordinaria sobre Derechos humanos y personas adultas mayores, con representantes nacionales y expertos provenientes del sector académico y de la sociedad civil, así como de organismos internacionales, con el objetivo de intercambiar información y buenas prácticas, y examinar la viabilidad de elaborar una convención interamericana sobre los derechos de las personas adultas mayores; alentó a la Organización Panamericana de la Salud (OPS) a que continúe colaborando con la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos para promover la cooperación regional, entre otros, mediante la identificación de buenas prácticas para el diseño de políticas públicas que atiendan las necesidades específicas de las personas adultas mayores en el Hemisferio.

De igual forma, se reiteró la preocupación por la insuficiencia de estudios e informes a nivel hemisférico respecto de la institucionalidad y mecanismos particulares relativos a los problemas de las personas adultas mayores, en especial de las violaciones e infracciones a sus derechos, lo que hace necesario avanzar en la creación de instrumentos internacionales para su debida evaluación y en la adopción de medidas para su protección; y, se solicitó al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución.

33. Desplazados internos 

La Asamblea General adoptó la resolución AG/RES. 2578 (XL-O/10) instando a los Estados Miembros a que, cuando corresponda, incluyan en sus planes, políticas y programas sectoriales las necesidades especiales de los desplazados internos, en particular en la elaboración de programas vinculados con la prevención de las diversas causas y consecuencias que genera dicho desplazamiento, incluyendo programas de desarrollo, de combate a la pobreza y de reducción de riesgos de desastres naturales, en los que podrán considerarse asimismo las necesidades de las comunidades receptoras y a que consideren utilizar los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos elaborados por el Representante Especial del Secretario General de las Naciones Unidas sobre los derechos humanos de los Desplazados Internos, los cuales reflejan ciertos aspectos de la normativa internacional de derechos humanos y el derecho internacional humanitario, como base para sus planes, políticas y programas en apoyo a estas personas y, de acuerdo con el derecho internacional, a las comunidades indígenas y afrodescendientes, entre otras, así como a las necesidades específicas de los niños, las mujeres, los ancianos, los campesinos y las personas con discapacidad y según corresponda, consideren incorporarlos a su legislación nacional a fin de promover su implementación, así como promover la transparencia en las políticas de protección a los desplazados internos; alentó a los Estados Miembros a que, con el fin de evitar los desplazamientos internos, atiendan sus causas y establezcan políticas de prevención, tales como la alerta temprana y políticas que mitiguen la amenaza y el riesgo de desplazamiento, teniendo en cuenta que el diálogo con todos los actores involucrados es esencial para alcanzar soluciones duraderas.

La Asamblea General hizo un llamado a los Estados Miembros para que cumplan con sus obligaciones conforme al derecho internacional humanitario, el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho de los refugiados aplicables, al atender a las personas internamente desplazadas, incluyendo en la prevención posible de los desplazamientos internos y que, en atención a su responsabilidad frente a los desplazados internos, a partir de estrategias integrales y desde una perspectiva de derechos humanos y de género, se comprometan a brindarles protección y asistencia durante el desplazamiento a través de las instituciones nacionales competentes, así como invitarlos a que asuman el compromiso de buscar soluciones duraderas, que incluyan el retorno seguro, voluntario y digno de los desplazados internos, su reasentamiento y reintegración, ya sea en su lugar de origen o la comunidad receptora; instó a los Estados para que en la atención a los desplazados internos, protejan sus derechos humanos mediante un enfoque integral para el socorro, particularmente en casos de desastre y para la reconstrucción de las comunidades afectadas por desastres naturales de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho interno, y tomando en cuenta los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos. Los Estados Miembros podrán usar sistemas diferenciados de atención al desplazamiento interno; instó a los Estados a que colaboren privilegiando el intercambio de buenas prácticas para la protección efectiva de los derechos humanos de los desplazados internos así como en la elaboración e implementación de políticas públicas para la prevención de los desplazamientos, incluidos por razones de desastres naturales, mediante la adopción de medidas para la reducción del riesgo de desastres. 

De igual forma, la Asamblea General alentó a los Estados Miembros a que, cuando atiendan las necesidades de los desplazados internos, consideren el Marco de Soluciones Duraderas para los Desplazados Internos, las Guías Operativas sobre Derechos Humanos y Desastres Naturales, preparados por el Representante del Secretario General de las Naciones Unidas sobre los Derechos Humanos de los Desplazados Internos, así como el manual para legisladores y actores políticos “Protección de las personas internamente desplazadas”, presentado en el marco de la Conferencia de Alto Nivel “Diez años de los principios rectores el sobre desplazamiento interno: logros y retos futuros” y el Marco de Acción de Hyogo 2005-2015; alentó a los Estados y las autoridades competentes a buscar, de ser necesario, formas de protección y asistencia nuevas y apropiadas para las personas desplazadas que se adecuen según los requerimientos diferenciados de los residentes en centros urbanos, zonas rurales o aquellas ubicadas en campamentos e instó a los Estados a atender de manera eficaz las necesidades de las personas internamente desplazadas en casos de desastres naturales, incluyendo aquellas relacionadas con reducción y mitigación de riesgo, a través de sus esfuerzos nacionales y de la cooperación internacional; hizo un llamado a los organismos de las Naciones Unidas y del sistema interamericano pertinentes, a otras organizaciones humanitarias y a la comunidad internacional, para que brinden el apoyo y asistencia que los Estados soliciten, con el fin de atender las distintas causas que dan origen al desplazamiento interno, así como a las personas afectadas por el mismo en todas sus etapas, tomando en consideración los Principios Rectores sobre el Fortalecimiento de la Coordinación de la Asistencia Humanitaria de Emergencia y, encomendó al Consejo Permanente que dé el seguimiento que considere apropiado a los mandatos de esta presente resolución. 

34. Defensoras y defensores de derechos humanos: Apoyo a las tareas que desarrollan las personas, grupos y organizaciones de la sociedad civil para la promoción y protección de los derechos humanos en las Américas 

La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2579 (XL-O/10) reiteró su respaldo a la tarea que desarrollan, en el plano nacional y regional, las defensoras y defensores de derechos humanos, y reconocer su valiosa contribución en la promoción, respeto y protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en el Hemisferio y reconoció que las mujeres defensoras de los derechos humanos, en virtud de sus actuaciones y necesidades específicas de su género, merecen atención especial que permita asegurar su plena protección y la eficacia de las importantes actividades que realizan; condenó los actos que tengan como intención impedir o dificultar, sea de manera directa o indirecta, las tareas que desarrollan las defensoras y defensores de los derechos humanos en las Américas y alentó a las defensoras y defensores de los derechos humanos a continuar trabajando desinteresadamente y contribuir al perfeccionamiento de los sistemas nacionales de derechos humanos y al fortalecimiento de la democracia en observancia de los principios contenidos en la Declaración de las Naciones Unidas sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos. 
De igual manera, la Asamblea General alentó a los Estados Miembros a que continúen o emprendan, según sea el caso, actividades de educación y divulgación dirigidas a los funcionarios del Estado, a la sociedad en general y a los medios de comunicación públicos y privados, para concienciarlos acerca de la importancia y validez del trabajo de las defensoras y defensores de los derechos humanos y de sus organizaciones; exhortó a los Estados Miembros a que continúen intensificando los esfuerzos para adoptar las medidas necesarias para garantizar la vida, la libertad y la integridad personal de las defensoras y defensores de los derechos humanos y sus familiares, incluyendo mecanismos de protección urgentes y efectivos frente a situaciones de amenaza o riesgo inminente, y a que, en todos los casos de violaciones contra las defensoras y defensores de los derechos humanos, se realicen investigaciones y procesamientos completos e imparciales y a que se apliquen las sanciones correspondientes; instó a los Estados a que, en el marco de sus ordenamientos jurídicos internos y consistente con sus obligaciones internacionales, adopten las medidas necesarias para que no queden impunes los ataques, amenazas y actos de intimidación, incluidos los actos de violencia sexista, contra los defensores de los derechos humanos y sus familiares, asegurando que las denuncias sean investigadas y tramitadas de manera expedita, transparente, independiente y responsable. 

La Asamblea General solicitó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que: siga prestando la adecuada atención a esta materia; continúe intensificando el diálogo y cooperación con la Relatoría Especial sobre la situación de los defensores de derechos humanos de la Organización de las Naciones Unidas; y incluya en su informe anual una sección sobre la labor de su Unidad de Defensores de Derechos Humanos; alentó a los Estados Miembros a asegurar que la legislación nacional aplicable, incluyendo el registro cuando sea aplicable conforme al orden jurídico interno, relativa a las defensoras y defensores de los derechos humanos y a sus organizaciones, permita que su trabajo sea efectuado en un ambiente político libre, transparente y abierto, y en forma congruente con el derecho internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario aplicables; invitó a los Estados Miembros a que promuevan la difusión y aplicación de los instrumentos convencionales y no convencionales del sistema interamericano y las decisiones de sus órganos en materia de derechos humanos, así como de la Declaración de las Naciones Unidas sobre el derecho y el deber de los individuos, los grupos y las instituciones de promover y proteger los derechos humanos y las libertades fundamentales universalmente reconocidos; invitó a los Estados Miembros a que consideren la elaboración e implementación de planes nacionales que pongan en práctica los principios contenidos en la Declaración de las Naciones Unidas mencionada en el párrafo anterior, para cuyo objetivo también podrán recurrir al asesoramiento de la CIDH; invitó a los Estados Miembros a informar a la CIDH sobre las medidas adoptadas para dar seguimiento a las recomendaciones contenidas en el “Informe sobre la situación de las defensoras y defensores de los derechos humanos en las Américas”.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 

35. La protección de los derechos humanos y libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo 

La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2580 (XL-O/10) reafirmó que la lucha contra el terrorismo debe realizarse con el pleno respeto de la ley, incluyendo el cumplimiento del debido proceso, y de los derechos humanos, que abarcan los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales, así como a las instituciones democráticas para preservar el Estado de derecho, las libertades y los valores democráticos en el Hemisferio, reafirmó también que todos los Estados Miembros tienen el deber de garantizar que todas las medidas adoptadas en la lucha contra el terrorismo se ajusten a sus obligaciones, de conformidad con el derecho internacional, en particular, el derecho internacional de los derechos humanos, el derecho internacional de los refugiados y el derecho internacional humanitario; instó a los Estados que, en su lucha contra el terrorismo, cumplan plenamente sus obligaciones en contra de tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, en particular, la absoluta prohibición de la tortura.
La Asamblea General exhortó a los Estados a que se cercioren de que sus leyes por las que se penalizan la conducta o las actividades terroristas sean accesibles, están formuladas con precisión, no sean discriminatorias ni tengan carácter retroactivo y se ajusten al derecho internacional aplicable, incluidas las normas de derechos humanos, el derecho internacional humanitario y el derecho internacional de los refugiados; también exhortó a los Estados a que no recurran a perfiles basados en estereotipos fundados en motivos de discriminación prohibidos por el derecho internacional, por ejemplo, discriminación por motivos raciales, étnicos y religiosos e insto a los Estados a que respeten plenamente la obligación de no devolución que les incumbe en virtud del derecho internacional de los refugiados y las normas internacionales de derechos humanos y, al mismo tiempo, a que examinen, respetando plenamente esa obligación y otras salvaguardias legales, la validez de la decisión tomada sobre la condición de refugiado de una persona si se obtienen pruebas pertinentes y fidedignas que indiquen que la persona en cuestión ha cometido actos delictivos, incluidos actos terroristas, a los que sean aplicables las cláusulas de exclusión previstas en el derecho internacional de los refugiados.

Instó a los Estados a respetar las salvaguardas relativas a la libertad, seguridad, integridad y dignidad de las personas y a tratar a los detenidos en todos los lugares de detención de conformidad con el derecho internacional aplicable, incluidas las normas de derechos humanos y el derecho internacional humanitario; invitó a todos los Estados Miembros a que, con el fin de cumplir con los compromisos adoptados en esta resolución, consideren firmar y ratificar, a la brevedad posible, la Convención Interamericana contra el Terrorismo y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, según sea el caso, y a los Estados Parte que adopten las medidas que sean pertinentes a fin de implementar las disposiciones de estos tratados; instó a los órganos, organismos y entidades competentes de la Organización de los Estados Americanos, de conformidad con sus mandatos a prestar, cuando se les solicite, asistencia técnica para consolidar la capacidad de los Estados Miembros de elaborar y aplicar programas de asistencia y apoyo a las víctimas del terrorismo con arreglo a sus leyes nacionales; solicitó a los Estados Miembros a que promuevan y apliquen en todos los niveles la Estrategia Mundial de las Naciones Unidas contra el Terrorismo y su Plan de Acción para avanzar en el objetivo común de erradicar el flagelo del terrorismo internacional, teniendo en cuenta que uno de sus pilares es asegurar el respeto de los derechos humanos en la lucha contra el terrorismo.

La Asamblea General reiteró a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que continúe promoviendo el respeto y la defensa de los derechos humanos y facilitando los esfuerzos de los Estados Miembros para cumplir debidamente con sus compromisos internacionales en materia de derechos humanos cuando desarrollen y ejecuten medidas contra el terrorismo, incluyendo los derechos de las personas que podrían estar en desventaja, en situación de discriminación y de vulnerabilidad como resultado de la violencia terrorista o iniciativas antiterroristas, y que informe al Consejo Permanente sobre la conveniencia de realizar un estudio de seguimiento; reiteró al Consejo Permanente que con base en las “Recomendaciones para la protección de los derechos humanos por parte de los Estados Miembros de la OEA en la lucha contra el terrorismo” formuladas por la CIDH y los resultados de las consultas con el Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) y los Estados Miembros, considere la preparación de un proyecto de términos de referencia comunes para la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo, que compile los estándares internacionales vigentes, con fundamento en el derecho internacional aplicable, así como las mejores prácticas, para la consideración de la Asamblea General.

Insistió en la importancia de intensificar el diálogo entre el CICTE, la CIDH y otras áreas pertinentes de la Organización, con miras a mejorar y fortalecer su colaboración permanente en el tema de la protección de los derechos humanos y las libertades fundamentales en la lucha contra el terrorismo; instó a los Estados Miembros a que, en el marco de sus obligaciones, respeten los derechos humanos de todas las personas privadas de libertad en los centros de detención de control efectivo, de manera particular la observancia del debido proceso, garantizando que ninguna forma de privación de la libertad coloque a la persona detenida fuera de la protección de la ley; reafirmó que, en la lucha contra el terrorismo, es imprescindible que todos los Estados respeten y protejan la dignidad de las personas y sus libertades fundamentales, así como las prácticas democráticas y el Estado de derecho.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 

36. Estudio sobre los derechos y la atención de las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión 

Mediante la resolución AG/RES. 2592 (XL-O/10) ) la Asamblea General instó a los Estados Miembros a que cumplan, en cualquier circunstancia, todas las obligaciones internacionales aplicables de respetar los derechos humanos de las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión, incluyendo los derechos establecidos en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, así como aquellos establecidos en todos los otros instrumentos de derechos humanos de los cuales son parte; encomendó al Consejo Permanente que continúe estudiando el tema relativo a los derechos y la atención de las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión, en colaboración con los órganos y entidades competentes del sistema interamericano, y convocó a la Tercera Reunión de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA con el fin de continuar intercambiando información y experiencias así como fortaleciendo la cooperación mutua entre ellas, teniendo en cuenta las conclusiones y recomendaciones de la Segunda Reunión de Autoridades Responsables de las Políticas Penitenciarias y Carcelarias de los Estados Miembros de la OEA (GAPECA/doc.8/08 rev. 2, párrafo 2.L.ii.) y las recomendaciones de la Octava Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA-VIII/doc.4/10 rev. 1, párrafo VI.2.). 

De igual manera, solicitó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) que, a través de su Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, continúe informando sobre la situación en la que se encuentran las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión en el Hemisferio y que, tomando como base su trabajo sobre el tema, siga refiriéndose a los problemas y buenas prácticas que observe; felicitó y reconoció a los Estados Miembros que han invitado al Relator sobre Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas de la CIDH a visitar sus países, incluyendo sus centros de detención, y alentó a todos los Estados Miembros a que faciliten dichas visitas; también reconoció la importante labor que lleva a cabo el Comité Internacional de la Cruz Roja, en el ámbito de su competencia, con el fin de contribuir a que las personas que han sido privadas de su libertad en centros de detención o reclusión reciban un trato humano y se hizo un llamamiento a los Estados Miembros para que consideren destinar mayores recursos a la CIDH, a fin de que apoye el cumplimiento eficaz del mandato de la Relatoría sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas.

La Asamblea General reiteró el mandato para que el Consejo Permanente, sobre la base de los resultados de los debates y estudios efectuados, entre otros los aportes de la CIDH, incluido el documento Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las Américas, los trabajos del Relator sobre los Derechos de las Personas Privadas de Libertad en las Américas de la CIDH y los resultados de la Segunda Reunión del Grupo de Trabajo en Políticas Penitenciarias y Carcelarias, celebrada por decisión de la REMJA-VII, considere la posibilidad de preparar una declaración interamericana sobre los derechos, deberes y la atención a las personas sometidas a cualquier forma de detención y reclusión, con miras a fortalecer las normas internacionales ya existentes en la materia, así como la factibilidad de elaborar un manual hemisférico sobre derechos penitenciarios, tomando como base las reglas mínimas de las Naciones Unidas para el tratamiento de los reclusos y que mantenga informados a los Estados Miembros sobre los avances.

Solicitó al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la presente resolución. 


37. Los derechos humanos de todos los trabajadores migratorios y de sus familias  


La resolución AG/RES. 2593 (XL-O/10) de la Asamblea General exhortó a los Estados a promover y proteger de manera efectiva los derechos humanos y libertades fundamentales de todos los trabajadores migratorios y sus familias, particularmente las mujeres y los niños, sin importar su estatus migratorio, de conformidad con el derecho internacional de los derechos humanos; expresó su preocupación por la legislación y las medidas adoptadas por algunos Estados que pueden restringir los derechos humanos y las libertades fundamentales de las personas migrantes, y reafirmó que los Estados, al ejercer su derecho soberano de promulgar y aplicar medidas relativas a la migración y la seguridad de sus fronteras, deben cumplir las obligaciones que les incumben en virtud del derecho internacional, incluidas las normas internacionales de derechos humanos, a fin de que se respeten plenamente los derechos humanos de las personas migrantes; condenó enérgicamente las manifestaciones o actos de racismo, discriminación racial, xenofobia y formas conexas de intolerancia contra las personas migrantes, entre otras, aquellas, relacionadas con el acceso al empleo, la formación profesional, la vivienda, la instrucción, los servicios de atención de la salud, los servicios sociales y los servicios destinados al uso público, e instar a los Estados a que apliquen y refuercen las leyes y políticas vigentes para atender estas situaciones, en particular para evitar la impunidad de quienes cometen actos de racismo o xenofobia; exhortó a los Estados Miembros a evitar la adopción de leyes que injustamente discriminen a los migrantes y alentó a los Estados a que continúen esforzándose en el cumplimiento de sus obligaciones internacionales relacionadas con el tratamiento a los migrantes; reiteró categóricamente que ningún Estado debe tratar como un delito en sí mismo el estatus migratorio de una persona, ni dar pie, por ese sólo hecho, a la adopción de medidas de carácter penal o de efecto equivalente; pidió a todos los Estados que, de conformidad con la legislación nacional e instrumentos jurídicos internacionales aplicables de los que son parte, hagan cumplir de manera efectiva la legislación laboral y actúen cuando se infrinja dicha legislación con respecto a las relaciones laborales y condiciones de trabajo de los trabajadores migratorios, entre otras, las relativas a la remuneración y las condiciones de higiene y seguridad en el trabajo y al derecho a la libertad de asociación; alentó a los Estados a facilitar la transferencia segura, rápida y sin restricciones de las remesas, ganancias, bienes y pensiones de las personas migrantes a sus países de origen o cualquier otro país, de conformidad con la legislación aplicable, teniendo en cuenta que se trata de fondos propios de los migrantes, y a que consideren, cuando proceda, medidas para resolver otras dificultades que puedan obstaculizar dichas transferencias; reafirmó que la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre asegura que toda persona puede recurrir a los tribunales para hacer valer sus derechos; asimismo debe disponer de un procedimiento sencillo y breve por el cual la justicia lo ampare contra actos de la autoridad que violen, en perjuicio suyo, alguno de los derechos fundamentales consagrados constitucionalmente.

Mediante la misma resolución la Asamblea General acogió con beneplácito los programas de inmigración adoptados por algunos países, que permiten a las personas migrantes integrarse plenamente a los países de acogida, facilitan la reunificación familiar y promueven un ambiente de armonía, tolerancia y respeto, y alentó a los Estados a que consideren la posibilidad de adoptar este tipo de programas; pidió a todos los Estados, las organizaciones internacionales y otras partes interesadas que, en sus políticas e iniciativas sobre cuestiones relacionadas con la migración, tengan en cuenta el carácter mundial del fenómeno de las migraciones y presten la debida consideración a la cooperación internacional, regional y bilateral en este ámbito, mediante la organización de diálogos sobre la migración en los que participen los países de origen, tránsito y destino y la sociedad civil, incluidas las personas migrantes, con miras a tratar exhaustivamente, entre otras cosas, sus causas y consecuencias y el problema de los migrantes indocumentados o irregulares, dando prioridad a la protección de los derechos humanos de los migrantes. Dichos diálogos deberán incluir el intercambio de experiencias positivas y buenas prácticas en los procesos de regularización de las personas migrantes en los países de acogido; reafirmó categóricamente el deber de los Estados Parte en la Convención de Viena sobre Relaciones Consulares, de 1963, de cumplir con dicha Convención, incluida la obligación de los Estados Parte en cuyo territorio ocurre la detención de nacionales extranjeros de informar a éstos sobre su derecho a comunicarse con sus oficiales consulares y, en ese sentido, llamar a la atención de los Estados sobre la Opinión Consultiva OC-16/99 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, así como de la jurisprudencia de otros tribunales internacionales en la materia; llamó a la atención de los Estados la Opinión Consultiva OC-18/03, emitida por la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual sostiene que “la calidad migratoria de una persona no puede constituir una justificación para privarla del goce y ejercicio de sus derechos humanos, incluyendo los de carácter laboral”.

Alentó a los Estados Miembros a que consideren la adopción de programas para lograr la integración de las personas migrantes en sus sociedades, con el objeto de promover un ambiente de armonía, tolerancia y respeto; alentó el diálogo constructivo y la cooperación entre los Estados Miembros para perfeccionar sus políticas y prácticas migratorias, con miras a contemplar la protección adecuada de todas las personas migrantes, incluyendo los trabajadores migratorios y sus familias, así como para promover procesos migratorios de acuerdo con el orden jurídico interno de cada Estado y el derecho internacional aplicable; instó a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación, ratificación o adhesión, según sea el caso, de los instrumentos del sistema interamericano de derechos humanos, y a que tomen las medidas necesarias para garantizar los derechos humanos de todos los migrantes, incluidos los trabajadores migratorios y sus familias; y, exhortó a los Estados Miembros a que consideren la firma y ratificación de la Convención Internacional sobre la Protección de los Derechos de Todos los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares.

Encomendó al Consejo Permanente que continúe apoyando los trabajos de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) sobre esta materia y que tenga en cuenta los esfuerzos de otros organismos internacionales en favor de los trabajadores migratorios y de sus familias, con miras a contribuir a mejorar su situación en el Hemisferio y, en particular, en lo que fuere apropiado, los esfuerzos de la Relatoría Especial sobre los Derechos Humanos de los Migrantes de la Comisión de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, así como los de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM); alentó a los Estados Miembros a que colaboren en los procesos de intercambio de información y experiencias, en el marco de la Conferencia Regional sobre Migración, la Conferencia Sudamericana sobre Migraciones, el Foro Especializado Migratorio del MERCOSUR, el Foro Andino de Migraciones y la Comisión Especial de Asuntos Migratorios (CEAM) de la Organización de los Estados Americanos (OEA), con el objeto de vincular y acercar posiciones en materia de migración.
Encomendó al Secretario General que lleve a cabo una actualización del Plan de Trabajo del Programa Interamericano para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias (CP/CAJP-2456/07), a fin de que la distribución de las actividades sea acorde con la nueva estructura de la Organización, y que presente esa actualización a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP); solicitó a los órganos, organismos y entidades de la OEA que informen a la CAJP, en el último trimestre de 2010, sobre la implementación de las actividades asignadas por el Programa Interamericano, mediante un cuadro comparativo de tareas asignadas, avances logrados y fechas previstas para el logro de las tareas pendientes; y dispuso la reglamentación del fondo del Programa Interamericano para la Promoción y la Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes, incluyendo a los Trabajadores Migratorios y sus Familias, a efecto de permitir su efectivo funcionamiento, y solicitar al Consejo Permanente que considere y apruebe un reglamento para ello a propuesta de la Secretaría General. 

La Asamblea General solicitó a la Secretaría General que considere la transversalidad y prioridad de los derechos humanos de los migrantes para una labor coordinada de todos los órganos, organismos y entidades pertinentes de la OEA, así como solicitar a los Estados que los trabajos se complementen con aquellos que se realizan en la CEAM; encomendó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que: considere la conveniencia de participar en proyectos conjuntos de cooperación en la materia desarrollados por la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI); proporcione a su Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias los medios necesarios y adecuados para el desempeño de sus funciones, de conformidad con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos; y presente al Consejo Permanente informes sobre la situación de los derechos de los trabajadores migratorios y de sus familias antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General.
Invitó a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, órganos, organismos y entidades del sistema interamericano y otras fuentes a que contribuyan al Fondo Voluntario de la Relatoría sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias de la CIDH e instó a los Estados Miembros a que consideren la posibilidad de invitar al Relator sobre Trabajadores Migratorios y Miembros de sus Familias a que visite sus países, a fin de que pueda desempeñar con eficacia su mandato.

La Secretaría General deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la esta resolución.
38. El derecho a la verdad 


La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2595 (XL-O/10) reconoció la importancia de respetar y garantizar el derecho a la verdad para contribuir a acabar con la impunidad y promover y proteger los derechos humanos y acogió con satisfacción la creación en varios Estados de mecanismos judiciales específicos, y respetó sus decisiones; así como la creación de otros mecanismos extrajudiciales o ad hoc, como las comisiones de la verdad y la reconciliación, que complementan el sistema judicial para contribuir en la investigación de las violaciones de los derechos humanos y las del derecho internacional humanitario, y valorar la preparación y publicación de los informes.

Asimismo, alentó a los Estados interesados a difundir y aplicar las recomendaciones formuladas por mecanismos nacionales extrajudiciales o ad hoc como las comisiones de la verdad y reconciliación, y a vigilar su implementación en el ámbito interno, así como a informar sobre la observancia de las decisiones de los mecanismos judiciales y a otros Estados a que estudien la posibilidad de crear mecanismos judiciales específicos y, según proceda, comisiones de la verdad u otras de similar naturaleza, que complementen el sistema judicial para contribuir a investigar y castigar las violaciones manifiestas de los derechos humanos y las violaciones graves del derecho internacional humanitario.


La Asamblea General alentó a los Estados y a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH), dentro del ámbito de su competencia, a que presten a los Estados que así lo soliciten la asistencia necesaria y adecuada sobre el derecho a la verdad, a través de, entre otras acciones, la cooperación técnica y el intercambio de información relativas a medidas administrativas, legislativas y judiciales nacionales aplicadas, así como de experiencias y mejores prácticas que tienen por objeto la protección, promoción y aplicación de este derecho e instó los Estados que aún no la han hecho a que consideren la firma y ratificación de la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas; reiteró su solicitud a la CIDH para que siga trabajando en la elaboración de un informe, para su presentación al Consejo Permanente, antes del cuadragésimo primer período de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos, sobre el desarrollo del derecho a la verdad en el Hemisferio, que incluya los mecanismos y experiencias nacionales en este tema, como buenas prácticas para garantizar el efectivo cumplimiento del derecho a la verdad. Ello con vistas a que el Consejo organice una sesión especial en el segundo semestre de 2011 sobre el derecho a la verdad con el fin de discutir el informe de la CIDH y de intercambiar experiencias nacionales.

Alentó a todos los Estados a tomar medidas pertinentes para establecer mecanismos o instituciones que divulguen la información sobre violaciones de los derechos humanos, y aseguren el acceso adecuado de los ciudadanos a esta información, con el fin de promover el ejercicio del derecho a la verdad y la prevención de futuras violaciones de los derechos humanos, así como para lograr la determinación de responsabilidades en esta materia.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución.

39. Las personas desaparecidas y la asistencia a sus familias
La Asamblea General, mediante la resolución AG/RES. 2594 (XL-O/10) instó a todas las partes en un conflicto armado y a los actores en otras situaciones de violencia armada a prevenir la desaparición de personas, de conformidad con el derecho internacional aplicable; exhortó a los Estados Miembros a que continúen avanzando en la prevención de las desapariciones forzadas de personas, considerando, según corresponda, la adopción de leyes, reglamentos o instrucciones que obliguen al establecimiento de registros oficiales en los cuales se lleve el control de todas las personas que hayan sido objeto de detención para, entre otras razones, permitir, según corresponda, a sus familiares, a otras personas interesadas, así como al poder judicial o a organismos que tengan un mandato reconocido para la protección de las personas privadas de libertad, tomar conocimiento, en un período corto, de cualquier detención que haya ocurrido; todo lo anterior, sin menoscabo de la adecuada comunicación de las personas privadas de libertad con sus familiares.

La Asamblea General alentó a los Estados Miembros a que continúen sus esfuerzos para asegurar que todas las personas, especialmente aquellas que se encuentren en situación de particular vulnerabilidad a raíz de un conflicto armado o una situación de violencia interna, reciban un documento público de identidad y que intensifiquen sus esfuerzos para esclarecer la suerte que han corrido las personas desaparecidas, incluyendo su paradero y, de haber perecido, las circunstancias de su muerte y su lugar de entierro, y a que entreguen los restos mortales a sus familiares y, para tal fin, garanticen mecanismos que permitan a las autoridades y a todos los actores involucrados cooperar entre sí, coordinadamente, y ser complementarios. 

Instó a los Estados Miembros a que mantengan, de conformidad con su organización jurídica y administrativa, registros completos de nacimientos y defunciones, así como también a que establezcan registros que recopilen y centralicen la información sobre personas dadas por desaparecidas; exhortó a los Estados Miembros a que aseguren que los casos de desaparición sean investigados de manera imparcial ante las instancias competentes de conformidad con las obligaciones internacionales y la legislación interna y que se involucre de manera sistemática, en los esfuerzos para esclarecer lo ocurrido, a los familiares de las personas dadas por desaparecidas; alentó a los Estados Miembros a que atiendan, de manera integral y cuando corresponda, como parte de sus políticas públicas, las necesidades psicológicas, sociales, legales y materiales de los familiares de las personas dadas por desaparecidas a través de medidas que incluyan, según corresponda, el suministro de información periódica a los familiares sobre los esfuerzos para esclarecer la suerte que han corrido las personas desaparecidas y sobre su paradero. 

De igual forma, alentó a los Estados Miembros a que consideren adoptar, según sea el caso, legislación nacional en relación con la situación jurídica de las personas desaparecidas, así como respecto de sus derechos y obligaciones legales y la incertidumbre y las dificultades encaradas por la familia, a fin de proveer un marco legal y recursos apropiados para tratar con los asuntos prácticos cotidianos, tomando en cuenta las necesidades específicas e intereses particulares de las mujeres cabeza de familia y los niños, inclusive en lo que atañe a las consecuencias de la desaparición en la administración de bienes, la tutela, la patria potestad y el estado civil, así como la elaboración de programas de reparación adecuada; e insto a los Estados Miembros a que se traten los restos humanos con el debido respeto y de acuerdo con las prácticas y normas nacionales e internacionales, las normas jurídicas y éticas aplicables a la recolección, exhumación y gestión de los restos no identificados, con el fin de reunir toda la información necesaria para identificarlos y esclarecer los hechos que generaron esta situación.

Asimismo, alentó a los Estados Miembros a tomar las medidas adecuadas para garantizar que la recolección, exhumación, gestión y otros procedimientos relacionados con restos humanos sean realizados por expertos o peritos forenses, respetándose, si fuere el caso, las prácticas tradicionales; exhortó a los Estados Miembros a que garanticen que los restos humanos plenamente identificados puedan ser entregados a los familiares y que se expidan las respectivas partidas de defunción.

Se instó a los Estados Miembros a que investiguen los casos de presuntas violaciones de las normas que protegen a las personas de la desaparición contenidas en el derecho internacional de los derechos humanos, o el derecho internacional humanitario en situaciones de conflicto armado y otras situaciones de violencia armada, en sus respectivas esferas de aplicación, y enjuicien y castiguen a los responsables de tales violaciones, tomando en consideración la jurisprudencia internacional y nacional aplicable en la materia y solicito a los Estados Miembros a que adopten las medidas legislativas o administrativas necesarias para prevenir y castigar la privación arbitraria de libertad.

La Asamblea General, instó a los Estados Miembros a que adopten las medidas legislativas o administrativas necesarias para impedir la denegación sistemática y deliberada del intercambio de información entre familiares; la obstaculización del suministro de información sobre las personas desaparecidas, en particular, en el marco de los procesos de identificación; la retención ilícita de información accesible sobre el hecho de una muerte o sobre su causa, las razones o circunstancias del fallecimiento de una persona; la destrucción de pruebas susceptibles de esclarecer la suerte que ha corrido una persona dada por desaparecida, y la expoliación, profanación o mutilación de los muertos; insto a los Estados Miembros a que, de conformidad con los instrumentos, normas y estándares internacionales aplicables en la materia, garanticen la adecuada protección de los datos personales recopilados en relación con personas desaparecidas de acuerdo con la ley.

Exhortó a los Estados Miembros a que cooperen entre sí para abordar los diferentes aspectos del problema de las personas desaparecidas, tales como el apoyo a los familiares, la búsqueda de personas desaparecidas, la recolección, exhumación e identificación de restos mortales y la asistencia mutua en procedimientos penales, incluyendo el intercambio de información y de experiencias sobre la aplicación de legislación relativa a estas materias; alentó a los Estados Miembros a respaldar el trabajo de sus respectivas comisiones de búsqueda de personas desaparecidas, de sus comisiones nacionales de derecho internacional humanitario, cuando corresponda, así como a solicitar el apoyo de las organizaciones internacionales y de la sociedad civil que trabajen sobre la materia, con miras a favorecer un tratamiento comprensivo y coordinado del problema de la desaparición de personas. 

Se invitó a los Estados Miembros a que sigan cooperando con el Comité Internacional de la Cruz Roja, una reconocida institución humanitaria, neutral e independiente, en sus diferentes ámbitos de responsabilidad, y facilitando su trabajo y acogiendo recomendaciones técnicas con miras a consolidar las medidas adoptadas por los Estados en el proceso de búsqueda de las personas desaparecidas; exhortó a  los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren firmar y ratificar, adherir e implementar en su ordenamiento interno, según sea el caso, la Convención Interamericana sobre la Desaparición Forzada de Personas y la Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas; instó  a los Estados, en cuanto sea aplicable, a que traten de implementar los mandatos de la presente resolución de manera permanente; y, encomendó al Consejo Permanente que dé seguimiento a la esta resolución. 

40. Derechos humanos, orientación sexual e identidad de género 

La resolución AG/RES. 2600 (XL-O/10)de la Asamblea General condenó los actos de violencia y las violaciones de derechos humanos contra personas a causa de su orientación sexual e identidad de género e instó a los Estados a investigar los mismos y asegurar que los responsables enfrenten las consecuencias ante la justicia; alentó a los Estados a que tomen todas las medidas necesarias para asegurar que no se cometan actos de violencia u otras violaciones de derechos humanos contra personas a causa de su orientación sexual e identidad de género y asegurando el acceso a la justicia de las víctimas en condiciones de igualdad; alentó a los Estados Miembros a que consideren medios para combatir la discriminación contra personas a causa de su orientación sexual e identidad de género;  e instó a los Estados a asegurar una protección adecuada de los defensores de derechos humanos que trabajan en temas relacionados con los actos de violencia, discriminación  y violaciones de los derechos humanos perpetrados contra individuos a causa de su orientación sexual e identidad de género.

La misma resolución solicita a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos que siga prestando la adecuada atención al tema y que considere la posibilidad de realizar un estudio temático a nivel hemisférico sobre el mismo; encargó  a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) que incluya en su agenda, antes del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, el tema “Derechos humanos, orientación sexual e identidad de género”.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución.

41. Fortalecimiento de los sistemas nacionales de derechos humanos de los estados miembros y apoyo a la labor de los defensores del pueblo, defensores de los habitantes, procuradores o comisionados de derechos humanos (Ombudsmen) 

Mediante su resolución AG/RES. 2411 (XXXVIII-O/08), la Asamblea General resolvió reafirmar la importancia fundamental que los sistemas nacionales de derechos humanos tienen para la promoción y protección de los derechos humanos, en el fortalecimiento del estado de derecho y de justicia social para la consolidación de la democracia.; reiteró su respaldo al trabajo que, con independencia política, administrativa y financiera, desarrollan los Ombudsmen o Defensores del Pueblo, Defensores de los Habitantes, Procuradores o Comisionados de Derechos Humanos de los países del Hemisferio en la promoción y la protección de los derechos humanos; y, recomendó a los Estados Miembros que aún no cuenten con las instituciones objeto de esta resolución, que consideren la posibilidad de crearlas y ponerlas en funcionamiento dentro del marco de sus ordenamientos jurídicos.

De igual manera, la 38 Asamblea General de la OEA alentó a los gobiernos y a los órganos del sistema interamericano a promover la creación de espacios de diálogo entre las instituciones objeto de esta resolución y los órganos pertinentes del sistema interamericano, a efectos de fortalecer su contribución al orden democrático del Hemisferio; renovó el respaldo de la Organización de los Estados Americanos (OEA) por el trabajo que efectúan la Asociación de Defensores del Pueblo del Caribe, la Red de Instituciones Nacionales de Derechos Humanos de las Américas, el Consejo Andino de Defensores del Pueblo, el Consejo Centroamericano de Procuradores de los Derechos Humanos y la Federación Iberoamericana de Ombudsmen; y reiteró a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos del Consejo Permanente que considere invitar a las instituciones objeto de esta resolución a participar en el diálogo a efectuarse entre los Estados Miembros sobre los temas de derechos humanos, sobre la base de la necesidad de su presencia. 

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución.

42. Fortalecimiento del papel que desempeñan las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos en la Organización de los Estados Americanos 
Mediante su resolución AG/RES. 2448 (XXXIX-O/09), la Asamblea General de la OEA reconoció a las instituciones nacionales de promoción y protección de los derechos humanos (INDH) que son miembros de la Red de Instituciones Nacionales de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Américas (Red de las Américas) acreditados por el Comité Internacional de Coordinación de Instituciones Nacionales para la Promoción y Protección de los Derechos Humanos (CIC) con la clase “A”, de conformidad con los Principios de París para los fines de esta resolución.

Mediante la citada resolución, la Asamblea General adoptór las siguientes modalidades administrativas y de procedimiento para permitir la participación de las INDH, mencionadas en el párrafo resolutivo 1, en las actividades de los órganos políticos de la Organización de los Estados Americanos (OEA) involucrados en asuntos de derechos humanos: dos veces al año, la Secretaría de la Red de las Américas proporcionará un punto de contacto específico de la Secretaría General de la OEA una lista actualizada de las INDH acreditadas por el CIC con la clase “A”; a) los representantes de las INDH acreditadas por el CIC de la Secretaría de la Red de las Américas o del Presidente del CIC que deseen participar en reuniones de la OEA relacionadas con los derechos humanos informarán de ello por adelantado a la Secretaría General de la OEA, y proporcionarán el nombre y cargo de la persona que los representará; b) la Secretaría General de la OEA registrará a los representantes de las INDH acreditadas por el CIC que lo soliciten y les proporcionará toda la documentación necesaria para que puedan participar; c)se asignará un asiento exclusivamente destinado a las INDH en las salas correspondientes para permitir a sus representantes registrados participar en las reuniones; d) los representantes registrados podrán intervenir, después de los Estados Miembros, dentro de sus mandatos, sobre las cuestiones relacionadas con los derechos humanos que figuren en el temario; e) los representantes registrados participarán por derecho propio en reuniones de la OEA, respetando los reglamentos de funcionamiento del órgano relevante, con el fin de proporcionar asesoría experta e información especializada sobre temas de su esfera particular de competencia o interés; f) el Presidente del órgano relevante autorizará a los representantes registrados de las INDH a publicar documentos con su propio número dentro del sistema de clasificación de la OEA y presentar información y documentación sobre cuestiones relacionadas con los derechos humanos que figuren en el temario de la OEA.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer  período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución.

43. Protocolo de San Salvador: Composición y funcionamiento del Grupo de Trabajo para Analizar los Informes Periódicos de los Estados Parte 

Mediante la resolución AG/RES. 2582 (XL-O/10) la Asamblea General expresó su satisfacción por la puesta en marcha del Grupo de Trabajo para Analizar los Informes Periódicos de los Estados Parte del Protocolo de San Salvador a través de la integración de todos sus miembros titulares; y dio al Grupo de Trabajo para Analizar los Informes Periódicos de los Estados Parte del Protocolo de San Salvador el mandato de elaborar indicadores de progreso a ser empleados por cada agrupamiento de derechos protegidos sobre los que deba presentarse un informe, tomando como base el documento “Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales” (CP/doc.4250/07 corr. 1) y de conformidad con las “Normas para la confección de los informes periódicos previstos en el artículo 19 del Protocolo de San Salvador” aprobadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2074 (XXXV-O/05). Dichos indicadores, aplicables a los Estados Parte, deberán ser sometidos a consideración y aprobación de la Asamblea General a través de las instancias correspondientes; solicitó a la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos  que las observaciones presentadas por los Estados antes del 15 de septiembre de 2010 sobre el documento “Lineamientos para la elaboración de indicadores de progreso en materia de derechos económicos, sociales y culturales" (CP/doc.4250/07 corr. 1)  sean remitidas al Grupo de Trabajo para ser consideradas en la elaboración de los indicadores de progreso.

La Asamblea General reiteró que, para que comiencen a correr los plazos contemplados en la resolución AG/RES. 2074 (XXXV-O/05) para la presentación de los informes nacionales de avance que deben presentar los Estados Parte del Protocolo de San Salvador, deben ser aprobados los indicadores de progreso; delegó nuevamente al Consejo Permanente la elección del experto gubernamental suplente, y facultó asimismo al Secretario General para que designe al experto independiente suplente en la misma oportunidad; exhortó, además, a los Estados Miembros a que consideren firmar y ratificar, ratificar o adherir, según sea el caso, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”;invitó a todos los Estados Parte del Protocolo de San Salvador, a los Estados Miembros y Observadores Permanentes ante la Organización de los Estados Americanos, así como a personas o entidades públicas o privadas, nacionales o internacionales, tal como se define en el artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y otras disposiciones y reglamentos de la Organización, a contribuir al Fondo Específico para el Grupo de Trabajo Encargado de Analizar los Informes Periódicos de los Estados Parte del Protocolo de San Salvador.

El Consejo Permanente deberá informa a la Asamblea General en su cuadragésimo primer  período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 

44. La educación en derechos humanos en la educación formal en las Américas 

La resolución de la Asamblea General AG/RES. 2604 (XL-O/10) reconoció los avances, acciones y políticas que vienen implementando gradualmente los Estados Miembros en materia de educación en derechos humanos para los niños, niñas y jóvenes que cursan la educación formal, según se desprende de los progresos identificados en los Informes Interamericanos de la Educación en Derechos Humanos; sugirió a los Estados Miembros que, en los casos y en la medida en que aún no lo hayan hecho, implementen las recomendaciones contenidas en los Informes Interamericanos de la Educación en Derechos Humanos para incorporar la Educación en Derechos Humanos en los distintos ámbitos de su educación formal y que analicen los aportes de la Propuesta Curricular y Metodológica del Instituto Interamericano de Derechos Humanos (IIDH) para la incorporación de la educación en derechos humanos en la educación formal de niños y niñas entre diez y catorce años de edad, con miras a su aplicación y de acuerdo con el cumplimiento del artículo 13.2 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”, en ese sentido, recomendar a los Estados que no lo han hecho, adoptar, suscribir y ratificar este último instrumento.
La Asamblea General destacó el proceso y los logros del Encuentro Interamericano de Ministros de Educación sobre Educación en Derechos Humanos de los países firmantes del “Protocolo de San Salvador”, en el que se intercambiaron experiencias y discutieron los desarrollos curriculares y metodológicos necesarios para introducir o fortalecer la educación en derechos humanos en sus respectivos sistemas educativos y alentó a los Estados Miembros a continuar apoyando al Instituto Interamericano de Derechos Humanos en las actividades y proyectos educativos que, con base en su mandato realiza a nivel nacional y regional, especialmente a través de una iniciativa denominada Pacto Interamericano por la Educación en Derechos Humanos, cuya implementación inicial cuenta con el decidido apoyo del Ministerio de Educación de la República de El Salvador y el Ministerio de Educación y Cultura de la República Oriental del Uruguay, y que consiste en la promoción de la educación inclusiva, la dotación de infraestructura que garantice una educación de calidad, la capacitación docente, el desarrollo curricular y la elaboración y distribución de herramientas didácticas.
45. Fortalecimiento de los sistemas de derechos humanos en seguimiento de los mandatos derivados de las Cumbres de las Américas 

La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2605 (XL-O/10) reafirmó el compromiso de los Estados Miembros de continuar fortaleciendo y perfeccionando el sistema interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos y, en ese sentido, continuar implementando las siguientes acciones concretas tendientes al cumplimiento de los respectivos mandatos de los Jefes de Estado y de Gobierno, derivados de las Cumbres de las Américas;  la universalización del sistema interamericano de derechos humanos, considerando la firma y ratificación, ratificación o adhesión, lo antes posible y según sea el caso, de todos los instrumentos universales e interamericanos de derechos humanos; el cumplimiento de las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el seguimiento de las recomendaciones de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH); el perfeccionamiento del acceso de las víctimas a los mecanismos del sistema interamericano de derechos humanos; el financiamiento adecuado de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de la CIDH, incluyendo el fomento de contribuciones voluntarias, a fin de seguir atendiendo sus actividades y responsabilidades; y el examen de la posibilidad de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la CIDH funcionen de manera permanente teniendo en cuenta, entre otros elementos, los criterios de dichos órganos.

De igual forma, reconoció los siguientes avances en las áreas específicas del sistema interamericano de derechos humanos, a saber: el amplio proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) del Consejo Permanente y la importancia de las sesiones realizadas en el ámbito de la CAJP con ese propósito y del intercambio de propuestas y comentarios entre los Estados Miembros y los órganos del sistema interamericano de derechos humanos, relacionados con el fortalecimiento y el perfeccionamiento del mismo, los cuales quedaron plasmados en el documento CP/CAJP-2665/08 rev. 8 corr. 3, “Resultados del proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos (2008-2009)”, entregado formalmente el 20 de marzo de 2009 a las Presidentas de los dos órganos del sistema, como aporte de los Estados al proceso de reformas que la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han encarado, dentro del más irrestricto respeto a la autonomía e independencia de dichos órganos; y los procesos participativos y transparentes de reforma de los Reglamentos de la CIDH y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, llevados a cabo durante el año 2009 y, en particular, los aportes que a estos procesos ha hecho el diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos entre los Estados Miembros, los Miembros de la CIDH y los jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, y que contó con la participación de la sociedad civil, según se registra en el informe de la reunión (CP/CAJP-2904/10).

Reconoció los avances en las áreas específicas del sistema interamericano de derechos humanos y encomendó al Consejo Permanente que, a fin de dar cumplimiento a los objetivos mencionados en el párrafo resolutivo 1  y complementar y reforzar los avances mencionados en el párrafo resolutivo 2: continúe el amplio proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos, como un asunto de particular importancia en el programa de trabajo de la CAJP que se aprueba anualmente, y que en ese sentido se programen sesiones, teniendo en cuenta las propuestas que se han dado en el marco de las discusiones llevadas a cabo en dicha Comisión. Dicho proceso de reflexión continuará siendo efectuado en consulta con los Estados Miembros, órganos especializados del sistema interamericano de derechos humanos, organizaciones no gubernamentales, instituciones nacionales de derechos humanos, instituciones académicas y expertos calificados en la materia, sobre los principales retos que enfrenta el sistema interamericano para promover y proteger los derechos humanos en el Hemisferio; las posibles acciones para fortalecerlo y perfeccionarlo; y la pertinencia de convocar a una conferencia interamericana sobre derechos humanos; de manera prioritaria, adopte medidas para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización. Para estos efectos, agradeció el trabajo realizado por el Secretario General de la Organización e instó a que continúe sus esfuerzos y presente, antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, propuestas adicionales tendientes a lograr el financiamiento adecuado de la CIDH en dicho programa-presupuesto; apoyó las iniciativas que emprendan la Corte y la CIDH para solicitar financiamiento a los organismos internacionales y regionales, en beneficio de las actividades de los órganos del sistema interamericano para la promoción y protección de los derechos humanos.

Instó, además, a los Estados Miembros a que contribuyan al Fondo Específico para el Fortalecimiento del Sistema Interamericano de Protección y Promoción de los Derechos Humanos, así como al Fondo de Capital de Aportes Voluntarios Oliver Jackman; para el financiamiento del sistema interamericano de derechos humanos, creado mediante la resolución AG/RES. 2329 (XXXVII-O/07); continúe la consideración de medios para promover el cumplimiento de las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y el seguimiento de las recomendaciones de la CIDH por parte de los Estados Miembros; continúe el análisis de las prioridades para el perfeccionamiento del sistema interamericano de derechos humanos, incluido el examen de la posibilidad de que la Corte Interamericana de Derechos Humanos y la CIDH puedan llegar a funcionar de manera permanente, teniendo en cuenta la información suministrada por los Presidentes de ambos órganos sobre el particular; celebre anualmente, en el marco de la CAJP, el diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos, entre los Estados Miembros y los miembros de la CIDH y los jueces de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. La CAJP definirá la agenda de dicha reunión, con al menos dos meses de anticipación; y solicitó a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y a la CIDH que continúen informando sobre el impacto y el significado en la práctica de sus reformas reglamentarias, tanto para el trabajo de ambos órganos como para el fortalecimiento del sistema.

La Asamblea General expresó su agradecimiento a los Estados Miembros (Brasil, Chile, Costa Rica, y México) y Observadores Permanentes (España y Noruega), que realizaron en el año 2009 contribuciones voluntarias a la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Asimismo agradeció las contribuciones que a este órgano hicieron durante ese mismo período la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, la Fundación Konrad Adenauer y la Universidad de Santa Cruz; expresó su agradecimiento a los Estados Miembros (Brasil, Canadá, Chile, Costa Rica, Estados Unidos y México) y Observadores Permanentes (Dinamarca, España, Francia, Gran Bretaña, Italia, Luxemburgo, República de Corea, Suecia y Suiza) que realizaron en el año 2009 contribuciones voluntarias a la CIDH. Asimismo agradeció las contribuciones que a este órgano hicieron durante ese mismo período el Banco Interamericano de Desarrollo, la Comisión Europea, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y la Universidad de Notre Dame. 

También continuó promoviendo el fortalecimiento de los sistemas nacionales de protección y promoción de los derechos humanos en los Estados Miembros y, para tal efecto, instar a los órganos, organismos y entidades pertinentes de la Organización a prestar, en la medida de sus posibilidades y dentro de sus recursos, cooperación y apoyo técnico a los Estados Miembros que lo soliciten, en forma tal que contribuyan a perfeccionar el cumplimiento de sus obligaciones internacionales en materia de derechos humanos y a desarrollar relaciones de cooperación e intercambios de información con la Federación Iberoamericana de Ombudsmen, la Asociación de Defensores del Pueblo del Caribe, la Red de Instituciones Nacionales de Promoción y Protección de los Derechos Humanos de las Américas, el Consejo Andino de Defensores del Pueblo y el Consejo Centroamericano de Procuradores de Derechos Humanos, entre otros; exhortó a los Estados Miembros a que consideren firmar y ratificar, ratificar o adherir, según sea el caso, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador”.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 

46. Observaciones y recomendaciones al informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 

La Asamblea General adoptó la resolución AG/RES. 2587 (XL-O/10) mediante la cual adoptó las Observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al informe anual de la Corte Interamericana de Derechos Humanos (CP/CAJP-2890/10) y transmitirlas a dicho órgano; reafirmó el valor esencial de las labores de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para el perfeccionamiento de la protección y defensa de los derechos humanos en el Hemisferio y el Estado de derecho; reiteró que los fallos de la Corte Interamericana de Derechos Humanos son definitivos e inapelables y que los Estados Parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos deben cumplir las decisiones de la Corte en todos los casos en que sean parte; reiteró que, con el propósito de que la Corte pueda cumplir cabalmente con la obligación de informar a la Asamblea General sobre el cumplimiento de sus fallos, es necesario que los Estados Parte le brinden oportunamente la información que ésta les requiera.

Asimismo, la Asamblea General reafirmó la importancia de la función consultiva y contenciosa de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para el desarrollo de la jurisprudencia interamericana y el derecho internacional de los derechos humanos; la jurisprudencia desarrollada por la Corte Interamericana de Derechos Humanos para la efectiva vigencia y respeto de los derechos humanos en el Hemisferio y, por consiguiente, la importancia de la difusión de sus decisiones en los Estados Miembros; la celebración de períodos extraordinarios de sesiones fuera de la sede de la Corte Interamericana de Derechos Humanos  para la efectiva vigencia y respeto de los derechos humanos en el Hemisferio y, por consiguiente, la importancia de la difusión de sus decisiones en los Estados Miembros; la celebración de audiencias de supervisión del cumplimiento de sentencias, por ser uno de los mecanismos desarrollados más efectivos para avanzar en el cumplimiento de las mismas; y,las actividades de capacitación dirigidas a jueces y otros operadores de justicia realizadas por la Corte Interamericana para promocionar la efectiva aplicación del derecho internacional de los derechos humanos en el ámbito interno.

La Asamblea General encomendó al Consejo Permanente que: continúe la consideración del tema “Acceso de la víctima a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (jus standi) y su puesta en práctica”, incluyendo sus repercusiones financieras y presupuestarias, teniendo en cuenta la necesidad tanto de preservar el equilibrio procesal como de redefinir el papel de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en el procedimiento ante la Corte; continúe estudiando la posibilidad del funcionamiento permanente de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, incluyendo sus repercusiones financieras y presupuestarias; continúe la consideración de medios para promover el mejor cumplimiento de las sentencias de la Corte Interamericana de Derechos Humanos por parte de los Estados Miembros, y continúe analizando de manera prioritaria los medios para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el programa-presupuesto de la Organización, para lograr que su funcionamiento pueda sustentarse con los recursos del presupuesto regular de la Organización, teniendo en cuenta las necesidades financieras expuestas por la Corte.

Se instó al Secretario General para que de manera prioritaria presente propuestas concretas tendientes a lograr el financiamiento adecuado de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el programa-presupuesto, teniendo en cuenta las necesidades de ésta; expresó su agradecimiento a los Estados Miembros (Brasil, Chile, Costa Rica y México), al Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados y a la Universidad de Santa Clara, California, que han realizado contribuciones voluntarias a la Corte Interamericana de Derechos Humanos; a los Observadores Permanentes (España y Noruega), que a través de proyectos de cooperación apoyan y financian de manera significativa a la Corte, así como a la Fundación Konrad Adenauer que ha brindado cooperación a la Corte en temas de capacitación; expresó su agradecimiento a los pueblos y Gobiernos de República Dominicana, Chile y Bolivia, por haber permitido, en el transcurso de 2009, que la Corte Interamericana de Derechos Humanos haya celebrado de manera exitosa períodos extraordinarios de sesiones en sus respectivos países; expresó su agradecimiento a los Gobiernos de Perú y Ecuador por sus invitaciones para que la Corte Interamericana de Derechos Humanos celebre períodos extraordinarios de sesiones en sus respectivos países en el transcurso de 2010. Reiteró también al Consejo Permanente la solicitud que apruebe el reglamento del Fondo de Asistencia Legal del Sistema Interamericano de Derechos Humanos e instó a los Estados Miembros a que contribuyan al Fondo de Asistencia Legal del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, y a los Observadores Permanentes y otros donantes a que realicen contribuciones voluntarias a la Corte. Asimismo, instó a los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros donantes a que realicen contribuciones a la cuenta del Fondo de Asistencia Legal de la Corte Interamericana, a fin de facilitar el acceso a éste de aquellas personas que actualmente no tienen los recursos necesarios para llevar su caso al sistema. 

La Asamblea General acordó, además: instó a la Corte Interamericana de Derechos Humanos a que siga realizando seminarios especializados sobre el sistema interamericano de promoción y protección de derechos humanos para funcionarios estatales, en especial para operadores de justicia. 

De igual forma, se invitó a la Corte Interamericana de Derechos Humanos a que continúe participando, con sus jueces, en el diálogo con los Estados Miembros en el marco del proceso de reflexión sobre el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos, en el ámbito de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP); invitó a la Corte Interamericana de Derechos Humanos a que tenga presente las propuestas y comentarios de los Estados Miembros presentados en el marco del Diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos entre los Estados Miembros y los miembros de la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos, el 14 de mayo de 2010, así como las contribuciones de la sociedad civil, conforme se registra en el informe de dicha reunión (CP/CAJP-2904/10) y a que adopte las medidas que considere pertinentes en el marco de su autonomía e independencia; agradeció a la Corte Interamericana de Derechos Humanos su disposición a dialogar con los Estados Miembros para efectuar una reflexión compartida sobre los desafíos presentes y futuros del sistema interamericano de derechos humanos; instó a los Estados Miembros a que consideren, según sea el caso, la firma y ratificación de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y demás instrumentos del sistema, incluyendo la aceptación de la jurisdicción obligatoria de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; y, solicitó al Consejo Permanente que  informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 

47. Observaciones y recomendaciones al informe anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2601 (XL-O/10) adoptó las Observaciones y Recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) (CP/CAJP-2877/10 corr. 1) y decidió  transmitirlas a dicho órgano. Reafirmó, asimismo, el valor esencial de las labores que realiza la CIDH para el perfeccionamiento de la promoción y protección de los derechos humanos y el fortalecimiento del Estado de derecho en el Hemisferio.

En este sentido, alentó a los Estados Miembros de la Organización a que: consideren la firma y ratificación, ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José de Costa Rica) y de todos los demás instrumentos jurídicos del sistema interamericano de derechos humanos; den seguimiento a las recomendaciones de la CIDH, incluyendo, entre otras, las medidas cautelares; y continúen otorgando el tratamiento que corresponda a los informes anuales de la CIDH, en el marco del Consejo Permanente y la Asamblea General de la Organización.

Tomó nota con satisfacción de la decisión de los Estados Miembros que han invitado a la CIDH a visitar sus respectivos países, y alentó a todos los Estados Miembros a que continúen esta práctica y a que consideren las solicitudes realizadas por la CIDH para tales efectos; alentó también a los Estados Miembros a que continúen invitando a la CIDH a celebrar períodos extraordinarios de sesiones fuera de su sede.

La Asamblea General instó a la CIDH, a la Corte Interamericana de Derechos Humanos y al Instituto Interamericano de Derechos Humanos a que sigan realizando periódicamente seminarios especializados para funcionarios estatales sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos y reiteró la importancia que tiene la aplicación del mecanismo de las soluciones amistosas entre las partes interesadas, de conformidad con lo dispuesto en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Estatuto y el Reglamento de la CIDH. 

Con respecto al financiamiento de la CIDH: se encomendó al Consejo Permanente que continúe analizando de manera prioritaria los medios para lograr un incremento efectivo de los recursos económicos asignados a la CIDH en el programa-presupuesto de la Organización y se busquen soluciones concretas al respecto, teniendo en cuenta los resultados de la reunión conjunta de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) con la Comisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios (CAAP) del 5 de febrero de 2009. Para estos efectos, agradeció el trabajo realizado por el Secretario General, e instó a que continúe sus esfuerzos y presente propuestas adicionales tendientes a lograr el financiamiento adecuado de la CIDH en dicho programa-presupuesto; agradeció a los Estados Miembros, a los Observadores Permanentes y otras instituciones que han realizado contribuciones voluntarias a la CIDH; y sugirió a los donantes que, en la medida de lo posible, aporten parte de sus contribuciones voluntarias sin fines específicos, para dar flexibilidad a la CIDH en la asignación de recursos entre sus diferentes actividades y    proyectos. La Asamblea General invitó a la CIDH a que: continúe teniendo en cuenta las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros a su informe anual y adopte las medidas que considere pertinentes con base en dichas observaciones y recomendaciones; continúe publicando en su página de Internet, cuando los Estados Miembros así lo soliciten, sus observaciones y recomendaciones al informe anual de la CIDH a la Asamblea General; continúe, según los dispuesto en el articulo 15 de su Reglamento, fortaleciendo las relatorías y unidades funcionales existentes, de la manera más equitativa posible, de acuerdo con sus recursos disponibles, y de conformidad con las normas de procedimiento para la designación de relatores; continúe participando, a través de sus comisionados, en el diálogo con los Estados Miembros en el ámbito de la CAJP, con el propósito de dar seguimiento a las observaciones y comentarios de los Estados recogidos en los informes de las reuniones celebradas el 26 de octubre de 2004 (CP/CAJP/SA. 412/04 corr. 1 y CP/CAJP/INF. 17/04), el 9 de marzo de 2006 (CP/CAJP-2311/05 add. 2 y add. 2-a), el 30 de marzo de 2007 (CP/CAJP-2526/07), el 4 de abril de 2008 (CP/CAJP-2644/08), el 20 de marzo de 2009 (CP/CAJP-2769/09) y el 14 de mayo de 2010 (CP/CAJP-2904/10), en  particular, los referentes a los criterios utilizados en sus principales mecanismos de protección de los derechos humanos y en la aplicación de su reglamento al sistema de casos individuales; y  también sobre el papel de la CIDH en el procedimiento ante la Corte Interamericana de Derechos Humanos;  continúe participando en el diálogo con los Estados Miembros en el marco del proceso de reflexión sobre el fortalecimiento del sistema interamericano de derechos humanos, en el ámbito de la CAJP. 

Invitó igualmente a la CIDH a que tenga presente las propuestas y comentarios de los Estados Miembros presentados el 20 de Marzo de 2009, en el marco del diálogo sobre el funcionamiento del sistema interamericano de derechos humanos entre los Estados Miembros y los miembros de la CIDH y de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en particular las contenidas en el documento “Resultados del proceso de reflexión sobre el sistema interamericano de promoción y protección de los derechos humanos 2008-2009” (CP/CAJP-2665/08 rev. 8 corr. 3, ), entregado formalmente en dicha ocasión a las Presidentas de los dos órganos del sistema como aporte de los Estados al proceso de reformas que la CIDH y la Corte Interamericana de Derechos Humanos han encarado, dentro del más irrestricto respeto a la autonomía e independencia de dichos órganos, así como las contribuciones de la sociedad civil, conforme se registra en el informe de dicha reunión contenido en el documento CP/CAJP-2769/09, y a que adopte las medidas que considere pertinentes en el marco de su autonomía e independencia.

La Asamblea General invitó a la CIDH  a dialogar con los Estados y demás usuarios del sistema, a fin de conocer la metodología utilizada para construir la información que se presenta en el capítulo IV de su informe anual; y, encomendó a la CAJP que, con el objeto de dar cumplimiento al párrafo resolutivo 9 d), programe reuniones a fin de mantener su diálogo con los comisionados de la CIDH.  

48. Fortalecimiento de las actividades del Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) 

Mediante la resolución AG/RES. 2603 (XL-O/10) se felicitó al Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) por el trabajo que ha seguido desarrollando en las Américas, especialmente en lo relativo a la evaluación de los procesos de reforma a la justicia penal, mejoramiento de estándares para la defensa jurídica, identificación de buenas prácticas en la investigación de delitos complejos y generación de índices de accesibilidad por Internet de información judicial relevante, y valorar la contribución de dichas acciones al fortalecimiento de la gobernabilidad y democracia en la región; se renovó el llamamiento a los Estados Miembros a realizar contribuciones voluntarias al Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) con el objeto de financiar sus gastos básicos; invitó a los Observadores Permanentes de la Organización a realizar contribuciones voluntarias al CEJA y solicitó al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, continúe incluyendo en su agenda un diálogo con el CEJA.

Igualmente, se instó a los órganos e instituciones vinculados al sistema interamericano para que profundicen sus vínculos de trabajo con el CEJA en las materias de su competencia; se solicitó al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, continúe incluyendo en su agenda un diálogo con el CEJA en el que se consideren las mejores formas de ampliar la cooperación entre los Estados Miembros y el Centro, tomando en cuenta las conclusiones y recomendaciones de las Reuniones de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas sobre la materia; y, se solicitó al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 

49. Observaciones y recomendaciones al informe anual del Comité Jurídico Interamericano (CJI) 

Mediante la resolución AG/RES. 2611 (XL-O/10) tomó nota de las observaciones y recomendaciones de los Estados Miembros al Informe Anual del Comité Jurídico Interamericano (CP/CAJP-2888/10) y transmitirlas a dicho órgano; agradeció al Comité Jurídico Interamericano (CJI) la inclusión en su Informe Anual de las resoluciones “Seguimiento de la aplicación de la Carta Democrática Interamericana” (CJI/doc.335/09) y “Elementos esenciales y fundamentales de la democracia representativa y su vinculación con la acción colectiva en el marco de la Carta Democrática Interamericana” (CIJ/doc.332/09 rev. 1), , además de los informes en materia de lucha contra la discriminación: “logros significativos” y “medidas correctivas” (CJI/doc.330/09); Corte Penal Internacional: “Informe sobre preparativos y avances en materia de impulso a la adopción de legislación nacional sobre la base de la guía de principios del Comité Jurídico Interamericano y de capacitación de funcionarios para la cooperación de los Estados Miembros de la OEA con la Corte Penal Internacional” (CJI/doc.337/09); derecho internacional humanitario: “La implementación del derecho internacional humanitario en los Estados Miembros de la OEA” (CJI/doc.322/09) y “Los crímenes de guerra en el derecho internacional humanitario” (CJI/doc.328/09); temas migratorios: “Seguimiento de las opiniones del Comité Jurídico Interamericano” (CJI/doc.329/09), y diversidad cultural: “Reflexiones sobre el tema de la diversidad cultural y el desarrollo del derecho internacional” (CJI/doc.333/09). 

Entre otros asuntos, la Asamblea General agradeció igualmente al CJI por la adopción de los documentos Comentarios al Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia (CJI/doc.339/09 rev.2) y Fortalecimiento de la capacidad consultiva del Comité Jurídico Interamericano (CJI/doc.340/09 rev.1) aprobados durante el septuagésimo sexto período ordinario de sesiones de dicho comité, celebrado en Lima, Perú, del 15 al 24 de marzo de 2010, en cumplimiento de la resolución AG/RES. 2515 (XXXIX-O/09); tomó nota de la importancia de la continua consideración del CJI a los temas relacionados con la Carta Democrática Interamericana, en particular la “promoción y fortalecimiento de la democracia” a través de su seguimiento, de asistencia a los Estados Miembros en su implementación y en sus esfuerzos por fortalecer y modernizar sus instituciones democráticas, y trabajando para promover valores, prácticas y gobernabilidad democráticas, así como la consideración de los temas del artículo 11 de la Carta Democrática Interamericana. 

Asimismo se solicitó al CJI que, con base en las propuestas sobre temas prioritarios presentadas por los Estados Miembros, continúe elaborando y proponga leyes modelo que apoyen los esfuerzos emprendidos por los Estados Miembros en la implementación de obligaciones derivadas de tratados en materia de derecho internacional humanitario, e informe sobre los avances que se generen a la Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones; solicitó al CJI que informe a la Asamblea General del avance paulatino del tema de la diversidad cultural en el desarrollo del derecho internacional. 

Solicitó asimismo al CJI que informe sobre los avances en relación con la elaboración de un estudio sobre la problemática del refugio en las Américas, teniendo en cuenta la importancia de la materia y a la luz de los trabajos que viene realizando la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos (CAJP) y el Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), de conformidad con sus respectivos mandatos; que se realice un análisis acerca de la importancia que tiene para la garantía del derecho a la libertad de pensamiento y expresión de los ciudadanos el que los medios de comunicación libres e independientes, en el ejercicio de la actividad periodística, se rijan por conductas éticas, las cuales en ningún caso pueden ser impuestas por los Estados, consistentes con los principios de derecho internacional aplicables; solicitó al CJI que, dentro de sus recursos existentes, realice un análisis comparativo de los principales instrumentos jurídicos del sistema interamericano relativos a la paz, la seguridad y la cooperación y realizar un estudio jurídico sobre los mecanismos de democracia participativa y de participación ciudadana que contienen las legislaciones de algunos países de la región.

La Asamblea General resaltó una vez más la importancia de la realización del Curso de Derecho Internacional que organiza anualmente el CJI y el Departamento de Derecho Internacional de la Organización de los Estados Americanos (OEA) en Río de Janeiro; subrayo la importancia de aumentar el monto de las becas que otorga la OEA para el mencionado curso; instó a los Estados Miembros a que tengan en cuenta la posibilidad de sufragar directamente la participación de estudiantes y profesores nacionales en el mismo; y reconoció la labor del Departamento de Derecho Internacional en la organización de dicho curso y la publicación de las conferencias dictadas en el mismo; reafirmó la importancia de los estrechos contactos que el CJI mantiene con los órganos políticos de la Organización, especialmente con el Consejo Permanente y la CAJP, y recomendó al CJI que continúe concentrando sus esfuerzos en las cuestiones que los órganos competentes le indiquen y que sean de interés prioritario para la Organización.

De igual  manera se resaltó la necesidad de reforzar el apoyo administrativo y presupuestario al CJI a fin de que pueda abordar adecuadamente la actual agenda jurídica interamericana y formular las correspondientes recomendaciones, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos; expresó su agradecimiento al pueblo y al Gobierno de la República de Perú por su apoyo decidido y eficaz para la exitosa celebración del septuagésimo sexto período ordinario de sesiones del CJI que se levó a cabo en la ciudad de Lima, del 15 al 24 de marzo de 2010.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 

50. Seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción y del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción 

Mediante la resolución AG/RES. 2576 (XL-O/10) la Asamblea General exhortó a los Estados Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción (CICC) que aún no lo hayan hecho, a que participen en el Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (MESICIC), y a todos los Estados Parte de este Mecanismo a que lo financien mediante aportes voluntarios y que los Estados que aún no lo hayan hecho, consideren firmar y ratificar, ratificar o adherir, según sea el caso, la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción (Convención de Mérida), así como también la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y sus protocolos; instó también a los Estados Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción a que adopten todas las medidas que estimen necesarias, dentro de sus propios sistemas institucionales, a fin de adecuar su legislación interna para cumplir con los compromisos asumidos con la ratificación o adhesión a la Convención, y en ese sentido a continuar avanzando en el cumplimiento de las recomendaciones del Comité de Expertos del MESICIC correspondientes a la primera, segunda y tercera ronda de análisis de la implementación de la Convención; expresó su beneplácito por la adopción y la aplicación efectiva de legislación o de planes nacionales de lucha contra la corrupción por parte de los Estados Parte de la Convención Interamericana contra la Corrupción.

La Asamblea General manifestó su respaldo al fortalecimiento del MESICIC y al respecto expresó su satisfacción por los avances logrados por el Comité de Expertos del MESICIC en la tercera ronda de análisis, con el apoyo de la Secretaría General, reflejados en la adopción de los informes de Argentina, Bolivia, Colombia, Costa Rica, Ecuador, México, Paraguay, Perú, Trinidad y Tobago, Uruguay y Venezuela; y, en la próxima culminación del proceso de elaboración y consideración de los informes de Bahamas, Chile, El Salvador, Nicaragua, Panamá y República Dominicana.; expresó su satisfacción por los talleres celebrados en El Salvador, Belize, Guatemala y República Dominicana, en la implementación del proyecto de cooperación que la Secretaría General viene desarrollando para apoyar a los Estados Parte del MESICIC en la implementación de las recomendaciones que les ha formulado su Comité de Expertos, mediante la adopción de planes de acción nacionales para tal efecto.

De igual forma expresó su satisfacción con la celebración de la Conferencia sobre Avances y Desafíos en la Cooperación Hemisférica contra la Corrupción , los días 3 y 4 de junio de 2010, en Lima, Perú, en el marco del proyecto antes mencionado, cuyos resultados servirán para que los Estados Miembros del MESICIC puedan discernir acciones futuras con el objeto de avanzar más allá de la implementación de las recomendaciones formuladas por este mecanismo en la prevención y lucha contra la corrupción, asumiendo con mayor eficacia los retos que este grave problema representa; solicitó a la Secretaría General que continúe identificando fuentes de financiamiento interno de la OEA, tales como el Fondo Regular, y de financiamiento externo, tales como instituciones financieras internacionales y regionales y organismos nacionales de carácter oficial y otras, para financiar el adecuado funcionamiento del MESICIC y, cuando corresponda, para el pleno y efectivo cumplimiento de sus recomendaciones y de las actividades a ser desarrolladas por los países destinatarios de las mismas para su implementación.


También invitó a la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC a que continúe informando al Consejo Permanente acerca de la implementación de medidas concretas para fortalecer el MESICIC, así como sobre otros temas que hayan sido puestos a su consideración; solicitó a la Secretaría General que, a través del Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, continúe prestando los servicios de secretaría técnica a la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC y al Comité de Expertos de dicho Mecanismo; solicitó a la Secretaría General que, a través del Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, y en concordancia con lo previsto en el párrafo I, 2, g) del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, continúe desarrollando y ejecutando el programa de capacitación de los miembros ante el Comité de Expertos del MESICIC, tanto en materia de aplicación de la metodología de este mecanismo, como en lo relativo a la implementación de las recomendaciones que en relación con las disposiciones de la Convención Interamericana contra la Corrupción han sido formuladas por el mismo. 


Entre otros asuntos se agradeció el ofrecimiento de sede del Gobierno de Brasil y respaldar la celebración de la tercera reunión de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC, la cual se llevó a cabo en Brasilia, Brasil, en el segundo semestre de 2010, y en la que, de acuerdo con lo previsto en el capítulo VII del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, se consideró y adoptó una estrategia sobre la forma en que el MESICIC podría llevar adelante la implementación de las distintas áreas temáticas incluidas en la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción, y el seguimiento de los desarrollos dados a las mismas. En virtud de lo previsto en el capítulo IX del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, y para los efectos del seguimiento apropiado del mismo, la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC transmitirá a la Asamblea General de la OEA la estrategia que adopte al respecto; determinó que la preparación de la tercera reunión de la Conferencia de los Estados Parte del MESICIC, incluido lo relacionado con la fecha para su celebración y los proyectos para su agenda y calendario, se realizará de conformidad con lo dispuesto en los artículos del 6 al 10 del Reglamento de la Conferencia de los Estados Parte del Mecanismo de Seguimiento de la Implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción (SG/MESICIC/doc.58/04 rev. 7).


La Asamblea solicitó a la Secretaría General que, a través del Departamento de Cooperación Jurídica de la Secretaría de Asuntos Jurídicos y de conformidad con lo previsto en el capítulo VIII del Programa Interamericano de Cooperación para Combatir la Corrupción, continúe prestando el apoyo técnico necesario para el desarrollo de dicho programa, y en particular, de la estrategia a que se refiere el párrafo resolutivo 5, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto y otros recursos; alentó a los Estados Miembros y otros donantes, de conformidad con el artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General, a que consideren contribuir al fondo específico de la OEA “Fondo Interamericano Anticorrupción” para ayudar a los Estados Miembros en la implementación de la Convención Interamericana contra la Corrupción y las recomendaciones de los informes de países del MESICIC.


El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 

51. Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA) 

Mediante la resolución AG/RES. 2581 (XL-O/10) se expresó la satisfacción por los resultados de la Octava Reunión de Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA-VIII), realizada en Brasilia, Brasil, del 24 al 26 de febrero de 2010, así como de las reuniones técnicas que le precedieron como parte de su proceso; se agradeció al Gobierno de Brasil por la exitosa organización de la reunión ministerial antes mencionada; se hicieron las Conclusiones y recomendaciones de la REMJA-VIII que aparecen en el anexo y forman parte de esta resolución; se agradeció y aceptó el ofrecimiento de sede de El Salvador para la REMJA-IX, a celebrarse en 2012; se agradeció y aceptó el ofrecimiento de sede de Paraguay para la Quinta Reunión del Grupo de Trabajo en Asistencia Mutua en Materia Penal y Extradición de la REMJA.

También, se encomendó al Consejo Permanente que dé el seguimiento apropiado a las Conclusiones y recomendaciones de la REMJA-VIII y que, de acuerdo con sus determinaciones convoque a las reuniones siguientes, que se llevarán a cabo antes del próximo período ordinario de sesiones de la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos y sujeto a la disponibilidad de recursos financieros en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos: a) Reunión técnica coordinada por Brasil, a celebrarse durante el segundo semestre de 2010, con miras a discutir la utilidad de la Red de Cooperación Jurídica en Materia de Derecho de Familia y Niñez y el interés de los Estados en integrar un grupo de trabajo sobre esta materia; b) Quinta Reunión del Grupo de Trabajo en Asistencia Mutua en Materia Penal y Extradición, a celebrarse en Paraguay; c) Tercera Reunión del Grupo de Trabajo en Políticas Penitenciarias y Carcelarias; y se solicitó al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución.
52. Apoyo al Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad 

La Asamblea General adoptó la resolución AG/RES. 2596 (XL-O/10), expresó su agradecimiento al pueblo y al Gobierno de la República de El Salvador por la generosa hospitalidad que brindaron y por su apoyo decidido y eficaz, que contribuyeron a asegurar el éxito de la Tercera Reunión del Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad; alentó al Comité a que convoque a su cuarta reunión durante el primer semestre de 2012 para revisar los progresos registrados en la aplicación de la Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad, intercambiar experiencias entre los Estados Parte, conforme a lo indicado en su artículo VI, y el artículo 20 del Reglamento del Comité, y adoptar el documento sobre los parámetros para medir los avances en el cumplimiento de la Convención por parte de los Estados; solicitó a los Estados Parte de la Convención, a los demás Estados Miembros, a los Observadores Permanentes y a los organismos internacionales y nacionales que contribuyan al fondo específico de contribuciones voluntarias denominado “Fondo Específico para el Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad” [CP/RES. 947 (1683/09)], con el fin de complementar el financiamiento de las actividades del Comité y de su Secretaría Técnica, y permitir la participación de los representantes designados por los Estados Parte que, por circunstancias especiales, no puedan financiar dicha participación, instando además al Secretario General a que interponga sus buenos oficios para alentar a todos estos actores a que contribuyan a dicho fondo.

De la misma manera, se agradeció a los representantes de la sociedad civil por el diálogo sostenido con el Comité durante su tercera reunión, así como por las recomendaciones presentadas, e invitarlos a que, con miras a la celebración de la Cuarta Reunión del Comité, le hagan llegar la información que estimen pertinente sobre las medidas que han implementado los Estados Parte de la Convención para el cumplimiento de la misma, de tal manera que dicha información pueda, a su vez, ser tenida en cuenta por los miembros del Comité; se solicitó al Secretario General que siga brindando apoyo a las labores encomendadas al Comité, incluyendo gestiones para captar nuevos recursos, y que dé preferencia a que sus reuniones se realicen en la sede de la OEA; y, se solicitó al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 

53. Programa de Acción para el Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016) y apoyo a su Secretaría Técnica (SEDISCAP) 

Mediante la resolución AG/RES. 2598 (XL-O/10)se agradeció al Gobierno de la República de Panamá por su apoyo decidido y eficaz al Programa de Acción y por la instalación en ciudad de Panamá de la Secretaría Técnica (SEDISCAP); se invitó al Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad a que en su próxima reunión efectúe una evaluación exhaustiva sobre el funcionamiento de la SEDISCAP y a que formule recomendaciones a fin de asegurar su sostenibilidad en lo que resta del Decenio de las Américas por los Derechos y la Dignidad de las Personas con Discapacidad (2006-2016). Los resultados de dicha evaluación serán sometidos al Consejo Permanente para su consideración; se solicitó a la Secretaría General que brinde el más amplio apoyo técnico y administrativo a las labores que en la presente resolución se le encargan al Comité para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra las Personas con Discapacidad.
También, se reiteró la importancia de que se efectúen contribuciones al Fondo Específico de Contribuciones Voluntarias establecido por el Consejo Permanente, cuyo objetivo es apoyar el funcionamiento de la SEDISCAP, e invitar a los Estados Miembros y los Observadores Permanentes, así como a personas o entidades públicas y privadas, nacionales o internacionales, a que hagan aportes a dicho fondo de conformidad con la Carta de la Organización de los Estados Americanos y las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General; y, se solicitó al Consejo Permanente que informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la esta resolución. 

54. Seguimiento al Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad” 
Mediante su resolución AG/RES. 2602 (XL-O/10), la Asamblea General resolvió reconocer los avances en la instrumentación del Programa Interamericano de Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad”, particularmente en lo relativo a los proyectos de asistencia técnica para el fortalecimiento de las instituciones del registro civil en dieciseis Estados Miembros; la difusión de la importancia de la identidad civil para el pleno ejercicio de los derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales; el fortalecimiento de la gobernabilidad democrática y el desarrollo de los Estados; y la promoción e intercambio de experiencias exitosas en materia de registro civil e identidad.

En esta resolución, la Asamblea encomendó a la Secretaría General que, continúe proporcionando la asistencia requerida por los Estados Miembros que lo soliciten para la implementación del Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad”, promoviendo el perfeccionamiento y fortalecimiento de sus sistemas de registro civil y la universalización del registro civil; reconoció los avances de los Estados Miembros en la ejecución de planes, políticas y programas nacionales para garantizar el derecho a la identidad mediante la expedición de los documentos respectivos, así como los avances que los Estados Miembros han alcanzado en la implementación del Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad”; y alentó a los Estados Miembros a que continúen adoptando medidas orientadas a asegurar el pleno reconocimiento del derecho a la identidad, enfatizando que la falta de reconocimiento de la identidad puede implicar que la persona no cuente con constancia legal de su existencia, dificultando el pleno ejercicio de sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales.

La Asamblea General también solicitó al Consejo Permanente que continúe apoyando las tareas que se desarrollen en el marco del Memorándum de Entendimiento entre el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia, la Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos y el Banco Interamericano de Desarrollo para la cooperación en materia de registro ciudadano y a la Secretaría General que continúe ampliando la cooperación con otras organizaciones y agencias especializadas del sistema interamericano y del sistema universal en materia de registro civil. 

De igual manera, exhortó a los Estados que participaron en la Primera Conferencia Regional Latinoamericana sobre el Derecho a la Identidad y Registro Universal de Nacimiento a continuar implementando las recomendaciones de ella emanadas, las cuales buscan desarrollar y fortalecer la capacidad de las instituciones registradas; encargó al Consejo Permanente la celebración, en el segundo semestre del año 2012, de una sesión especial en el marco de la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos, a afectos de realizar una revisión del estado de implementación del mencionado Programa Interamericano, sobre la base de información suministrada por los Estados y de un informe de avance elaborado por la Secretaría General, con miras a efectuar las modificaciones al programa que se estimaren pertinentes con el fin de alcanzar la universalidad del registro civil en el año 2015. Dicha sesión podrá contar con los aportes de expertos en la materia, organizaciones de la sociedad civil, de órganos, organismos y entidades del sistema interamericano y del sistema universal; y, encomendó a la Secretaría General que continúe desarrollando, fortaleciendo y promoviendo la utilización de tecnologías de la información y la comunicación para la discusión, intercambio y fomento de experiencias, lecciones aprendidas y difusión de conocimientos en materia de identidad y registro civil en la región.

Finalmente, la Asamblea General solicitó al Instituto Interamericano del Niño, la Niña y Adolescentes (IIN) que continúe trabajando en el tema de “garantizar el derecho a la identidad y la ciudadanía de la niñez y la adolescencia”, así como en el registro universal de nacimiento de acuerdo con su Plan de Acción 2007-2011. Asimismo encomendar al IIN que en cooperación con la Secretaría General, se unan esfuerzos para el cumplimiento de los objetivos del Programa Interamericano para el Registro Civil Universal y “Derecho a la Identidad”, y que mantenga informado al Consejo Permanente de la Organización de los Estados Americanos sobre los avances y obstáculos en la región.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 

55. Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y toda Forma de Discriminación e Intolerancia 

Mediante la resolución AG/RES. 2606 (XL-O/10) la Asamblea General reafirmó la voluntad y el decidido compromiso de los Estados miembros para continuar realizando esfuerzos para concluir las negociaciones sobre el Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia y encomendó al Grupo de Trabajo que continúe las negociaciones, tomando en cuenta los avances reflejados en el “Documento Consolidado: Proyecto de Convención Interamericana contra el Racismo y Toda Forma de Discriminación e Intolerancia” (CAJP/GT/RDI-57/07 rev. 13) y tomó nota de las propuestas hechas por los Estados miembros sobre el particular. 
La Asamblea General solicitó al Grupo de Trabajo que al adoptar su Plan de Trabajo considere los planteamientos metodológicos que contribuyan al proceso de negociación y que continúe promoviendo los aportes de los Estados Miembros, de los órganos, organismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos (OEA), así como de las Naciones Unidas y de las organizaciones regionales, y exhortó a éstos a que sigan enviando sus contribuciones por escrito para la consideración del Grupo de Trabajo y que, conforme las Directrices para la Participación de las Organizaciones de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA, incluidas en la resolución del Consejo Permanente CP/RES. 759 (1217/99), continúe recibiendo las contribuciones de grupos en situación de vulnerabilidad, así como de las organizaciones de la sociedad civil interesadas. Reiteró, asimismo, los mandatos encomendados al Centro de Estudios de Justicia de las Américas (CEJA) y a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) en los párrafos 5, 7 y 8 de la resolución AG/RES. 2168 (XXXVI-O/06) y solicitó a la Secretaría General que, a través de la Secretaría Ejecutiva de la CIDH y del Departamento de Derecho Internacional de la Secretaría de Asuntos Jurídicos, continúe brindando apoyo a las actividades del Grupo de Trabajo. 

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General sobre la implementación de estos mandatos.

56. Consolidación del régimen establecido en el Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco) 
La resolución AG/RES. 2442 (XXXIX-O/09) de la Asamblea General exhorta a los Estados de la región que aún no lo hayan hecho a que firmen o ratifiquen las enmiendas al Tratado para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (Tratado de Tlatelolco), aprobadas por la Conferencia General del Organismo para la Proscripción de las Armas Nucleares en la América Latina y el Caribe (OPANAL) mediante sus resoluciones 267 (E-V), 268 (XII) y 290 (E-VII) y reafirma el compromiso de continuar promoviendo la búsqueda de un régimen universal, genuino y no discriminatorio de desarme y no proliferación en todos sus aspectos. 

La Asamblea General respaldó los mecanismos de cooperación y coordinación que realiza el OPANAL con los Tratados de Rarotonga, Bangkok, Pelindaba, Semipalatinsk y con Mongolia, y con los que en el futuro se establezcan, así como con sus respectivos organismos, a fin de acelerar el logro de los objetivos comunes, tal como fuera acordado por la Conferencia de Estados Parte y Signatarios de Tratados que establecen Zonas Libres de Armas Nucleares, celebrada en la Ciudad de México en abril de 2005 y encomendó al Consejo Permanente que, en el marco de la CSH, se celebre una reunión durante el primer semestre de 2011 sobre la consolidación del régimen establecido en el Tratado de Tlatelolco, con el apoyo del OPANAL y la participación de las Naciones Unidas y otras instituciones internacionales competentes en la materia.

El Consejo Permanente deberá informe a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de la arriba mencionada resolución.

57. Fomento de la confianza y la seguridad en las Américas

Mediante la resolución AG/RES. 2447 (XXXIX-O/09) la Asamblea General instó los Estados Miembros a que proporcionen información a la Secretaría General sobre la aplicación de la Lista consolidada de medidas de fomento de la confianza y la seguridad de conformidad con el documento CP/CSH-1043/08 rev. 1 “Lista consolidada de medidas de fomento de la confianza y la seguridad (MFCS) que se deben notificar de conformidad con las resoluciones de la OEA”, a más tardar el 15 de julio de cada año y encomendó al Consejo Permanente que convoque a la Cuarta Reunión del Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad durante el último trimestre de 2010, a fin de examinar la aplicación de las medidas de fomento de la confianza y la seguridad en toda la región y considerar los próximos pasos a seguir.

En seguimiento de esta resolución se llevó a cabo el Cuarto Foro sobre Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad en Lima, Perú los días 15 y 16 de noviembre de 2010.

La Asamblea General reafirmó la meta de la participación de todos los Estados Miembros, a más tardar en 2010, en el Registro de Armas Convencionales de las Naciones Unidas y el Informe Estandarizado Internacional de las Naciones Unidas sobre Gastos Militares.
Solicitó a la Secretaría General que actualice anualmente el Registro de Expertos en Medidas de Fomento de la Confianza y la Seguridad con base en la información que suministran los Estados Miembros cada año antes del 1 de julio, y lo distribuya a los Estados Miembros antes del 30 de julio de cada año y al Consejo Permanente y a la Secretaría General que informen a la Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de los mandatos de esta resolución.
58. Preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe 

La Asamblea General adoptó la resolución AG/RES. 2485 (XXXIX-O/09) mediante la que destaca nuevamente la importancia de fortalecer y mejorar la agenda de seguridad hemisférica de la Organización de los Estados Americanos (OEA), abordando el carácter multidimensional de la seguridad en lo que se refiere a la seguridad de los pequeños Estados insulares del Caribe y encomienda al Consejo Permanente que continúe considerando los asuntos que influyen sobre la seguridad de los pequeños Estados insulares, incluido el cambio climático en el mundo, y a esos efectos, que a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH), evalúe el progreso logrado en abordar las preocupaciones de seguridad de esos Estados y el desarrollo de estrategias para la implementación de las resoluciones de la Asamblea General relacionadas con este tema. 

Reiteró su solicitud a la Secretaría General y a los órganos, organismos y entidades pertinentes del sistema interamericano, con la colaboración, según sea apropiado, de organizaciones de la sociedad civil y del sector privado e instituciones multilaterales pertinentes, que apoyen los continuos esfuerzos que realizan los pequeños Estados insulares para: fortalecer los sistemas para el control de delitos en los ámbitos nacional, subregional y regional, teniendo en cuenta las iniciativas que está implementando actualmente o busca implementar la Comunidad del Caribe (CARICOM); mejorar los sistemas y capacidades de seguridad en las fronteras, incluida la seguridad en el transporte, en aeropuertos, puertos marítimos y puntos de cruce fronterizo, y brindar asistencia a las autoridades de control fronterizo en los pequeños Estados insulares para acceder a información crítica; fortalecer la capacidad de los pequeños Estados insulares para luchar contra el tráfico ilícito de drogas y contra la fabricación y tráfico ilícitos de armas de fuego; continuar el análisis sobre la violencia relacionada con las pandillas delictivas y los problemas que afectan a los jóvenes en los pequeños Estados insulares; ejecutar programas destinados a la concientización sobre la trata de personas en los pequeños Estados insulares; promover la cooperación técnica y el desarrollo de capacidades institucionales, a fin de fortalecer las capacidades de respuesta y mitigación en casos de desastres de origen natural o antrópico y las capacidades de gestión de crisis en los pequeños Estados insulares, incluyendo el desarrollo de capacidad de reconstrucción, capacitación en asistencia humanitaria y operaciones de búsqueda y rescate, el fortalecimiento de la protección de la infraestructura crítica, así como la seguridad en las instalaciones turísticas y recreativas y la realización de ejercicios de simulacros; proporcionar capacitación y asistencia técnica sobre legislación en las áreas de combate y financiamiento al terrorismo, seguridad cibernética y delitos cibernéticos; mejorar la coordinación entre los órganos, organismos y entidades de la OEA y con organizaciones regionales y subregionales, incluidas la Agencia de Implementación de Seguridad y contra la Delincuencia (IMPACS) de CARICOM y el Sistema de Seguridad Regional (SSR) de la Organización de Estados del Caribe Oriental en asuntos relacionados con las preocupaciones especiales de seguridad de los pequeños Estados insulares, con el fin de aumentar la conciencia sobre el tema y evitar la duplicación de esfuerzos en respuesta a estas preocupaciones; y mejorar la coordinación y el intercambio de información entre los Estados Miembros sobre políticas migratorias, incluyendo deportaciones. 

El Consejo Permanente y la Secretaría General deberán informar a la Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de los mandatos de esta resolución.

59. Seguimiento de la Conferencia Especial sobre Seguridad 
La resolución AG/RES. 2532 (XL-O/10) de la Asamblea General insta a todos los Estados Miembros a que sigan implementando la Declaración sobre Seguridad en las Américas (DSA) con miras a consolidar la paz, la estabilidad y la seguridad en el Hemisferio.

La Asamblea General solicitó mantener el tema “Seguimiento a la Conferencia Especial sobre Seguridad” dentro de la agenda de la Comisión de Seguridad Hemisférica a fin de continuar el análisis de los avances en la implementación de la DSA por parte de los Estados Miembros y de los órganos, organismos, entidades y mecanismos de la Organización de los Estados Americanos y reiteró a la Secretaría de Seguridad Multidimensional que proponga a la Comisión de Seguridad Hemisférica una metodología con criterios orientadores para facilitar la preparación y presentación de informes voluntarios de los Estados Miembros sobre las medidas y acciones relacionadas con la implementación de la Declaración.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo período ordinario de sesiones, sobre la implementación de los mandatos de esta resolución. 

60. Desarme y no proliferación en el Hemisferio 

La resolución AG/RES. 2533 (XL-O/10) de la Asamblea General instó a los Estados a que consideren firmar o ratificar el Tratado de Prohibición Completa de los Ensayos Nucleares (TPCEN) lo antes posible; en especial a aquellos Estados incluidos en el Anexo 2 del Tratado a fin de permitir su entrada en vigor en el plazo más breve. Asimismo, acogió con beneplácito que San Vicente y las Granadinas haya ratificado el TPCEN, y que Trinidad y Tobago se haya adherido a él, como pasos importantes hacia su pronta entrada en vigor.

Por otra parte, invitó a todos los Estados Miembros, particularmente a los que tienen instalaciones del Sistema Internacional de Vigilancia, a que apoyen y contribuyan con la puesta en funcionamiento del régimen de verificación del TPCEN para el momento en que éste entre en vigor. Asimismo, exhortó a los Estados del Hemisferio a que, aun antes de que el TPCEN entre en vigor, se abstengan de actuar contrariamente al espíritu de las obligaciones previstas en el mismo y mantengan, en particular, la moratoria de realizar todo tipo de ensayos nucleares, conforme a los compromisos asumidos durante la Conferencia de las Partes encargada del examen del Tratado sobre la no Proliferación de las Armas Nucleares realizada en 2000.

La Asamblea General también invitó a la Junta Interamericana de Defensa para que a través del Colegio Interamericano de Defensa, y de conformidad con su estatuto, organice un “Seminario sobre desarme y no proliferación” dirigido a sus alumnos y a la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH) y examine, recopile y haga públicos y fácilmente accesibles los programas de estudio y los programas sobre desarme y no proliferación que los Estados u organismos internacionales hayan elaborado para los sistemas de enseñanza escolar y cursos universitarios. 

Adicionalmente, solicitó a la Secretaría General que incluya en el portal de Internet de la CSH un vínculo a los recursos electrónicos de la Organización de las Naciones Unidas sobre educación para el desarme y la no proliferación e instó a la Secretaría de Seguridad Multidimensional a que continúe promoviendo una mayor sinergia de las labores que realiza con las Naciones Unidas, particularmente con la Oficina para Asuntos de Desarme, y con otros organismos especializados en el tema a fin de identificar propuestas de acción por parte de la Organización de los Estados Americanos para promover la educación para el desarme y la no proliferación. 

También solicitó que el tema “Desarme y no proliferación en el Hemisferio” fuera incluido en el calendario de actividades del período 2011-2012 de la CSH. 

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de los mandatos de esta resolución. 

61. Apoyo a la implementación a nivel hemisférico de la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas 

Durante el cuadragésimo período ordinario de sesiones, la Asamblea General, mediante la resolución AG/RES. 2534 (XL-O/10) reiteró que, de acuerdo con lo establecido en la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, todos los Estados deben abstenerse de suministrar cualquier tipo de apoyo a los agentes no estatales que traten de desarrollar, adquirir, fabricar, poseer, transportar, transferir o emplear armas nucleares, químicas o biológicas y de sus sistemas vectores, y que ninguna de las obligaciones enunciadas en dicha resolución se interpretará de modo que contradiga o modifique los derechos y las obligaciones de los Estados Parte en el Tratado sobre la No Proliferación de las Armas Nucleares (TNP), la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción, el Almacenamiento y el Empleo de Armas Químicas y sobre su Destrucción (Convención sobre Armas Químicas) y la Convención sobre la Prohibición del Desarrollo, la Producción y el Almacenamiento de Armas Bacteriológicas (Biológicas) y Toxínicas y sobre su Destrucción (Convención sobre Armas Biológicas) o que modifique las atribuciones del Organismo Internacional de Energía Atómica o la Organización para la Prohibición de las Armas Químicas y exhortó a los Estados Miembros a que suministren información adicional al Comité 1540 sobre el proceso de aplicación en curso de la resolución 1540 (2004), incluyendo hojas de ruta o planes de acción, tal como lo recomienda el informe de dicho Comité, de abril de 2006.

La Asamblea General decidió también, entre otras cosas, invitar al Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE), en el ámbito de su competencia, a reforzar la cooperación entre el Comité 1540 y la Organización de los Estados Americanos y a mantener el tema de “Apoyo a la implementación a nivel hemisférico de la resolución 1540 (2004) del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas” dentro de la agenda de la Comisión de Seguridad Hemisférica. 

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer y cuadragésimo segundo períodos ordinarios de sesiones, sobre la implementación de los mandatos de esta resolución.

62. Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícito de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados  

La resolución AG/RES. 2535 (XL-O/10) de la Asamblea General exhorta a los Estados Miembros den pronta consideración a la ratificación o adhesión, según sea el caso, de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados (CIFTA), así como a la adopción de la Legislación Modelo y Comentarios en relación con la Confiscación y el Decomiso de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados la cual fue aprobada por el Comité Consultivo en su décima primera reunión ordinaria celebrada el 23 de abril de 2010. Asimismo, alentó a los Estados Miembros a que implementen, cuando corresponda, la legislación modelo arriba indicada y a que soliciten, cuando corresponda, la asistencia de la Secretaría Técnica en la formulación y promulgación de dicha legislación.
La Asamblea General convocó, para los días 14 y 15 de abril de 2011 en la sede de la OEA, la décima-segunda reunión ordinaria del Comité Consultivo de la CIFTA de conformidad con el Artículo XXI de la Convención, y respaldar asimismo las reuniones preparatorias que sean pertinentes y solicitó a la Secretaría General que continúe organizando, en el marco de la CIFTA, la Declaración de Bogotá y el Compromiso de Tlatelolco, talleres especializados y programas de capacitación en gestión de arsenales y armas en custodia y su destrucción; identificación, marcaje y rastreo de armas de fuego; fortalecimiento de controles de intermediarios, y fortalecimiento de controles fronterizos y que actualice anualmente el documento “Resumen del cumplimiento de los países con la CIFTA: situación actual de las ratificaciones y legislación nacional en vigor sobre armas de fuego” (CIFTA/CEP-II/doc.5/08).
La Asamblea General, solicitó la inclusión del tema: “Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados” en el calendario de actividades del período 2010-2011 de la Comisión de Seguridad Hemisférica a fin de que el Comité Consultivo de la CIFTA continúe informando periódicamente sobre los desarrollos dados en cumplimiento de lo previsto en la Declaración de Bogotá y en el Compromiso de Tlatelolco.

El Consejo Permanente y el Secretario General deberán informar la Asamblea General sobre el estado de firmas, adhesiones y ratificaciones de la Convención y sobre la implementación de los mandatos de esta resolución, respectivamente.

Adicionalmente invitó a los Estados Miembros, Observadores Permanentes ante la OEA, a las organizaciones internacionales, regionales y subregionales y a la comunidad internacional a que consideren la posibilidad de aportar, de manera voluntaria, recursos financieros al fondo de la OEA establecido para armas de fuego o prestar asistencia técnica, humana y educativa para apoyar la plena implementación de la CIFTA, así como el fortalecimiento de su Secretaría Técnica.

El Consejo Permanente deberá informar sobre la implementación de esta resolución y el Secretario General deberá presentar un informe sobre el estado de firmas, adhesiones y ratificaciones de la Convención a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones.

63. Apoyo al Trabajo del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) 
La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2536 (XL-O/10) reiteró su más enérgica condena al terrorismo, en todas sus formas y manifestaciones, hizo suya la Declaración sobre Colaboración Público-Privada en la Lucha contra el Terrorismo, adoptada por los Estados Miembros del Comité Interamericano contra el Terrorismo (CICTE) en su décimo período ordinario de sesiones y alentó a los Estados Miembros a que apliquen efectivamente los compromisos contenidos en esa Declaración. 

Entre otras decisiones adoptadas mediante esta resolución, la Asamblea General encomendó a la Secretaría del CICTE que implemente los programas y proyectos aprobados en el Plan de Trabajo del CICTE 2010 y a la Secretaría General que continúe prestando, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, apoyo administrativo y cualquier otro apoyo necesario a la Secretaría del CICTE, incluyendo el apoyo al Décimo Primer Período Ordinario de Sesiones del CICTE, que se celebró el 17 de marzo de 2011, así como para la Novena Reunión de los Puntos de Contacto Nacionales ante el CICTE que se llevó a cabo conjuntamente con ese período ordinario de sesiones.
La Presidencia del CICTE deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre el cumplimiento de los mandatos de esta resolución. 
64. Observaciones y recomendaciones al informe anual de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas 
La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2537 (XL-O/10) tomó nota del Informe Anual de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) de 2009 (CP/doc.4489/10), presentado a la Asamblea General del trabajo realizado por los Grupos de Expertos de la CICAD e invitarlos a continuar desarrollando los mandatos que les confiere la Comisión.

La Asamblea General invitó a los Estados Miembros a que consideren hacer aportes financieros voluntarios de manera que aseguren las acciones de la Comisión y los programas adelantados por su Secretaría Ejecutiva; agradecer a la comunidad internacional de donantes sus contribuciones e invitarlos a que continúen brindando apoyo a la CICAD.

Asimismo, reconoció la labor de la CICAD y la instó a que continúe proporcionando, a través de su Secretaría Ejecutiva, asistencia técnica, capacitación y apoyo a los Estados Miembros en las áreas de reducción de la demanda, reducción de la oferta, sistemas de investigación e información relacionados con las drogas, desarrollo alternativo, integral y sostenible, fortalecimiento institucional, control del lavado de activos y educación, con miras a fortalecer las capacidades de los Estados Miembros. 
El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de los mandatos de esta resolución.

65. Mecanismo de Evaluación Multilateral de la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas 
La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2538 (XL-O/10) tomó nota con satisfacción de que, en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) aprobó el informe sobre el Análisis de Recomendaciones del MEM 2010: por ronda y área temática y subregión y de la labor iniciada por el Grupo de Expertos Gubernamentales (GEG), en la preparación de los informes nacionales de la Quinta Ronda de Evaluación.
La Asamblea General encomendó a la CICAD que, a través de su Secretaría Ejecutiva, continúe trabajando con los Estados Miembros para fortalecer el proceso del MEM, y proporcionando la asistencia técnica, capacitación y apoyo a los Estados Miembros en sus esfuerzos para coordinar la recopilación de información para el proceso del MEM, aumentar la concientización de las autoridades nacionales sobre el MEM, e implementar las recomendaciones asignadas por el MEM.

Alentó además la participación oportuna de los Estados Miembros en el proceso de evaluación del Mecanismo de Evaluación Multilateral (MEM), a través de sus Entidades Coordinadoras Nacionales (ECN) y sus Expertos Gubernamentales y a los países para que inicien, mantengan o aumenten sus contribuciones financieras voluntarias al MEM, con el fin de garantizar su continuidad y fortalecer su impacto.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de los mandatos de esta resolución.

66. Seguimiento a las reuniones de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas 

La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2540 (XL-O/10) hizo suyo el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública (MISPA-II/doc.8/09 rev. 4) emanado de la Segunda Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA-II), el cual forma parte integral de esta resolución.

La Asamblea General alentó a los Estados Miembros a que apliquen o continúen aplicando efectivamente el Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas y el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública y solicitar a la Secretaría General que implemente o continúe implementando los mandatos asignados a ella en esos documentos y a la coordinación de las futuras reuniones de la MISPA y de los Ministros de Justicia u Otros Ministros, Procuradores o Fiscales Generales de las Américas (REMJA).

Además, la Asamblea General solicitó al Consejo Permanente que, por medio de la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH), solicite a los Estados Miembros que intercambien información sobre las materias relacionadas con el Compromiso por la Seguridad Pública en las Américas y con el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública. 

La Asamblea acogió la decisión de los Ministros de institucionalizar el proceso de reuniones de los Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas (MISPA) acordado en el Consenso de Santo Domingo sobre Seguridad Pública e invitó a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) a presentar para la consideración de los Estados Miembros el Informe sobre Seguridad Ciudadana y Derechos Humanos en el Consejo Permanente, a través de la CSH.
Por otra parte, instó a la Secretaría General a que concluya, con los aportes de los Estados Miembros, el estudio de factibilidad sobre las mejores formas para fortalecer en la región el entrenamiento y formación de personal con responsabilidad en materia de seguridad pública (MISPA-RE/doc.4/09), a fin de que sea presentado en la próxima Reunión de Expertos en Seguridad Pública como preparación de la MISPA-III, y que mantenga permanentemente informada a la CSH sobre los avances realizados. 

Asimismo solicitó a la Secretaría de Seguridad Multidimensional que elabore, sobre la base de insumos suministrados por los Estados Miembros, entre otros, una recopilación de mejores prácticas y experiencias en temas de la prevención de la delincuencia, la violencia y la inseguridad, gestión de la seguridad pública, gestión de la policía, participación ciudadana y comunitaria, y cooperación internacional. 

La Asamblea General convocó a la Reunión de Expertos en Seguridad Pública, a realizarse en Santiago, Chile, los días 18 y 19 de noviembre de 2010, como preparación de la Tercera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas, y a la Tercera Reunión de Ministros en Materia de Seguridad Pública de las Américas, la cual se realizará en la República de Trinidad y Tobago durante el año 2011. 

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de los mandatos de esta resolución. 

67. Estrategia Regional de Promoción de la Cooperación Interamericana para el Tratamiento de Pandillas Delictivas

La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2541 (XL-O/10) hizo suya la Estrategia Regional de Promoción de la Cooperación Interamericana para el Tratamiento de las Pandillas Delictivas: Sugerencias y recomendaciones (CP/CSH-1229/10), la cual forma parte integral de esta resolución, y alentar a los Estados Miembros a que consideren aplicarla, cuando sea el caso. 
Solicitó también a la Secretaría General a que actualice periódicamente los anexos contenidos en la Estrategia Regional de Promoción de la Cooperación Interamericana para el Tratamiento de las Pandillas Delictivas: Sugerencias y recomendaciones con la información solicitada a los Estados Miembros, Observadores Permanentes, organizaciones subregionales, regionales e internacionales y organizaciones de la sociedad civil y a que, en coordinación con los órganos, organismos y entidades de la Organización de los Estados Americanos competentes en el tema, continúe apoyando las iniciativas de los Estados Miembros relacionadas con las pandillas delictivas.

Solicitó la inclusión del tema de “Cooperación interamericana para el tratamiento de las pandillas delictivas” en el calendario de actividades del período 2010-2011 de la Comisión de Seguridad Hemisférica.
Adicionalmente, invitó a los Estados Miembros, los Observadores Permanentes, las organizaciones internacionales, regionales y subregionales y las organizaciones de la sociedad civil a que consideren ofrecer cooperación técnica o financiera, o ambas, a países afectados por delitos y violencia relacionada con las pandillas delictivas y que soliciten tal cooperación.

El Consejo Permanente y la Secretaría General deberán informar a la Asamblea General sobre la implementación de la esta resolución. 

68. Ejecución del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional y fortalecimiento de la cooperación hemisférica 
Mediante la resolución AG/RES. 2543 (XL-O/10), la Asamblea General resolvió impulsar la plena ejecución del Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional, que tiene como propósito principal promover la aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (Convención de Palermo) y sus tres Protocolos por parte de los Estados Miembros de la Organización de los Estados Americanos (OEA)”. 

Al alentar a los Estados Miembros a que mantengan un papel activo en la lucha contra la delincuencia organizada transnacional en sus diversas expresiones y a que adopten las medidas necesarias para implementar el Plan de Acción Hemisférico contra la Delincuencia Organizada Transnacional en sus respectivos países, los exhortó a que participen en la Segunda Reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional.
Solicitó a la Secretaría General que aproveche plenamente los ofrecimientos de los Estados Miembros para que, cuando así lo soliciten otros Estados Miembros, les brinden capacitación, asistencia técnica y fomento de capacidades para prevenir, investigar y erradicar actos de delincuencia organizada transnacional en los ámbitos bilateral, multilateral, subregional y regional que puedan identificarse durante las reuniones del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional de la OEA y otras reuniones, y al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica, considere el temario y calendario de la Segunda Reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional, contando para ello con la asistencia de la Secretaría de Seguridad Multidimensional. 
Instó a los Estados Miembros que aún no lo hayan hecho a que consideren suscribir o ratificar, según sea el caso, la Convención de Palermo y sus Protocolos, y a que los implementen a la brevedad posible y que participen activamente en la Conferencia de las Partes en la Convención de Palermo y que incluso respondan los cuestionarios de auto-evaluación.
La Asamblea General invitó a los Estados Miembros a que se hagan representar en la Sesión de Alto Nivel sobre Delincuencia Organizada Trasnacional de la Asamblea General de Naciones Unidas, a realizarse en Nueva York en junio de 2010 y convocó a la Tercera Reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional durante el segundo semestre de 2010 en la sede de la OEA, y brindar apoyo para las reuniones preparatorias pertinentes. Los invitó por otra parte a seguir considerando el proyecto de documento “Elementos para el Programa de Trabajo del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional” durante la tercera reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional.

También encomendó al Consejo Permanente que, a través de la Comisión de Seguridad Hemisférica, considere el temario de la Tercera Reunión del Grupo Técnico sobre Delincuencia Organizada Transnacional, contando para ello con la asistencia de la Secretaría de Seguridad Multidimensional.

Instó a los Estados Miembros a que identifiquen un punto de contacto nacional para asuntos relacionados con la delincuencia organizada transnacional y solicitó a la Secretaría General que actualice y distribuya el directorio de Puntos de Contacto Nacionales.

Además, solicitó a la Secretaría General que continúe asistiendo a los Estados Miembros que lo soliciten en sus esfuerzos en materia de fomento de la capacidad y asistencia técnica para prevenir, investigar y erradicar actos de delincuencia organizada transnacional, en los ámbitos bilateral, subregional, regional y multilateral, en coordinación con la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito y otras instituciones internacionales pertinentes.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General en su cuadragésimo primer y cuadragésimo segundo períodos ordinarios de sesiones sobre la implementación de esta resolución.

69. Plan de trabajo contra la trata de personas en el hemisferio occidental 
La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2551 (XL-O/10) hizo suyo el Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental, adoptado por la Comisión de Seguridad Hemisférica, el cual forma parte de esta resolución (CP/CSH-1155/09 rev. 10). 

La Asamblea General solicitó a la Secretaría General que implemente los mandatos a ella atribuidos en el Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental, así como en las Conclusiones y recomendaciones de la Primera y Segunda Reuniones de Autoridades Nacionales en Materia de Trata de Personas y exhortó a los Estados Miembros a tomar medidas con miras a la implementación de las acciones sugeridas en dicho Plan de Trabajo. 

Adicionalmente invitó a las organizaciones internacionales, subregionales y regionales, así como a las organizaciones de la sociedad civil y del sector privado a que respalden, cuando corresponda, las actividades detalladas en el Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental. 

También exhortó a los Estados Miembros, que aún no lo hayan hecho, a que consideren ratificar o adherir, según sea el caso, la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Trasnacional y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños y los alentó a que profundicen la efectiva aplicación de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y su Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, Especialmente Mujeres y Niños, y reiterar el compromiso para enfrentar el delito de trata de personas con base en un enfoque integral que tome en cuenta la prevención de la trata, la persecución y el enjuiciamiento de sus autores, la protección, la asistencia y el respeto de los derechos humanos de las víctimas, de conformidad con su legislación nacional, así como el fortalecimiento de la cooperación internacional en la materia. 

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General sobre el cumplimiento de estos mandatos y otros contenidos en la resolución.
70. Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales 

Mediante la resolución AG/RES. 2552 (XL-O/10) la Asamblea General reiteró, según proceda, sus mandatos al Consejo Permanente y a la Secretaría General contenidos en la resolución AG/RES. 2445 (XXXIX-O/09), “Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales”, así como las recomendaciones a los Estados Miembros contenidas en dicha resolución y reafirmó su compromiso con los principios de la Convención Interamericana sobre Transparencia en las Adquisiciones de Armas Convencionales y otros instrumentos relacionados aplicables en los ámbitos global, regional y subregional.
Entre otros mandatos, la Asamblea General solicitó a la Secretaría General que, de conformidad con el artículo V de la Convención, se ponga en contacto con los Observadores Permanentes para que contribuyan al objeto de la Convención mediante la presentación anual de información a la Secretaría General sobre sus exportaciones de armas convencionales a los Estados Parte de la Convención y al Secretario General que presente al Consejo Permanente, antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, un informe sobre el estado de firmas y ratificaciones de esta Convención y adhesiones a la misma.
También solicitó a la Secretaría General que designe un área que se responsabilice de sistematizar la información presentada por los Estados Miembros y, en el ámbito de su competencia, dé seguimiento a la aplicación de la Convención y la encomendó para que organice una página web dedicada a la Convención. 

La Asamblea General recomendó que la Conferencia de los Estados Parte se celebre cada cuatro años e instó a los Estados Parte de la Convención a que identifiquen, de ser posible antes del 15 de septiembre de 2010, puntos de contacto nacionales que contribuyan a la preparación de notificaciones e informes anuales. En este sentido, solicitó que los puntos de contacto nacionales se reúnan cada dos años para preparar la Conferencia de los Estados Parte.

El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de los mandatos de esta resolución.
71. Estrategia Hemisférica sobre Drogas y la Elaboración de Plan de Acción  
La Asamblea General, mediante la resolución AG/RES. 2556 (XL-O/10), hizo suya la Estrategia Hemisférica sobre Drogas, la cual forma parte integral de esta resolución, aprobada por la Comisión Interamericana para el Control del Abuso de Drogas (CICAD) en su cuadragésimo séptimo período ordinario de sesiones, e instar a los Estados Miembros a aplicar la mencionada estrategia.

Asimismo, invitó a todos los Estados Miembros a contribuir y participar en el proceso de elaboración del Plan de Acción, en el marco de la CICAD y encomendó a la Secretaría General que, a través de sus órganos pertinentes y en particular la Secretaría Ejecutiva de la CICAD, brinde su apoyo técnico-administrativo al proceso de elaboración del Plan de Acción.

El Consejo Permanente deberá informar, con el apoyo de la Secretaría General, sobre la implementación de esta resolución.

72. Las Américas como zona libre de minas terrestres antipersonal
La Asamblea General aprobó la resolución AG/RES. 2559 (XL-O/10) mediante la cual renovó su apoyo a los esfuerzos de los Estados Miembros por librar a sus territorios de minas terrestres antipersonal y destruir las existencias, y por convertir a las Américas en la primera zona libre de minas terrestres antipersonal del mundo; apoyó los trabajos de acción integral humanitaria contra las minas antipersonal en la República de Nicaragua, lo cual permitirá que se declare a Centroamérica zona libre de minas el próximo año. 

Instó a los Estados Parte que solicitaron prórrogas en virtud del artículo 5 de la Convención sobre la Prohibición del Empleo, Almacenamiento, Producción y Transferencia de Minas Antipersonal y sobre su Destrucción (Convención de Ottawa) a que realicen todos los esfuerzos necesarios para cumplir con sus obligaciones en los plazos establecidos y subrayó la responsabilidad de todos los Estados Miembros de continuar su vital cooperación en el área de acción contra las minas como una prioridad nacional, subregional y regional, y como una manera de promover la confianza y la seguridad, y de elaborar declaraciones sobre las metas por alcanzar, contribuir con recursos y colaborar con el Programa de Acción Integral contra las Minas Antipersonal (AICMA) de la Organización de los Estados Americanos (OEA).

Adicionalmente, invitó a todos los Estados Parte a que participen en la Décima Reunión de los Estados Parte de la Convención de Ottawa, del 29 de noviembre al 3 de diciembre de 2010, en Ginebra, Suiza, como una forma de demostrar su continuo compromiso con los objetivos de dicha convención. 
La Asamblea condenó el empleo, almacenamiento, producción y transferencia de minas antipersonal por parte de los actores no estatales e hizo un llamamiento a los actores no estatales a que observen la norma internacional establecida por la Convención de Ottawa de facilitar el progreso hacia un mundo libre de minas y condenó asimismo, el uso de minas terrestres antipersonal y artefactos explosivos improvisados por parte de actores no estatales, en particular los grupos armados al margen de la ley en Colombia.

La Asamblea General encomendó a la Secretaría General que siga prestando el apoyo necesario a los Estados Miembros para continuar los programas de desminado y los encaminados a la educación preventiva de la población civil, la rehabilitación de las víctimas y sus familias, y la recuperación socioeconómica de las zonas desminadas y reiteró el mandato otorgado a la Secretaría General para que, a través del Programa AICMA, continúe con sus esfuerzos ante los Estados Miembros, Estados Observadores, otros Estados y organizaciones donantes, para la identificación y obtención de los recursos financieros voluntarios para los programas de desminado y acción integral contra las minas antipersonal que ejecuten los Estados Miembros en sus respectivos territorios, así como para continuar cooperando en los proyectos de asistencia a la acción integral contra las minas antipersonal, incluidos el desminado humanitario, la rehabilitación física y psicológica de las víctimas y sus familias, la educación preventiva y la recuperación socioeconómica de las zonas desminadas. Asimismo solicitó a la Junta Interamericana de Defensa que continúe prestando asesoría técnica al Programa AICMA. 

La Asamblea General también hizo un llamamiento a todos los Estados Parte y a los Estados que no son parte que comparten los objetivos de la Convención de Ottawa a que tomen todas las medidas necesarias en los ámbitos nacional, subregional, regional e internacional para dar cumplimento a los compromisos establecidos en la Declaración de Cartagena: Un compromiso compartido por un mundo libre de minas e implementar el Plan de Acción de Cartagena 2010-2014: Poner fin al sufrimiento causado por las minas antipersonal.

Finalmente, reiteró la importancia de la participación de todos los Estados Miembros en el Registro de Minas Terrestres Antipersonal de la OEA, a más tardar el 15 de abril de cada año, en cumplimiento de la resolución AG/RES. 1496 (XXVII-O/97) y felicitar a los Estados Miembros que han proporcionado regularmente sus informes con este fin, encomendando que proporcionen al Secretario General de la OEA una copia de los informes sobre medidas de transparencia presentados al Secretario General de las Naciones Unidas conforme al artículo 7 de la Convención de Ottawa. En este sentido, y recogiendo el espíritu de la Convención de Ottawa, invitar a los Estados Miembros que aún no son parte a que consideren proporcionar en forma voluntaria esta información.

El Consejo Permanente y a la Secretaría General deberán informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de los mandatos de esta resolución. 
73. Apoyo a las actividades de la Junta Interamericana de Defensa (JID) 
La resolución AG/RES. 2573 (XL-O/10) de la Asamblea General, alentó a la JID a que, en cumplimiento de su Estatuto, siga brindando pronta asistencia técnica, consultiva y educativa, en temas relacionados con asuntos militares y de defensa a los Estados Miembros que lo soliciten; a continuar fortaleciendo sus canales de comunicación con la Comisión de Seguridad Hemisférica (CSH), de conformidad con las funciones establecidas en su Estatuto; a que continúe brindando asistencia técnica a los Estados Miembros en la elaboración e intercambio de Libros Blancos de Defensa, cuando corresponda, y en la presentación de informes anuales a la OEA sobre la aplicación de las medidas de fomento de la confianza y la seguridad (MFCS) y a que en coordinación con la Secretaría General y otras entidades de la Organización, continúe prestando a los Estados Miembros y a los órganos de la OEA servicios de asesoramiento técnico y consultivo en casos de desastres. 

La Asamblea General, entre otras actividades, alentó a la JID a que continúe brindando servicios de asesoramiento a los Estados más pequeños, de conformidad con su Estatuto, para apoyar sus esfuerzos frente a las amenazas, preocupaciones y desafíos; que continúe fomentando y promoviendo la participación de la sociedad civil en sus reuniones y actividades, de conformidad con su Estatuto, y que, junto con otras organizaciones y foros hemisféricos de naturaleza similar, promueva el conocimiento de las declaraciones y resoluciones de la OEA sobre asuntos militares y de defensa e invitó a los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros donantes a que, a través de contribuciones voluntarias, respalden las actividades emprendidas por la JID en el cumplimiento de su propósito. 

Asimismo solicitó a la JID a que de conformidad con el artículo 3.f de su Estatuto, promueva entre sus Estados Miembros que proporcionen anualmente información a la Secretaría General sobre la aplicación de la “Lista consolidada de medidas de fomento de la confianza y la seguridad (MFCS) que se deben notificar de conformidad con las resoluciones de la OEA” (CP/CSH-1043/08 rev. 1) y que continúe prestando asesoría técnica al Programa de Acción Integral contra Minas Antipersonal (AICMA), e invitar a los Estados Miembros a continuar contribuyendo con especialistas para el equipo de monitores internacionales de la JID.

La Asamblea General también invitó a los Estados Miembros a que consideren y hagan recomendaciones a la CSH antes del 1 de diciembre de 2010 para fortalecer a la JID y su capacidad para asesorar a los Estados Miembros de la OEA y otros órganos y entidades pertinentes de esta Organización, de conformidad con su Estatuto. Asimismo, solicitó a la Secretaría de la JID y a la Secretaría de Seguridad Multidimensional que promuevan una mayor interacción, de conformidad con el Estatuto de la JID, a fin de fortalecer a la JID como una entidad de la OEA y que presenten un informe a la CSH antes del 1 de diciembre de 2010 y adicionalmente, solicitó a la JID que, de conformidad con su Estatuto, emprenda una evaluación institucional de sus servicios de asesoramiento técnico y consultivo que pueda ofrecer a los Estados Miembros de la OEA, antes del 1 de diciembre de 2010.

La Secretaría General deberá informar a la Asamblea General sobre la implementación de la esta resolución. 
74. Cooperación hemisférica contra el delito de secuestro y asistencia a las víctimas 

Durante el cuadragésimo período ordinario de sesiones, la Asamblea General, mediante la resolución AG/RES. 2574 (XL-O/10) condenó y rechazó enérgicamente el delito de secuestro, en toda circunstancia cualquiera que sea su motivo o propósito e invitó a los Estados Miembros a que consideren la adopción de estrategias nacionales integrales contra el secuestro, en sus diversas modalidades, con especial énfasis en el desarrollo de lineamientos dirigidos a la prevención, persecución, sanción y eliminación del delito, así como la atención a las víctimas y sus familias.
La Asamblea General exhortó a los Estados Miembros, que aún no lo hayan hecho, a tipificar el secuestro en sus diversas modalidades y alentó a que, de conformidad con sus legislaciones nacionales, aumenten sus esfuerzos para prevenir el secuestro, así como investigar, detener y enjuiciar a los secuestradores. Asimismo instó a los Estados Miembros a que, de conformidad con sus legislaciones nacionales, faciliten la cooperación internacional y la asistencia recíproca para, entre otras medidas, localizar, detectar, incautar y decomisar las ganancias obtenidas mediante el secuestro; presten especial atención al serio daño sicológico, social y económico que implica el secuestro tomando, cuando corresponda, medidas legislativas, administrativas o de otra índole que permitan una adecuada prestación de apoyo y asistencia a las víctimas y sus familias y continúen promoviendo la cooperación internacional, incluyendo la extradición, la asistencia jurídica mutua, la colaboración entre las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley y el intercambio y análisis conjunto de la información, con miras a prevenir, sancionar y eliminar el secuestro en el marco del Estado de derecho y respeto de los derechos humanos.

Asimismo, solicitó incluir el tema “Cooperación hemisférica contra el delito de secuestro y asistencia a las víctimas” en el Calendario de Actividades del período 2010-2011 de la Comisión de Seguridad Hemisférica, a fin de promover a nivel hemisférico el intercambio de experiencias, buenas prácticas y lecciones aprendidas en la materia e invitó a los Estados Miembros interesados a plantear el tema del secuestro en la próxima Reunión de Ministros de Seguridad Pública de las Américas.
Por otra parte, la Asamblea General solicitó a la Secretaría General que organice talleres o cursos para intercambiar experiencias y las mejores prácticas en la lucha contra el secuestro y que recopile las distintas legislaciones nacionales respecto al delito de secuestro para conocimiento y beneficio de las autoridades competentes y legisladores de los Estados Miembros.
El Consejo Permanente deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de los mandatos de esta resolución.

75. Apoyo y seguimiento del proceso de Cumbres de las Américas
Mediante la resolución AG/RES. 2563 (XL-O/10), la Asamblea General exhortó a los Estados Miembros a continuar implementando los compromisos de las Cumbres de las Américas así como a promoverlos y difundirlos dentro de sus respectivas administraciones nacionales; reiteró el mandato al Consejo Permanente de coordinar las actividades encomendadas a la Organización de los Estados Americanos (OEA) por las Cumbres de las Américas y encomendar a los órganos, organismos y entidades de la Organización que continúen otorgando la mayor prioridad al cumplimiento de las iniciativas asignadas a ellos por la Asamblea General, de acuerdo con los mandatos de las Cumbres de las Américas, y que informen al respecto regularmente, según corresponda, al Consejo Permanente, al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y a la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC).

De igual manera la Asamblea General solicitó a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres, continúe actuando como memoria institucional y secretaría del proceso de Cumbres de las Américas, continúe apoyando el seguimiento y difusión de los mandatos de las Cumbres, continúe ofreciendo apoyo a los Estados Miembros en la implementación de los mandatos de la Declaración de Compromiso de Puerto España y de futuras Cumbres y en dar seguimiento a la Declaración del Presidente de la Quinta Cumbre de las Américas, y que continúe apoyando las actividades de preparación y coordinación técnica para la siguiente Cumbre de las Américas, a celebrarse en 2012.

La Asamblea General encomendó al Consejo Permanente que continúe promoviendo y facilitando la participación de actores sociales, incluyendo la sociedad civil, organizaciones laborales, grupos indígenas, el sector privado y la juventud en el proceso de Cumbres de las Américas y en actividades relacionadas con los temas asignados a la OEA por dicho proceso, así como los esfuerzos de los Estados Miembros por fomentar dicha participación.

Asimismo, la Asamblea General solicitó a la Secretaría General que informe a la CISC y al Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC) sobre el cumplimiento y seguimiento de los compromisos asumidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España, teniendo presente la Declaración del Presidente de la Quinta Cumbre de las Américas, así como de los compromisos asumidos en Cumbres anteriores, cuya implementación aún continúa; que, a través del Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres, presidido por la Secretaría de Cumbres, continúe coordinando y promoviendo la implementación y seguimiento de los mandatos de Cumbres de las Américas en todas sus instituciones y que, por lo menos una vez por año, celebre una reunión de los jefes de instituciones para examinar los avances logrados y planificar acciones conjuntas, como complemento de las reuniones interinstitucionales de rutina, y preste su asistencia para las actividades preparatorias de la próxima Cumbre de las Américas, a celebrarse en 2012; que continúe brindando el apoyo necesario a las reuniones ministeriales y sectoriales relacionadas con la implementación de los mandatos y compromisos de las Cumbres en los temas relevantes para la OEA; que a través de la Secretaría de Cumbres, ofrezca pleno apoyo al Gobierno de la República de Colombia en los preparativos para la Sexta Cumbre de las Américas, programada para el año 2012, en la ciudad de Cartagena; y, realice esfuerzos para promover y difundir de los mandatos, compromisos y resultados emanados de las Cumbres de las Américas entre los distintos actores sociales para que éstos contribuyan a su implementación.

Mediante dicha resolución, la Asamblea General solicitó a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres, se esfuerce por continuar explorando e implementando en el proceso de Cumbres de las Américas métodos para promover y aumentar el conocimiento y la participación de los actores sociales en dicho proceso, a través del uso de tecnologías de la información y la comunicación (TIC); y, a la Secretaría de Cumbres que continúe la promoción y capacitación en el uso del Sistema de Seguimiento de las Cumbres de las Américas (SISCA), con el objeto de ayudar a los Estados Miembros en el seguimiento de la implementación de las Cumbres.

Exhortar a los Estados Miembros a que continúen contribuyendo al Fondo Específico del Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres destinado a financiar las actividades del Grupo y solicitó a la Secretaría General que, a través de la Secretaría de Cumbres, presente al Consejo Permanente información sistemática y detallada con respecto a la gestión presupuestaria y financiera de dicho Fondo Específico.

Finalmente, solicitó a la Secretaría General que fortalezca la Secretaría de Cumbres proporcionándole los recursos humanos y financieros para responder de manera eficiente y efectiva con su papel de secretaría técnica del proceso de Cumbres de las Américas; encomendó a la Secretaría General que ejecute las acciones mencionadas en esta resolución, de acuerdo con los recursos asignados en el programa-presupuesto de la Organización y otros recursos, y encomendar al Secretario General que busque fondos voluntarios adicionales para llevar a cabo las actividades mencionadas en esta resolución; y, que presente un informe sobre la implementación de la presente resolución, al cuadragésimo primer período ordinario de sesiones.

76. Seguimiento y ejecución de los mandatos emanados de la Declaración de Compromiso de Puerto España, aprobada en la Quinta Cumbre de las Américas 
La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2564 (XL-O/10) reafirmó los compromisos asumidos por las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno en la Declaración de Compromiso de Puerto España, aprobada en la Quinta Cumbre de las Américas y exhortó a los Estados Miembros y solicitó a la Secretaría General a que continúen ejecutando, promoviendo y difundiendo los compromisos asumidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España, aprobada en la Quinta Cumbre de las Américas; y, encomendó a la Secretaría General que continúe coordinando con otros órganos y entidades de la OEA y con las instituciones que integran el Grupo de Trabajo Conjunto de Cumbres (GTCC) el seguimiento de los compromisos asumidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España, aprobada en la Quinta Cumbre de las Américas.

De igual manera, la Asamblea General resolvió tener presente el contenido de la Declaración del Presidente de la Quinta Cumbre de las Américas, Excelentísimo señor Patrick Manning, Primer Ministro de la República de Trinidad y Tobago, en la que se informa sobre los debates de las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno, sobre la reintegración de Cuba al sistema interamericano, la crisis financiera mundial, la Declaración de Compromiso de Puerto España y Haití.
Asimismo, la Asamblea General alentó a los órganos, organismos y entidades del sistema interamericano, así como a los organismos del sistema de las Naciones Unidas y otras instituciones que integran el GTCC a que den prioridad a la ejecución de las iniciativas contenidas en la Declaración de Compromiso de Puerto España de la Quinta Cumbre de las Américas, y a que informen periódicamente a la Comisión sobre Gestión de Cumbres Interamericanas y Participación de la Sociedad Civil en las Actividades de la OEA (CISC) sobre el progreso alcanzado en la implementación de los mandatos adoptados y los compromisos asumidos; y, encomendó a la Secretaría de Cumbres que utilice y promueva mediante sesiones de capacitación a los Estados Miembros, cuando fuese necesario, el Sistema de Seguimiento de las Cumbres de las Américas (SISCA) para facilitar su uso en la presentación de informes acerca de las acciones y avances de los mandatos emanados de las Cumbres y que provea actualizaciones a la CISC y al Grupo de Revisión de la Implementación de Cumbres (GRIC) sobre la implementación y seguimiento de los compromisos asumidos en la Declaración de Compromiso de Puerto España. 
La Secretaría General deberá informar a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución. 

77. Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la Organización de los Estados Americanos y en el proceso de Cumbres de las Américas 
Al reafirmar el compromiso y la voluntad de los Estados Miembros y de la OEA de continuar de continuar fortaleciendo e implementando acciones concretas y mecanismos eficaces de participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA y en el proceso de Cumbres de las Américas, mediante la resolución AG/RES. 2612 (XL-O/10), la Asamblea General encomendó al Consejo Permanente, al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y a la Secretaría General que, en coordinación con todos los órganos, organismos y entidades de la OEA, continúen facilitando la implementación de las estrategias para incrementar y fortalecer la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA, aprobadas por el Consejo Permanente mediante la resolución CP/RES. 840 (1361/03) y ratificadas por la Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 1915 (XXXIII-O/03), “Aumento y fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA”.

De igual manera, la Asamblea general encomendó al Consejo Permanente que continúe promoviendo y facilitando la participación de la sociedad civil en las Cumbres de las Américas y en las actividades desarrolladas por la OEA como resultado del proceso de Cumbres de las Américas, así como los esfuerzos de los Estados Miembros por fomentar dicha participación; a la vez que decidió también continuar promoviendo y apoyando activamente el registro de las organizaciones de la sociedad civil y su participación en las actividades de la OEA, así como en sus órganos, organismos y entidades, con el apoyo de la Secretaría General y de conformidad con la resolución CP/RES. 759 (1217/99) “Directrices para la participación de las organizaciones de la sociedad civil en las actividades de la OEA”.

También, la Asamblea General alentó a todos los Estados Miembros, Observadores Permanentes y otros donantes, según la definición del artículo 74 de las Normas Generales para el Funcionamiento de la Secretaría General y demás normas y reglamentos de la Organización, a que consideren contribuir al Fondo Específico para financiar la participación de las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales en las actividades de la OEA y el proceso de Cumbres de las Américas, a fin de mantener y promover su participación eficaz en las actividades de la Organización, de conformidad con las metas establecidas por la Asamblea General y por los Jefes de Estado y de Gobierno en el proceso de Cumbres de las Américas, incluido el Diálogo de los Jefes de Delegación con el Secretario General y representantes de organizaciones de la sociedad civil.

La Asamblea General continuó exhortando a los Estados Miembros a que participen en el Diálogo de los Jefes de Delegación con representantes de las organizaciones de la sociedad civil en la Asamblea General y en el Diálogo de Ministros de Relaciones Exteriores con los representantes de actores sociales en la Cumbre de las Américas; y, continúen sus esfuerzos, nacionales y multilaterales, por abrir a las organizaciones de la sociedad civil y otros actores sociales mayores espacios de participación en las actividades de la Organización y en el proceso de Cumbres de las Américas.

Mediante la presente resolución, la Asamblea General alentó a los Estados Miembros a que continúen informando acerca de los procedimientos y la normativa existente en materia de consulta con la sociedad civil para permitir el intercambio de experiencias y mejores prácticas entre los Estados Miembros; y, reconocer los esfuerzos realizados por Perú como país anfitrión del cuadragésimo período ordinario de sesiones de la Asamblea General por trabajar conjuntamente con la Secretaría General y con las organizaciones de la sociedad civil para facilitar y organizar su participación en el Diálogo de Jefes de Delegación, de conformidad con las disposiciones de la resolución CP/RES. 840 (1361/03), y alentar a futuros anfitriones a que continúen basándose en estas tradiciones. 

La Asamblea General de la OEA encomendó a la Secretaría General que continúe apoyando a los Estados Miembros que así lo soliciten en sus esfuerzos por aumentar la capacidad institucional de los Gobiernos para recibir, integrar e incorporar los aportes y las causas de la sociedad civil y a los Estados Miembros, que continúen analizando el Borrador de la estrategia de fortalecimiento de la participación de la sociedad civil en las actividades de la Organización de los Estados Americanos (OEA) (CP/CISC-422/09 rev.1) y solicitar al Consejo Permanente que considere la propuesta final con el fin de promover un esquema coordinado que facilite la participación de la sociedad civil en las actividades de la OEA.

El informe del Consejo Permanente a la Asamblea General deberá incluir el informe que la Secretaría General presente al Consejo Permanente, antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General, sobre la implementación de la esta resolución.
78. Establecimiento del nivel global presupuestario 2012 y las fuentes de financiamiento
La Asamblea General, mediante resolución AG/RES. 1 (XL-E/10) rev. 1, encomendó a la Subcomisión de Asuntos Administrativos y Presupuestarios de la Comisión Preparatoria de la Asamblea General que considere una propuesta a ser elevada a la Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones a celebrarse en junio de 2011, a fin de establecer el nivel global presupuestario y las fuentes de financiamiento para el programa-presupuesto 2012. Los ingresos para financiar el programa-presupuesto de 2012 incluirán: ingresos por concepto de cuotas, ingresos por concepto de intereses y alquileres, aportes por dirección técnica y apoyo administrativo provenientes del Fondo Especial Multilateral del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (FEMCIDI) y de los fondos fiduciarios y específicos, y todos los otros ingresos varios. El nivel global presupuestario deberá incluir una propuesta para cubrir los aumentos reglamentarios y por costo de vida.

La Asamblea General considerará una propuesta de nivel global para el presupuesto de 2012 y fuentes de financiamiento. 

79. Continuación de la participación en el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral de los Estados Miembros que no han ratificado el Protocolo de Managua 

La Asamblea General en su cuadragésimo período ordinario de sesiones acordó mediante resolución AG/RES. 2566 (XL-O/10), “extender la vigencia de la resolución AG/RES. 2 (XXII-E/96), ‘Participación en el Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) de los Estados Miembros que no hayan ratificado el Protocolo de Managua cuando éste entre en vigor’, hasta el próximo período ordinario de sesiones de la Asamblea General, en el cual se revisará la situación si en ese momento aún existieran Estados Miembros que no hubiesen ratificado el Protocolo de Managua.”
La Asamblea General, en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, recibirá el informe solicitado.
80. Informe de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI 

Los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Quinta Cumbre de las Américas, instruyeron a sus ministros, en especial los responsables de finanzas, planificación y desarrollo social, a que inicien o fortalezcan la revisión de los programas nacionales de protección social, inclusión y erradicación de la pobreza, si así se considera necesario, con el fin de aumentar la eficiencia y eficacia, reducir duplicaciones, identificar brechas a nivel nacional y optimizar el uso de los recursos y los instruyen a que intercambien las experiencias y mejores prácticas que emanen de esas revisiones en la Segunda Reunión de Ministros y Autoridades de Alto Nivel de Desarrollo Social, llevada a cabo en Colombia, en el año 2010. 

En ese sentido el diálogo de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social se centró en el tema “Fortaleciendo y brindando sostenibilidad a los sistemas de protección social” y este encuentro propició un diálogo sobre el fortalecimiento de los sistemas de protección social como estrategia integral para atender los desafíos de la pobreza, la pobreza extrema, la desigualdad y la inequidad en América Latina y el Caribe; las alianzas para enfrentar de manera más efectiva la pobreza, en particular la pobreza extrema, extrema, la desigualdad, la inequidad y la vulnerabilidad desde el sector público con organizaciones no gubernamentales, la academia, el sector privado y las organizaciones comunitaria; así como los desafíos intersectoriales de las políticas sociales: i) La promoción de empleo y generación de ingresos, ii) El fortalecimiento de las políticas de seguridad alimentaria y iii) Gestión de riesgo y reconstrucción social para reducir la vulnerabilidad de las víctimas de desastres naturales. 

Asimismo, durante dicho encuentro, las delegaciones llamaron a fortalecer la Red Interamericana de Protección Social como un mecanismo de cooperación hemisférica en materia de combate a la pobreza y la inequidad, y a fomentar las transferencias de experiencias exitosas y el análisis de los principales desafíos de las estrategias de protección social.

Durante este encuentro, los Ministros y Altas Autoridades aprobaron un Comunicado (CIDI/REMDES/doc.5/10 rev. 5), el cual está contenido en el Informe Final de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Social en el ámbito del CIDI (CIDI/REMDES/doc.11/10).
La Asamblea General recibirá el informe de este encuentro Ministerial en su cuadragésimo primer período ordinario. 

81. Portal Educativo de las Américas: Diez años en el fortalecimiento del Desarrollo humano en el Hemisferio a través de la educación a distancia

Incorporado a solicitud de la Delegación de Chile.  Las y los Jefes de Estado y de Gobierno en la Segunda Cumbre de las Américas, celebrada en Santiago, Chile, en abril de 1998, declararon la importancia de fortalecer los programas de educación a distancia y el establecimiento de redes de información; y en la Tercera Cumbre de las Américas, se le asignó la máxima importancia al desarrollo del potencial humano y se adoptó la iniciativa “Conectando las Américas”, destinada a “movilizar y compartir recursos humanos a fin de fortalecer nuestra capacidad para aplicar las tecnologías de la información y la comunicación en el desarrollo humano”.

Asimismo, cabe recordar que el desarrollo de los recursos humanos es un elemento transversal del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo 2006-2009 vigente, el cual reconoce el desarrollo de los recursos humanos como un componente indispensable de la cooperación solidaria para el desarrollo y establece que “se aprovecharán los distintos instrumentos que aportan las nuevas tecnologías de la información y la comunicación, para beneficiarse de las modalidades de enseñanza y aprendizaje a distancia, los enfoques multimedios y los sistemas de educación vía satélite. Es importante resaltar que a lo largo de sus diez años de vida el Portal Educativo de las Américas impartió más de 180 ediciones de cursos a distancia, beneficiando a más de 21.000 ciudadanos de las Américas.

Durante su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, la Asamblea General recibirá una actualización sobre esta iniciativa.
82. 2011: Año Interamericano de la Cultura

Incluido a solicitud de la delegación de Brasil.  La resolución AG/RES. 2486 (XXXIX-O/09) “2011: Año Interamericano de la Cultura”, invita a los Estados Miembros a desarrollar iniciativas que celebren y fortalezcan su diversidad cultural y la creatividad artística de sus pueblos en el marco del Año Interamericano de la Cultura. En ese sentido, la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), entre los meses de junio y octubre del 2010, en el seno del cual se desarrolló la estrategia del año, posteriormente aprobada por la CEPCIDI (CEPCIDI/doc.965/10), la cual fija como objetivos del Año: Ofrecer una plataforma para promover el papel clave que desempeña la cultura para el desarrollo económico, social y humano; Destacar la rica diversidad cultural de las Américas; Promover el desarrollo y la implementación de políticas públicas en los Estados Miembros garantizando la sostenibilidad de los resultados obtenidos en 2011: Año Interamericano de la Cultura; y Difundir y destacar el trabajo que realiza la CIC.

Es importante destacar que el lema “Nuestras Culturas, Nuestro Futuro” que sintetiza la misión acordada del Año: “El Año Interamericano de la Cultura celebra las diversas culturas de las Américas y promueve el papel central que desempeña la cultura en el desarrollo económico, social y humano de todas las comunidades”.

La Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones considerará el tema. 

83. Informe de la Segunda Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible en el ámbito del CIDI 

Atendiendo el mandato de la Quinta Cumbre de las Américas que instruye a los ministros y las autoridades responsables del desarrollo sostenible a que se reúnan en 2010, bajo los auspicios de la OEA y en seguimiento de la Primera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible celebrada en Santa Cruz de la Sierra, Bolivia, en la cual se aprobó la Declaración de Santa Cruz + 10 y el Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible (2006-2009) (PIDS) que fueron hecho suyos por la Asamblea General mediante resolución AG/RES. 2312 (XXXVII-O/07), los Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible celebraron un segundo encuentro en Santo Domingo, República Dominicana, del 17 al 19 de noviembre de 2010. El diálogo de los Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible se centró en el tema “Hacia el Desarrollo Sostenible en las Américas” y este encuentro propició una oportunidad para dar seguimiento a la Declaración de Santa Cruz+10, así como a la implementación del Programa Interamericano para el Desarrollo Sostenible(PIDS) (2006-2009), y dialogar sobre la vulnerabilidad en el marco del desarrollo sostenible, la gestión del riesgo en la planificación y los aspectos institucionales y de gestión frente al cambio climático. Asimismo, los Ministros y Altas Autoridades de Desarrollo Sostenible aprobaron la Declaración de Santo Domingo para el Desarrollo Sostenible de las Américas (CIDI/RIMDS-II/DEC.1/10).

La Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones considerará el tema. 

84. Extensión de la vigencia del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009 

Mediante la resolución AG/RES. 2583 (XL-O/10) la Asamblea General extendió la vigencia del Plan Estratégico de Cooperación Solidaria 2006-2009 hasta el 31 de diciembre de 2011. Teniendo en cuenta en que el marco de la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI) y la Agencia Interamericana para la Cooperación y el Desarrollo (AICD) se está llevando a cabo un proceso de reflexión y consulta sobre los mecanismos de diálogo político en el ámbito del CIDI y del esquema actual de la cooperación solidaria, explorando diversas alternativas con miras a fortalecerlo, la Asamblea General considerará extender la vigencia del Plan hasta el 31 de diciembre de 2012.
La Asamblea General encomendará a la SEDI que presente a la CEPCIDI un informe cuantitativo y cualitativo sobre la implementación del actual Plan Estratégico, y solicitará a la CEPCIDI que evalúe los resultados alcanzados y que empiece a preparar el siguiente Plan Estratégico antes del 31 de octubre de 2011.

Asimismo, la Asamblea General autorizará al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral a que apruebe antes del 31 de diciembre de 2012 el próximo Plan Estratégico de Cooperación Solidaria ad referéndum del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

85. Convocatoria de la Décimo Séptima Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo y respaldo a la Red Interamericana para la Administración Laboral  

Incorporado a solicitud de la Delegación de El Salvador. Las Jefas y Jefes de Estado y de Gobierno, en la Quinta Cumbre de las Américas, acordaron promover “programas de capacitación continua, en colaboración con los representantes de los trabajadores y el sector privado, según sea apropiado, con el objetivo de generar la competencia técnica necesaria para que los trabajadores puedan responder a las demandas del mercado laboral” y, en tal sentido, atendiendo la exhortación de la Quinta Cumbre la Décimo Sexta Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT) se celebró en Buenos Aires, República de Argentina, del 6 al 8 de octubre de 2009 bajo el lema “Enfrentar la crisis con desarrollo, trabajo decente y protección social”, adoptó la Declaración y el Plan de Acción de Buenos Aires, CIDI/TRABAJO/DEC.1/09 (XVI-O/09) y CIDI/TRABAJO/doc.5/09 rev. 1 corr. 1, respectivamente, junto con una resolución de “Aportes de la Décimo Sexta CIMT al Proceso del G-20,” CIDI/TRABAJO/RES.3/09 (XVI-O/09).  Para dar seguimiento a la Declaración y Plan de Acción de Buenos Aires, los Grupos de Trabajo de la Conferencia se reunieron los días 28 y 29 de julio de 2010 en Santo Domingo, República Dominicana y los días 17 al 19 de mayo de 2011 en Washington D. C.

Cabe destacar que la Presidencia de la CIMT, a cargo del Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de Argentina, elevó la Declaración y Plan de Acción de Buenos Aires a la Reunión de Ministros del G-20 realizada en abril de 2010 en Washington D.C. y junto con los demás miembros de la CIMT presentes reiteraron los consensos de los Ministros(as) de las Américas relativos a la necesidad de mantener al empleo en el centro de la recuperación de la crisis económica. Asimismo, el diálogo político logrado a través de la Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT) se ha visto complementado y enriquecido por las acciones de cooperación y asistencia técnica que se concretan a través de la Red Interamericana para la Administración Laboral (RIAL).  En tal sentido, la RIAL ha logrado fortalecer institucionalmente a los Ministerios de Trabajo de la región en aspectos como el diseño de nuevos productos o servicios, la mejora de programas en ejecución, la definición de procedimientos internos, la formulación de actividades de capacitación y la reforma al marco legal o normativo.  Adicionalmente, la RIAL ha intensificado el diálogo, la colaboración y la asistencia entre funcionarios gubernamentales, representantes de trabajadores y empleadores, y organismos internacionales como la Organización Internacional del Trabajo (OIT), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL), entre otros.

El Gobierno de El Salvador ha ofrecido celebrar la Décimo Séptima CIMT los días 31 de octubre y 1 de noviembre de 2011, la cual fue convocada por la Comisión Ejecutiva Permanente del CIDI. La Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones considerará el tema. 

86. Mejorando la transparencia y la efectividad de la Comisión Interamericana de Puertos

Incorporado a solicitud de la Delegación de los Estados Unidos. Durante el cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, la Asamblea General considerará la pertinencia de instruir al Secretario de la Comisión Interamericana de Puertos (CIP) que presente el nuevo modelo de informe de presupuesto a la Comisión Ejecutiva del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), a más tardar el 17 de junio de 2011 y que le presente a la CEPCIDI informes financieros trimestrales mediante el uso del Nuevo modelo de informe de presupuesto, dentro de un período de 30 días a partir del final de cada trimestre, a partir del 1 de julio de 2011. Asimismo, se solicitó que, a más tardar el 1 de julio de 2011, se presente un informe sobre la implementación de la resolución CECIP/RES. 9 (XII-11), “Plan Piloto de Nuevos Procedimientos para Gestión y Cumplimiento de Tareas de Comités y Subcomités”.

La Asamblea General también solicitará a la CEPCIDI que considere los informes antes mencionados solicitados a la Secretaría de la CIP y aquellos para información de la CIP, junto con cualquier recomendación que considere pertinente para mejorar el trabajo de la Comisión.
87. El cambio climático en los países del Hemisferio 

Mediante resolución AG/RES. 2588 (XL-O/10), la Asamblea General reafirmó los compromisos asumidos en los instrumentos, resoluciones y declaraciones pertinentes sobre desarrollo sostenible y cambio climático en el marco de la Organización de los Estados Americanos (OEA) y resolvió continuar y fortalecer los esfuerzos que se realizan desde la OEA para contrarrestar los efectos adversos del cambio climático, aumentar la capacidad de adaptación de los Estados, de las poblaciones y de los ecosistemas vulnerables al cambio climático y aumentar esfuerzos para mitigar las emisiones de gases de efecto invernadero. 

Asimismo, en dicha resolución instó a todos los Estados Miembros de la OEA a trabajar conjuntamente para asegurar el éxito de la Décimo Sexta Conferencia de las Partes (COP 16) de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático y la Sexta Reunión de las Partes (COP-MOP 6) del Protocolo de Kyoto, a celebrarse en México, del 29 de noviembre al 10 de diciembre de 2010.  Igualmente, instó a los Estados Miembros a buscar un resultado consensuado, equitativo y eficaz, producto de un proceso inclusivo y transparente en Cancún, tomando en cuenta todas las posiciones negociadoras. 

La Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones considerará el tema. 

88. Séptima Reunión Interamericana de Ministros de Educación 

Incluido a solicitud de la Delegación de Suriname. Los Jefes de Estado y de Gobierno reunidos en la Quinta Cumbre de las Américas reconocieron que la educación es un proceso de toda la vida, que promueve la inclusión social y la ciudadanía democrática y permite a la persona contribuir plenamente al desarrollo de la sociedad; e hicieron un llamamiento a los Ministros de Educación para que, con el apoyo de la Organización de los Estados Americanos (OEA), instituciones regionales e internacionales especializadas y organizaciones de la sociedad civil, desarrollen estrategias para hacer accesible la educación secundaria de calidad para todos nuestros jóvenes para el año 2015, especialmente para los grupos más vulnerables y aquellos con necesidades educativas especiales; y que estas estrategias deberán basarse en los principios de equidad, calidad, pertinencia y eficiencia en la educación, tomando en cuenta la perspectiva de género y la diversidad estudiantil, y deberán alentar la innovación y la creatividad.

La resolución CEPCIDI/RES.178 (CLVVI-O/11) recibió con beneplácito el ofrecimiento del Gobierno de Suriname para celebrar la Séptima Reunión Interamericana de Ministros de Educación en el ámbito del CIDI, los días 1 y 2 de marzo de 2012 en dicho país.

La Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones considerará el tema. 
89. Adecuación de los Congresos Interamericanos de Ministros de Turismo al ámbito del CIDI y Celebración del XIX Congreso Interamericano de Turismo 
Incluido a solicitud de la delegación de El Salvador. La Asamblea General, mediante resolución AG/RES. 1594 (XXVIII-O/98), declaró que “existe la necesidad de encausar hacia el ámbito del CIDI el diálogo que actualmente se lleva a cabo en algunas conferencias especializadas cuyas áreas temáticas guardan correspondencia con ámbitos de cooperación del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral,” y por lo tanto, “encomendó al Congreso Interamericano de Turismo que celebre sus reuniones a nivel ministerial, en el marco de las reuniones sectoriales del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI), en correspondencia con la prioridad del Desarrollo Sostenible del Turismo establecida en el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria 1997-2001.”

La CEPCIDI, mediante resolución CEPCIDI/RES.171/10 (CLXIII-O/10) agradece al Gobierno de El Salvador por su ofrecimiento para ser sede del XIX Congreso Interamericano de Turismo y lo convoca para los días 29 y 30 de septiembre de 2011 en la ciudad de San Salvador, El Salvador.
Asimismo, resalta que mediante resolución AG/RES. 1678 (XIX-O/99), la Asamblea General instó a los Congresos a presentar al CIDI, a través del Comité Ejecutivo Permanente de CIDI (CEPCIDI), las modificaciones necesarias a sus reglamentos, para adecuar sus reuniones de nivel ministerial a los mecanismos existentes en ámbito del CIDI. En ese sentido igualmente, la resolución AG/RES. 1678 (XIX-O/99), modificó el Estatuto del CIDI, para facilitar el establecimiento de las comisiones interamericanas como órganos subsidiarios de CIDI, para mejorar el diálogo sectorial y, entre otros, apoyar en la preparación y seguimiento de reuniones especializadas o sectoriales a nivel ministerial. La Asamblea General considerará también abolir el plan de organización de los Congresos Interamericanos de Turismo y establecer que tales congresos ya no se reúnan como conferencia interamericana especializada, sino como reuniones sectoriales de la CIDI a nivel ministerial, conforme al Estatuto de la CIDI. Considerará también que estas reuniones sean convocadas, a partir de la número veinte, como “Congreso Interamericano de Ministros y Altas Autoridades de Turismo”. 

En su trigésimo primer período ordinario de sesiones, la Asamblea General, mediante resolución AG/RES. 1811 (XXXI-O/01), recomendó “que sea considerado la creación de una Comisión Interamericana de Turismo”, la cual estaría integrada por autoridades sectoriales de nivel político técnico.
La Asamblea General, durante su cuadragésimo primer período de sesiones considerará el tema.
90. Extensión del mandato del Grupo de Trabajo de la CEPCIDI encargado del fortalecimiento del CIDI y sus órganos  

Mediante resolución AG/RES. 2609 (XL-O/10) la Asamblea General reconoció el progreso del Grupo de Trabajo de la CEPCIDI para el fortalecimiento del CIDI y solicita al CIDI que informe a la Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones.  Se informará sobre los progresos alcanzados al respecto y se considerará la extensión del mandato del Grupo de Trabajo.
91. Tercera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en el ámbito del CIDI 

Incorporado a solicitud de la Delegación de Panamá. Teniendo en cuenta que el área de ciencia y tecnología ha sido considerada como área prioritaria en el proceso de Cumbres de las Américas, y lo cual fue reafirmado en el Plan Estratégico de Cooperación Solidaria para el Desarrollo Integral 2006-2009, las y los Jefes de Estado y de Gobierno en la Quinta Cumbre de las Américas, reconocieron “que los beneficios de la sociedad del conocimiento deben alcanzar a todos los ciudadanos de las Américas. Asimismo considera[ron] que reducir la brecha digital en y entre las naciones de las Américas, es una de las condiciones para alcanzar los objetivos de desarrollo acordados internacionalmente, incluidos aquellos de la Declaración del Milenio.” Por lo que renovaron su “compromiso de colaborar con las agencias regionales, subregionales y multinacionales para progresar en la implementación de los resultados de la Cumbre Mundial sobre la Sociedad de la Información (CMSI), la Agenda de Conectividad para las Américas, el Plan de Acción de Quito, la Declaración de la Asamblea General de la OEA llevada a cabo en Santo Domingo, República Dominicana en el año 2006 ‘Gobernabilidad y Desarrollo en la sociedad del conocimiento’, y tomamos nota del Plan de Acción eLAC 2010 contenido en el Compromiso de San Salvador del año 2008.” Adicionalmente, hicieron “un llamamiento a [sus] ministros y autoridades de alto nivel responsables de las tecnologías de la información y la comunicación (TIC), de la salud y de la educación, para que promuevan el uso de las TIC, en todas aquellas áreas en que éstas puedan mejorar nuestros sectores público y privado, la calidad de vida de nuestras poblaciones y busquen mejorar el acceso de los hogares y comunidades”.

Asimismo, cabe mencionar que en seguimiento a la Segunda Reunión Ministerial, celebrada en México en 2008, la Comisión Interamericana de Ciencia y Tecnología (COMCyT) celebró su Sexta Reunión Ordinaria el 9 y 10 de septiembre de 2010 (CIDI/COMCYT-VI/doc.9/10), durante la cual las autoridades recomendaron continuar trabajando en a) atraer mayores inversiones públicas y privadas, y hacer atractiva la inversión; b) dar mayor énfasis a la educación y preparación de recursos humanos y en ese sentido, iniciar la educación científica a temprana edad, de manera de incentivar a los jóvenes a elegir carreras en el área. Además mejorar la educación tanto en el Sistema Formal (colegios, universidades) como en el Sistema Informal (canales de TV, publicaciones) en apoyo a la apropiación de la ciencia; c) poner énfasis en la ingeniería con componentes de innovación y emprendedurismo; d) crear más y mejores nexos y vínculos colaborativos entre el sector público, sector privado y las universidades; e) promover una mayor participación de las mujeres en la Ciencia, Tecnología y la Ingeniería; y f) fomentar la colaboración entre los países de la región para enfrentar retos comunes, incluyendo el compartir y replicar las experiencias exitosas con otros países de manera de aprovechar las sinergias.
Atendiendo el ofrecimiento de sede de la Tercera Reunión de Ministros y Altas Autoridades de Ciencia y Tecnología en el ámbito del CIDI del Gobierno de la República de Panamá, la CEPCIDI mediando resolución CEPCIDI/RES. 181 (CLXVIII-O/11) convoca esta reunión para los días 17 y 18 de noviembre de 2011 en Ciudad de Pananá, Panamá.
La Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones considerará el tema. 
92. Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas

La Asamblea General mediante la resolución AG/RES. 2571 (XL-O/10) destacó la importancia de los avances en la implementación del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, el cual contribuye a lograr una mayor comprensión de las distintas dimensiones de la educación para la democracia en las Américas, apoyar el fortalecimiento de la capacidad en los Estados Miembros y promover la cooperación horizontal en la educación formal y no formal sobre temas claves para una ciudadanía democrática en las Américas.

Encomendó a la Secretaría General que continúe desarrollando actividades en el marco del Programa y solicitó que, a través de la Secretaría Ejecutiva para el Desarrollo Integral (SEDI) y de la Secretaría de Asuntos Políticos, continúe apoyando al Consejo Permanente, al Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI) y a los Estados Miembros en el diseño y la ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas, y que informe regularmente al CIDI y al Consejo Permanente.

Encomendó a la Comisión Interamericana de Educación (CIE) que, en colaboración con la SEDI, la Secretaría de Asuntos Políticos y otros órganos pertinentes del sistema interamericano, lleve a cabo el seguimiento de la ejecución del Programa Interamericano sobre Educación en Valores y Prácticas Democráticas e invitó a los Estados Miembros y a los Observadores Permanentes, así como a las personas o a las entidades públicas y privadas nacionales o internacionales que lo deseen, a que realicen contribuciones voluntarias para respaldar el desarrollo e implementación del Programa.

El CIDI, con el apoyo de la SEDI, deberá informar a la Asamblea General en su cuadragésimo primer período ordinario de sesiones, sobre la implementación de esta resolución.

93. Informe sobre el Problema Marítimo de Bolivia
Incorporado a solicitud de la Delegación de Bolivia. La resolución AG/RES. 989 (XIX-O/89) dispuso que la consideración de este tema quedara abierta para cualquiera de los próximos períodos ordinarios de sesiones de la Asamblea General, a requerimiento de una de las partes involucradas.  La Delegación de Bolivia, solicitó la inclusión del tema (AG/CP/doc.792/11) y la  Subcomisión de Temario y Procedimientos, en su sesión celebrada el 13 de abril de 2011, acordó incorporarlo en el proyecto preliminar de temario.
La Delegación de Chile dejó expresa constancia de su desacuerdo.
94. Protección de los Derechos Humanos de los Migrantes Extracontinentales

Incorporado a solicitud de la Delegación de Panamá (AG/CP/doc.793/11; AG/CP/doc.793/11 add.1)

95. Apoyo a la labor de la Comisión del Mar Caribe

Incorporado a solicitud de la Delegación de Barbados (AG/CP/doc.794/11)

96. VI Juegos Panamericanos, Guadalajara 2011

Incorporado a solicitud de la Delegación de México (AG/CP/SUB.TP-207/11)

97. Conferencia de Apoyo a la Estrategia de Seguridad en Centroamérica

Incorporado a solicitud de la Delegación de Guatemala (AG/CP/SUB.TP-214/11)

98. Impacto socioeconómico y ambiental del cambio climático en los países del Hemisferio
Incorporado a solicitud de la Delegación de Antigua y Barbuda (AG/CP/SUB.TP-215/11)

99. Promoción de los derechos a la libertad de reunión y de asociación en las Américas

Incorporado a solicitud de la Delegación de los Estados Unidos (AG/CP/SUB.TP-216/11)

100. Protección al Consumidor: Consolidación de la Red Consumo Seguro y Salud y Creación de un sistema Interamericano de Alertas Rápidas

Incorporado a solicitud de la Delegación de Brasil. La Asamblea General, mediante resolución AG/RES. 2549 (XL-O/10) solicitó a la Secretaría General que continúe realizando esfuerzos para la promoción de la defensa de los consumidores y, en especial, para la coordinación de sus actividades con las de organismos nacionales de defensa del consumidor y otras organizaciones. 
Solicitó a la Secretaría General que presente los resultados de la implementación de la primera etapa de la Red de Consumo Seguro y Salud en las Américas al Consejo Permanente antes del cuadragésimo primer período ordinario de sesiones de la Asamblea General.

101. Promoción de la responsabilidad social de las empresas en el Hemisferio
Incorporado a solicitud de la Delegación de Canadá durante la reunión de la Subcomisión de Temario y Procedimientos celebrada el 18 de abril de 2011

102. Importancia de la creación de CSIRTs Nacionales y la Cooperación de los Estados Miembros de la OEA en Materia de Seguridad Cibernética
Incorporado a solicitud de la Delegación de El Salvador (AG/CP/SUB.TP-227/11)

103.
Cambio de fecha del cuadragésimo segundo período ordinario de sesiones de la Asamblea General

Incorporado a solicitud de la Delegación de Bolivia (AG/CP/doc.808/11)
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�.	El Informe Anual del Secretario General se incluye en la sección A, III.  La Comisión General, la Comisión de Asuntos Jurídicos y Políticos y la Comisión de Seguridad Hemisférica considerarán, según corresponda y de acuerdo a los artículos 16 y 18 del Reglamento del Consejo Permanente, informes anuales de los órganos, organismos y entidades de la Organización.
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